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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 17:14, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- El acta de la sesión 71ª, especial, en 23 de noviembre del presente año, se encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.


--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Les pido a las personas que están en las tribunas que mantengan el orden.



Ustedes saben que es nuestro interés que puedan participar, escuchar el debate, pero les tengo que solicitar respeto a las legítimas diferencias que hay en el Congreso.


Quiero señalar que aún no llega el informe de la Comisión de Hacienda, por lo que una vez leída la Cuenta voy a suspender la sesión hasta que ello ocurra.

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cinco de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los tres primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (boletín Nº 8.067-05).



2.- Proyecto de ley sobre plebiscito y consultas de carácter comunal (boletín N° 7.308-06).



3.- Proyecto que modifica el plazo para el reintegro parcial por concepto del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas del transporte de carga, establecido en la ley N°19.764  (boletín Nº 8.066-05).



Con el cuarto retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que regula el contrato de seguro (boletín N° 5.185-03).



2.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, para estandarizar y mejorar el proceso de solicitud de marcas y patentes (boletín N° 7.862-03).



4.- Proyecto de ley sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín N° 7.947-03).



5.- Proyecto de ley sobre reprogramación de créditos universitarios (boletín N° 7.874-04).



6.- Proyecto que modifica la ley N° 20.241, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 7.503-19).



7.- Proyecto que modifica las leyes N°s 20.444 y 19.885 con el objeto de fomentar las donaciones y simplificar sus procedimientos (boletín Nº 7.953-05).



8.- Proyecto de ley que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos (boletín N° 6.733-06).



9.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



10.- Proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



11.- Proyecto de ley que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07).



12.- Proyecto de ley que establece normas especiales sobre publicidad y reserva de las actuaciones procesales tratándose de ciertos delitos y un reforzamiento de las sanciones en materia de delitos contra los miembros de las policías (boletín N° 7.217-07).



13.- Proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia (boletín Nº 7.408-07).



14.- Proyecto de ley sobre indulto general (boletín N° 7.533-07).



15.- Proyecto de ley que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos (boletín Nº 7.689-07).



16.- Proyecto de ley sobre derecho a defensa de los imputados (boletín N° 7.854-07).



17.- Proyecto de ley que regula la certificación de los artefactos para combustibles de leña y otros productos dendroenergéticos (boletín Nº 7.141-08).



18.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residentes en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y Santiago, respectivamente (boletín N° 7.584-10).



19.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010 (boletín N° 7.726-10).



20.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010 (boletín N° 7.754-10).



21.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), suscrito en Santiago el 6 de enero de 2011 (boletín N° 7.755-10).



22.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Libre Comercio entre la República de Chile y Malasia, suscrito en Yokohama el 13 de noviembre de 2010 (boletín Nº 7.830-10).



23.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Marco para la Implementación de Sistemas de Control Integrado y de Cooperación para la Facilitación del Tránsito en los Pasos de Frontera Habilitados entre la República de Chile y la República del Perú, suscrito en Santiago el 19 de enero de 2011 (boletín Nº 7.967-10).



24.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio de Cooperación Técnico-Militar entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Federación de Rusia, suscrito en Santiago el 19 de noviembre de 2004 (boletín Nº 7.968-10).



25.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Nicaragua sobre Autorización para el Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Representaciones Consulares, suscrito en Managua, Nicaragua, el 22 de febrero de 2011 (boletín Nº 7.987-10).



26.- Proyecto de ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



27.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (boletín N° 6.499-11).



28.- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



29.- Proyecto que modifica la ley N° 19.925, sobre Expendio y Consumo de Bebidas Alcohólicas, con el objeto de promover las presentaciones de música en vivo (boletín Nº 7.449-11).



30.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12).



31.- Proyecto de ley sobre derechos de empaquetadores de supermercados u otros establecimientos comerciales (boletín N° 7.592-13).



32.- Proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15).



33.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (boletín N° 6.190-19).



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el  despacho del proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional, entre los días 2 y 5 de diciembre del año en curso, para participar en la “II Cumbre de América Latina y el Caribe sobre Integración y Desarrollo”, en la ciudad de Caracas, República Bolivariana de Venezuela, y en la “XIII Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del Mecanismo de Diálogo y Concertación de Tuxtla”, en la ciudad de Mérida, Estados Unidos Mexicanos.



Informa, además, sobre la subrogación durante su ausencia, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (boletín Nº 8.067-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se mandó a la Comisión de Hacienda.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática (boletín N° 7.962-06).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.


Envía copia autorizada de resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 206 del Código Civil; 23 y 24 del decreto ley N° 3.063, sobre Rentas Municipales; 6°, letra B, numeral 6° y 115 del Código Tributario, y letra b) del artículo 19 de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980.



--Se toma conocimiento y se manda remitir el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad de los artículos 21 de la ley Nº 19.342, que regula los derechos de los obtentores de nuevas variedades vegetales; 38 y 38 ter de la ley Nº 18.933 y 2° de la ley Nº 20.015.


--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Del señor Contralor General de la República:



Envía, en respuesta a petición cursada en nombre del Senador señor Bianchi, copia del informe de la Contraloría Regional de Magallanes y de la Antártica Chilena respecto de la inversión en obras de desarrollo en esa Región de los recursos provenientes del impuesto que establece la ley N° 19.995, de Bases Generales para la Autorización, Funcionamiento y Fiscalización de Casinos de Juegos.  


Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Responde dos solicitudes de información, remitidas en nombre del Senador señor Horvath, relativas a los siguientes asuntos: 



1.- Accidente que costó la vida a tres excursionistas en el Campo de Hielo Patagónico Sur. 



2.- Monto de los recursos asignados y distribuidos a los pescadores artesanales de la Región de Aysén en virtud del Convenio de Zonas Contiguas entre las Regiones de Los Ríos y de Aysén.



Da contestación a consulta, efectuada en nombre de la Senadora señora Rincón, referente a realización de la Encuesta de Victimización, en la Comuna de Longaví.



Del señor Ministro de Hacienda:



Absuelve consulta, formulada en nombre del Senador señor Cantero, en lo que concierne al monto de recursos asignados al Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad por el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente al año 2012.  



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señor Bianchi, señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar, relativo al envío de un proyecto de ley en materia de beneficios tributarios para empresas de menor tamaño (boletín Nº S 1.399-12). 


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señor Navarro, señora Allende y señores Lagos, Quintana y Sabag, respecto de incorporación de Chile a Conferencias Internacionales de Protección de Datos y Privacidad (boletín Nº S 1.380-12).



Responde solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Bianchi, respecto de reevaluación de los valores que se cobran por permisos de pesca deportiva.



Contesta petición de antecedentes, requerida en nombre del Senador señor Navarro, relativa a la descarga de anchoveta sin desovar en los puertos de Arica e Iquique.



Del señor Ministro de Justicia:



Atiende petición cursada en nombre de los Senadores señoras Alvear y Allende y señores Walker (don Patricio), Rossi y Zaldívar, para que se estudie la factibilidad de enviar un proyecto de ley que establezca la obligación del Servicio de Registro Civil e Identificación  de llevar un registro de domicilios. 



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Suministra información, solicitada en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa al Convenio de Programación acordado por esa Secretaría de Estado y el Gobierno Regional del Maule.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Contesta petición de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Horvath, respecto de los planteamientos que recibió de comités de vivienda de la comuna de Cisnes en materia de criterios de zonificación de subsidios.



De la señora Ministra del Medio Ambiente:

 

Responde solicitudes de información, remitidas en nombre del Senador señor Navarro, relativas a los siguientes asuntos:



1.- Resultado de las fiscalizaciones y de las medidas adoptadas por la Secretaría Regional Ministerial del Biobío en lo que se refiere a la aparición de polvillo negro sobre la comuna de Hualpén.



2.- Existencia de denuncias o fiscalizaciones por eventuales daños a salares en el norte del país, especialmente al de Llamara, debidos a la presencia de estromatolitos originados en faenas mineras.



3.- Denuncias de vecinos de los sectores Lagunillas, Escuadrón y Jorge Alessandri, de la comuna de Coronel, sobre emisiones de material particulado.



Suministra información, requerida en nombre del Senador señor Chahuán, sobre la construcción y sometimiento al sistema de evaluación de impacto ambiental de un conjunto habitacional, en el sector declarado Zona Típica, en Isla Negra, comuna de El Quisco.  



De la señora Directora del Trabajo: 



Informa resultado de fiscalizaciones, solicitadas en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, respecto de la nacionalidad de los trabajadores que desempeñan faenas de exploración o de explotación de hidrocarburos en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Informa antecedentes sobre solicitud, enviada en nombre del Senador señor Cantero, referente a la disolución de un sindicato de la empresa EMIN S.A, requerida por un particular. 



Del señor Intendente de la Región del Biobío:



Atiende petición de informe, remitida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de recursos invertidos en esa Región y monto destinado a la construcción de viviendas.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda:



Informa sobre petición, cursada en nombre del Senador señor Quintana, respecto de la factibilidad de proponer un marco legal de fomento para la Región de La Araucanía. 



Del señor Coordinador Nacional de Subvenciones del Ministerio de Educación:



Responde consultas, remitidas en nombre del Senador señor Navarro, sobre monto erogado por subvenciones por el programa “Salvemos el Año Escolar” y la metodología de cálculo de las subvenciones por asistencia en establecimientos en situación de toma o de movilización.



--Quedan a disposición de las señoras y señores Senadores.
Informes



Cuatro de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos, en segundo trámite constitucional:



1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010 (boletín N° 7.726-10) (con urgencia calificada de “suma”) Véase en los Anexos, documento 2).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residentes en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y Santiago, respectivamente (boletín N° 7.584-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010 (boletín N° 7.754-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).



4.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), suscrito en Santiago el 6 de enero de 2011 (boletín N° 7.755-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes números 20.444 y 19.885 con el objeto de fomentar las donaciones y simplificar sus procedimientos (boletín Nº 7.953-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional que modifica fecha de cuenta anual del Presidente de la República y establece derecho parlamentario a formular observaciones y consultas (boletín Nº 8.079-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Senadora señora Allende, con la que da inicio a un proyecto de ley sobre sanciones a civiles y oficiales que rindan homenaje a personas condenadas por delito de lesa humanidad (boletín Nº 8.080-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y de Defensa Nacional.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Chahuán y Lagos, sobre la necesidad de declarar la utilidad pública para la expropiación del campo dunar de Concón (boletín N° S 1.433-12) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación



De la Senadora señora Allende, para retirar la moción que inicia el proyecto de ley que sanciona al que realizare actos en honor, homenaje o tributo a personas condenadas por delitos de lesa humanidad (boletín N° 8.064-07).



--Queda retirada. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Vamos a suspender la sesión hasta que llegue el informe de la Comisión de Hacienda.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Sí, señor Senador.

El señor NOVOA.- Antes de suspender la sesión, le pido recabar el asentimiento de la Sala para que ingrese el señor Subsecretario General de la Presidencia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay inconveniente, se accederá a la petición recién formulada. 



--Se autoriza.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Les reitero a las personas que se encuentran en tribunas que son bienvenidas, pero que deben mantener el orden. De lo contrario, me veré obligado a acompañarlas fuera del recinto para que el Senado pueda funcionar.



Se suspende la sesión por 15 minutos.

)------------(



--Se suspendió a las 17:22.



--Se reanudó a las 17:49.

)----------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Continúa la sesión.



Solicito nuevamente a quienes se hallan en las tribunas que, si desean presenciar este debate, guarden silencio y respeten el derecho de los señores Senadores a usar de la palabra. De lo contrario, la Mesa deberá ordenar su desalojo.



--(Manifestaciones en tribunas).



No es nuestra voluntad expulsarlos, pero se deberá  aplicar el Reglamento. Esta es mi última intervención en tal sentido.



Por lo tanto, si de verdad les interesa la discusión sobre el proyecto de reajuste,...



--(Manifestaciones en tribunas).



...les pido, por favor, guardar silencio. Si no, nos veremos obligados a desalojar las tribunas.



Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, deseo mencionar un punto de Reglamento.



En su última sesión, la Comisión de Educación acordó solicitar la autorización de la Sala, conforme a lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para refundir dos proyectos: uno iniciado en moción de la Senadora señora Lily Pérez (boletín N° 7.913-04), y otro, en moción del Honorable señor Gómez (boletín N° 7.929-04), que fijan normas en materia de transparencia para establecimientos educativos que reciban aporte del Estado.



Asimismo, resolvió recabar el asentimiento del Senado con el objeto de dejar sin efecto el acuerdo adoptado en la sesión de 28 de septiembre del año en curso para refundir 8 proyectos: uno originado en mensaje del Ejecutivo, y siete, en mociones de señores Senadores.



En consecuencia, señor Presidente, pido a usted consultar a la Sala acerca de ambos asuntos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeción, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.

)----------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, diversos miembros de la Comisión de Economía, y también el Ejecutivo, estimamos necesario requerir el asentimiento de la Sala a fin de ampliar el plazo para presentar indicaciones a las iniciativas sobre interés máximo convencional, refundidas, que se encuentran en dicha Comisión. Dada la complejidad de la materia de que tratan, se precisa un poco más de tiempo para elaborar indicaciones que vayan en su beneficio.



Solicito un plazo adicional de 30 días.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá.



--Se fija un nuevo plazo, hasta el 9 de enero de 2012, a las 13, para formular indicaciones a los proyectos antes mencionados.

)----------------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no obstante que no figura en la Cuenta,  entiendo que llegó un oficio del Tribunal Constitucional vinculado a consultas de diferentes Diputados acerca del despacho del proyecto de Ley de Presupuestos en lo relativo a la Partida Tesoro Público, específicamente en cuanto al establecimiento del Fondo de Educación.



Como es de conocimiento público, en la Comisión Mixta no hubo acuerdo en relación con ese Programa. En efecto, sometido a votación, se empató sucesivamente y, en consecuencia, no hay informe sobre el particular.



Quiero dejar consignado que, desde el punto de vista del trámite del proyecto de Ley de Presupuestos, el Congreso Nacional hizo uso de su atribución de rechazar dicha propuesta del Ejecutivo.



Por lo tanto, en opinión de un conjunto de parlamentarios, en el texto definitivo de la Ley de Presupuestos no debiese quedar incluido el monto 1 miles de pesos como asignación a ese Programa, porque la proposición del Gobierno fue rechazada.



Entiendo que la opinión de la Secretaría es que el Parlamento no puede suprimir. Sin embargo, sí puede rechazar.



¿Cuál es la diferencia entre una cosa y otra? Que al quedar establecido un Programa, aunque sea con un peso, podría ser objeto de una reasignación posterior por parte del Ejecutivo.



Nosotros entendemos, señor Presidente, que ese Programa fue rechazado y que, constitucionalmente, al Gobierno no le es dable efectuar una reasignación en esta materia. Por ende, para que exista el Fondo de Educación tiene que dictarse una ley de la República que así lo consagre.



Dicho de otra manera, por la vía de la reasignación, no se puede eludir una decisión, en este caso, de rechazar, adoptada por el Congreso Nacional.



Menciono lo anterior por lo que vale en este caso como para cualquier otro.



Entiendo, señor Presidente, que este punto de vista será compartido tanto por quienes estamos en la Oposición como por nuestros colegas de Gobierno, porque dice relación con una de las atribuciones esenciales del Congreso Nacional: en este sentido, aprobar o rechazar las propuestas que están en el proyecto de Ley de Presupuestos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Efectivamente, llegó un anticipo del informe. Y como no es el definitivo, no se incluyó en la Cuenta. Pero ello se hará una vez que este nos sea remitido.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, respaldando el planteamiento hecho por el Senador Escalona, debo señalar que formamos parte de la Comisión Mixta, y también estuvimos en la Sala cuando se trató lo relativo al Fondo de Educación propuesto por el Gobierno.



Hubo acuerdo en dicha Comisión, como también en la Sala, en el sentido de que esta materia no iba a aprobarse y que se rechazaba el Fondo. No se trataba de suprimir, disminuir o aumentar un gasto. Lo que se hizo fue rechazar el Programa. Y se le dio autorización a la Mesa, y a la Secretaría, para que se ajustara ese rechazo, al objeto de evitar que los recursos que se necesitaban, que se habían aprobado para el mayor gasto en educación, se establecieran con cargo al Tesoro Público.



Y tanto así lo entendió el Gobierno, que el día anterior a la sesión de la Comisión Mixta -y en eso fundamos también nuestra votación- el Presidente de la República dijo que se enviaría una iniciativa de ley para crear el Fondo Nacional de Educación, pero en la reforma de la educación.



Entonces, también el Gobierno tiene un compromiso expreso. Entendió -y así ocurrió con la Directora de Presupuestos y con el Ministro-que se rechazaba el Fondo propuesto. De modo que a mi juicio no puede quedar ni un peso en dicho Programa, porque podría interpretarse que ello permitiría que, mediante transferencia, se trasladaran recursos con cargo a ese fondo.



Por consiguiente, pido expresamente que se deje constancia o que se busquen los mecanismos necesarios para evitar que en la Ley de Presupuestos quede un Programa que no fue aprobado por el Parlamento.



Gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero recordar que el artículo 67 de nuestra Carta Fundamental, en su inciso segundo, señala que: “El Congreso Nacional no podrá aumentar ni disminuir la estimación de los ingresos; sólo podrá reducir los gastos contenidos en el proyecto de Ley de Presupuestos, salvo los que estén establecidos por ley permanente.”. Y la tradición en el Parlamento, cuando un gasto se rechaza, ha sido que este se reduce a 1 miles de pesos.



Ahora, sí entiendo que, habiéndose reducido un Programa a 1 miles de pesos, es evidente que el Ejecutivo no puede suplementarlo. Tampoco puede aumentarlo, porque iría en contra de lo que fue la decisión del Congreso.



Pero quiero reiterar que la norma constitucional señala que nuestra facultad es solo de reducir gastos. No habla de rechazarlos o eliminarlos, sino de reducirlos.



Gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, no quiero entrar en el debate de fondo, el cual me parece pertinente. Solo deseo precisar lo siguiente.



En la Comisión Mixta no es que se haya rechazado el Fondo, sino que no hubo acuerdo acerca de él, por lo que no habrá ley sobre la materia. Existe una diferencia entre rechazar y que no haya habido acuerdo: se repitió la votación dos veces; se empató, y, por lo tanto, no hay ley en este punto.



La interpretación de que si el Programa tiene un peso o no se halla referida al fondo de este asunto. Yo prefiero que se haga la discusión en otro momento. Pero mi entendimiento es que no existe ley sobre el particular.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, en efecto, como indican los Senadores Zaldívar y Escalona, aquí no habrá ley. Pero creo que la forma más precisa de presentarlo es como lo plantea el Honorable señor Novoa. Porque luego de tres empates sucesivos en la Comisión Mixta, no hubo acuerdo; y, por lo tanto, el Fondo de Educación (FE) no será parte de la ley. 



En consecuencia, quiero decir que, aunque existiera la posibilidad técnica de reasignar recursos, por alguna interpretación, no lo vamos a hacer, porque entendemos el espíritu de lo que se acordó.



Gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, creo que las palabras del Ministro de Hacienda ayudan a entender qué fue lo que se discutió. No obstante, sin perjuicio de aquello, quiero señalar que para nuestro registro no es indiferente la discusión de fondo. Podemos no hacerla acá hoy, pero, en realidad, no lo es.



El Gobierno puede estar dispuesto a no suplementar los cuatro pesos, pero lo que entendíamos todos era que esa materia había sido rechazada. Punto.

El señor NOVOA.- No habrá ley.

El señor LAGOS.- ¡Punto!



Gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

)------------(

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento, ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (boletín N° 8.067-05) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para la tabla de esta sesión.

V. ORDEN DEL DÍA

REAJUSTE DE REMUNERACIONES A TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde, entonces, iniciar la discusión en particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (8067-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


Se da cuenta del oficio de la Cámara de Diputados, sesión 77ª, en 30 de noviembre de 2011.


En segundo trámite, sesión 79ª, en 12 de diciembre de 2011.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 79ª, en 12 de diciembre de 2011.


Discusión:

Sesión 78ª, en 30 de noviembre de 2011 (se aprueba la insistencia y vuelve a la Cámara de Diputados).

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.



--(Manifestaciones en tribunas).



Pido a las tribunas guardar silencio.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, alguien debe comenzar el debate, y yo no tengo ningún problema en partir señalando que, una vez más, estamos en una discusión -al igual que todos los años- que, desgraciadamente, en nada permite zanjar o construir una fórmula que haga que nuestros funcionarios públicos tengan una respuesta a sus legítimas demandas de reivindicación, como también referentes a despidos, que obviamente nadie puede compartir. Y, en tal sentido, quiero enviar un mensaje que vaya en la línea de lo constructivo, de lo que hemos venido haciendo presente tanto en el Gobierno anterior como en este.



Si me lo permite la Sala...



Le pido disculpas, señor Presidente, por interrumpirle, pero quisiera llevar adelante mi intervención. Porque con el bullicio que hay cuesta bastante hacerlo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. Todos los señores Senadores lo están escuchando atentamente.

El señor BIANCHI.- En resumen, señor Presidente, nos hallamos frente a una situación que hemos planteado cada año.



La única manera eficiente de evitar los injustos despidos que de vez en cuando tienen lugar dentro del sector público es, en definitiva, mediante un proyecto de ley que presentamos el año 2008 -desafortunadamente, no fue acogido por el Gobierno anterior ni lo ha sido por el actual- para que se creara una Dirección Nacional del Trabajo encargada de defender en justicia a los afectados por los despidos arbitrarios -por ejemplo, los que se han llevado adelante en el último período- dentro del servicio público.



El establecimiento de un organismo de esa índole a nivel nacional y con carácter autónomo nos evitaría tener que presenciar todos los años la situación en comento, que hoy día, por desgracia, no será distinta.



En la misma línea, señor Presidente, hemos señalado con insistencia que los reajustes del sector público deben ser dignos y estar encaminados a la solución de un problema que se repite año tras año.



Asimismo, hemos manifestado que a lo menos cada tres años, junto con los trabajadores del sector público, debiera aplicarse la fórmula que con insistencia les hemos expuesto a los Gobiernos anteriores y al actual a fin de evitar que anualmente tengamos que estar repitiendo el mismo discurso y presenciando la misma asistencia a las tribunas.



Creo que nadie puede compartir el reajuste del 5 por ciento. Pero es un monto acordado, consensuado con una gran mayoría de los trabajadores del sector público.



--(Manifestaciones en tribunas).


Efectivamente, puede...

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, Su Señoría.



Les pido a los presentes en las tribunas que guarden silencio y respeten las opiniones que expresan los señores Senadores.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, basado en la conducta que he exhibido en todos estos años y en el respeto que me merece lo que cada cual piensa en materia política, tengo libertad para señalar que los distintos gremios de la Región que me honro en representar y los del resto del país nos han pedido que de alguna forma se intente llegar a acuerdos.



Yo no me voy a apartar de una situación convenida por una gran mayoría.



Algunos pueden atreverse; otros, no. Pero hoy día tenemos solo dos opciones: votar a favor o votar en contra. Desgraciadamente, no contamos con más atribuciones que la de pronunciarnos en un sentido u otro. 



Además, existen urgencias derivadas de una presión -no la comparto, y se lo he hecho ver al Ejecutivo- por el bono que esperan cientos de miles de trabajadores del sector público.



Puede que para algunos eso no sea importante. Para la gente de Magallanes, que me lo pidió, resulta extremadamente significativo.



--(Manifestaciones en tribunas).



Señor Presidente, yo lamento que todos los años pasemos por igual situación; que debamos pronunciar exactamente los mismos discursos; que no haya en los Gobiernos una actitud que permita llevar adelante un proceso que conduzca a reajustes dignos, mucho más dignos que el que ahora se plantea.



Eso, obviamente, todos lo compartimos.



Pero nos hallamos ante una situación que, incluso, motivó que nadie (¡cosa curiosa...!) quisiera usar de la palabra al comienzo de esta sesión. 



Y aquello fue por algo.



Primero, porque existe arriba, en las tribunas, la presión de un legítimo sector de trabajadores públicos que no llegaron a acuerdo.



Pero también está la otra presión: la de aquellos trabajadores con los que sí llegamos a acuerdo.



Señor Presidente, quiero actuar en conciencia y quiero actuar en pro de la dignidad de nuestros trabajadores públicos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hay varios señores Senadores inscritos, pero pidió la palabra el señor Ministro, quien puede hacer uso de ella.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Silencio, por favor.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, seré muy breve, porque esta mañana tuve oportunidad de presentar en detalle el proyecto de reajuste para el sector público ante la Comisión de Hacienda del Senado.



Quiero, básicamente, comentar que esta iniciativa llegó acordada -lo manifestó el Senador señor Bianchi- con 11 de los 14 gremios del sector público. Ello, por primera vez desde 2007.



--(Manifestaciones en tribunas).



Eso podrá no gustarles a quienes no llegaron a acuerdo, señor Presidente. Pero es una realidad.



--(Manifestaciones en tribunas).



Se llegó a acuerdo con 11 de los...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Lo reitero por última vez: este debate se va a realizar de todas maneras; y si ustedes no quieren participar, me veré obligado a hacer desalojar las tribunas.



Es la última advertencia. Lo que ocurra será de su responsabilidad.



Puede continuar, señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Decía, señor Presidente, que este proyecto llega con acuerdo de 11 de 14 gremios.



En él se contemplan un reajuste de 5 por ciento en términos nominales y un bono de éxito de negociación, ascendente a 230 mil pesos. Este último llegará a más de 800 mil funcionarios públicos; el reajuste, a sobre 500 mil. Ello, porque algunos trabajadores sí recibirán el bono, mas no el reajuste, pues se rigen por otras leyes.



Aquello es lo central. 



Pero aquí se consideran, además, aguinaldo de Navidad; bonos de invierno,...



--(Manifestaciones en tribunas).


... de escolaridad, en fin. O sea, hay una cantidad significativa de beneficios para los trabajadores del sector público.



Desde ese punto de vista, la iniciativa en debate constituye lo que en el actual momento podemos otorgar responsablemente.



Estamos con toda nuestra disposición y preparados, en caso de que la aprobación se concrete, para pagar los bonos correspondientes y hacer efectivo el reajuste.



--(Manifestaciones en tribunas).



En  todo caso, señor Presidente, quiero decirle que nos hallamos muy complicados con los tiempos para llegar a fin de mes. Es una realidad. Creemos que todavía podemos hacerlo, pero necesitamos un proyecto aprobado para tener todas las planillas trabajadas con los porcentajes y los ajustes correspondientes.



Debo agregar que hay otros avances y otros aspectos acordados dentro del Protocolo de Acuerdo que se firmó con los trabajadores del sector público, donde figuran una serie de materias. Por ejemplo, la vinculada con las buenas prácticas laborales y...



--(Manifestaciones en tribunas).



Gracias, señor Presidente. No existen las condiciones para exponer.

El señor GIRARDI (Presidente).- Yo les manifiesto por última vez que nuestra opinión, como Mesa, es que ustedes tienen derecho a expresar silenciosamente sus puntos de vista, pero no a intervenir ni a interferir.



La próxima vez voy a hacer desalojar las tribunas.



Es de su responsabilidad. Se han hecho todas las advertencias que corresponden.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, primero que nada, quiero pedirles a las personas que están en las tribunas que guarden silencio, porque cualquier desorden solo nos perjudica a quienes queremos hacer una defensa de los derechos de ellas mismas.



Les ruego encarecidamente, por ende, que se mantengan calladas.



A los Ministros, cualquiera que sea su posición, les asiste derecho preferente para expresarse en el Congreso Nacional.



Estimados colegas, la mayoría de los Senadores de la Concertación acordamos no votar o votar en contra del proyecto de reajuste para el sector público, posibilitando así que no se obstruya el otorgamiento del aumento respectivo. De esa manera mostramos nuestra preocupación por los despidos y por la forma como se está llevando adelante lo que muchos consideramos una razia de carácter político contra los trabajadores fiscales.



Con la misma franqueza, informo que mi Comité me autorizó para expresar públicamente mi rechazo a esta iniciativa. Y lo hago porque mi conciencia me señala que debo informar al país y que el Gobierno ha de entender que no se puede despedir a cientos y cientos de trabajadores públicos porque sus ideologías no corresponden a las del Gobierno de turno.



Me hago cargo también de dos cosas, señor Presidente. 



La primera, que el reajuste nos plantea la posición de Senadores que creen que el no legislar implica un daño para los trabajadores. Es legítima. Pero me hago cargo asimismo de que el Gobierno tiene los votos necesarios para aprobar el proyecto. Y es en esta instancia cuando debo responder en conciencia acerca del mal menor o mínimo. 



Voy a votar en contra por las siguientes razones. 



1. Todo reajuste concedido al sector público, a mi juicio, debe relacionarse con los demás parámetros económicos del país. 



2. En Chile, el 5 por ciento de aumento salarial es inferior a los niveles de ingreso de las grandes empresas, de los bancos, de las isapres, de las financieras, de las organizaciones que trabajan con dinero, del promedio de los sectores más altos; ello significa que el peso de la inflación cae en los trabajadores.



3. Los analistas del propio Gobierno y de las entidades que trabajan para la Alianza han reconocido públicamente que en Chile existe la mayor brecha de diferencia entre los más ricos y los más pobres. 



4. Sí, insistiré en decir que es un rasgo de represión al trabajador la situación descrita. Y dejo que las matemáticas nos demuestren cómo es verdad que en nuestro país hay personas que tienen un patrimonio individual de 2 mil 500 millones de dólares, por ejemplo, y que, cuando se compara el rendimiento de esos recursos con el de los de quienes perciben un salario mínimo, la conclusión es que, para llegar a tal nivel, estos necesitarían más de 2 mil años de trabajo, que equivalen a 100 generaciones. 



Por eso, señor Presidente, no votaré. Son razones que molestan a mi conciencia. No me hacen sentir ni mejor ni peor que mis demás colegas. Pero respecto a los motivos de Sus Señorías para votar de otra manera no hago juicios de valor: solo realizo lo que mi conciencia me indica.



5. Sin embargo, lo que me molesta aún más es la indiferencia del Gobierno ante todos los datos presentados sobre despidos de trabajadores.



Y destaco los casos más relevantes:



-El de dos funcionarios de la Dirección del Trabajo: Edith Calisaya, con fuero maternal, y Mauricio Morales Jiménez, discapacitado.



-El de don Franklin Liencura, dirigente político y concejal de Los Álamos, despedido no obstante haber estado los últimos dos o tres años en Lista 1.



-El de 23 trabajadores del SERVIU Metropolitano ubicados en Lista 1.



-El de 27 funcionarios de la Dirección del Trabajo situados en Lista 1.



-El de 12 trabajadores del FOSIS de mi Región, 9 de ellos también en Lista 1.



Señor Presidente, le pido reponerme el tiempo que se me descontó.

El señor GIRARDI (Presidente).- Así se hará, señor Senador. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias. 



Para conceptualizar esas palabras, me sustento en el viejo silogismo aristotélico.



En la premisa mayor, traigo a colación las palabras pronunciadas el 8 de noviembre de 2009 por el entonces candidato a la Presidencia de la República y hoy Presidente de Chile: 



“Y sé también que a muchos les han dicho que, de triunfar nuestra candidatura, los servicios públicos donde laboran serán cerrados, sus plantas disminuidas o ustedes, derechamente despedidos.



“Todo ello es falso y constituye un abuso de poder y una campaña del terror...”. 



En la premisa menor, pese a los antecedentes de que dispone, el Ejecutivo sigue señalando que no hay despidos.



Conclusión: o el candidato no cumple lo que dijo. o el Gobierno cambia la realidad usando un eufemismo.



¡No quiero un Presidente de la República sin representatividad! ¡No quiero un Presidente de la República encriptado en sus dichos! ¡No quiero que se dañe la imagen presidencial! ¡No quiero que se debilite la figura del Primer Mandatario porque no se cree en lo que dijo!



En nombre de mi pensamiento humanista y cristiano; en nombre de la piedad pública; en nombre de una mayor democracia, debo repetir las palabras del viejo poeta: “Todo debemos hacerlo ahora”.



Señor Ministro, usted es una persona de bien. Los dirigentes del Gobierno son hombres y mujeres de bien, ¡a pesar de las bromas presidenciales…!


En todo caso, de haber adoptado usted la resolución de no despedir a más gente, mi pronunciamiento habría sido distinto.



No habiendo sido así, seguiré votando que no. Y mañana presentaremos un proyecto de ley que garantice la estabilidad de los trabajadores de la Administración Pública.



En el nombre de los ideales que señalé, voto que no. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear. 

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, llevamos algunas semanas tramitando en el Congreso este proyecto de ley, al cual preceden varios meses de conversaciones con el Gobierno. Y nos encontramos hoy, de nuevo, frente a un reajuste para 600 mil funcionarios públicos (incluido el personal de las Fuerzas Armadas) que nos parece insuficiente -ya lo señalamos en sesión anterior-, considerando que el crecimiento de la economía, que se espera que alcance a 6 por ciento, no llega a dichos trabajadores. 



El Gobierno -lo sabemos- no se ha movido del 5 por ciento, no obstante que la Cámara de Diputados rechazó tal cifra en dos oportunidades.



Por otra parte, lo que resulta más complejo, lamentablemente, es la ocurrencia -ya lo señalaron otros colegas- de un conjunto irritante de despidos.



Estoy recibiendo en este momento un correo electrónico que habla de exoneraciones masivas en Gendarmería, a nivel nacional: auxiliares, administrativos y técnicos. No se trata de jefaturas ni de alta dirección, sino de mandos medios y bajos con buen desempeño, bien evaluados por sus superiores. Se solicitaron las respectivas prórrogas, pero igualmente fueron despedidos. Se trata de personas de 45 años hacia arriba, muchas de ellas con más de 10 años de trabajo, que se van sin un peso.



Eso está ocurriendo en distintas reparticiones públicas -en un mes, a mayor abundamiento, extraordinariamente sensible y significativo para todas las personas-: el término de los contratos de trabajadores que deben irse sin nada en los bolsillos. 



Por desgracia, vamos camino, al parecer -yo abrigo esperanzas en el sentido de que no sea así-, a repetir el escenario de 2010, cuando el Ejecutivo no tuvo apertura y trasladó la presión, extraordinariamente fuerte, de dejar sin reajuste al sector público.



He recibido llamados telefónicos. He conversado con los funcionarios públicos. He atendido estos días a diversas personas: a algunas que fueron despedidas dramáticamente y a otras -debo decirlo aquí también porque me lo señalaron- que esperan un reajuste ya que sus sueldos son muy pequeños y cualquier cosa es mejor que nada.



El año anterior hubo un anuncio en cuanto a que se revisarían las desvinculaciones y se regularizarían los contratos a honorarios. Empero, no se quiso suscribir un protocolo de estabilidad laboral. 



¿Qué es lo que más le preocupa al sector público? La angustia de, al término del año, quedar sin trabajo por no pensar como el Gobierno. Eso es dramático, tratándose de esta u otra Administración.



Por eso, me parece que la suscripción del protocolo de estabilidad laboral y, adicionalmente, la renovación de un plan de retiro legislado son, al menos -así lo espero-, condiciones que debiéramos tener a la vista antes de culminar la tramitación del proyecto.



Mi Honorable colega Ruiz-Esquide ha mencionado un párrafo de declaraciones del Primer Mandatario, señor Sebastián Piñera. Por mi parte, quiero consignar uno de la carta que este les envió a los funcionarios públicos en enero de 2010. Cito textualmente:



“En primer lugar, en nuestro futuro gobierno todos los funcionarios públicos -ya sean de planta, a contrata u honorarios- serán respetados en sus derechos, dignidad y promovidos en función de sus méritos. Pero no sólo respetaremos su carrera funcionaria. Queremos ir mucho más allá: vamos a mejorar la situación contractual de los funcionarios públicos que realizan labores permanentes y que en más del 50% de los casos lo hacen con contratos precarios que expiran cada año y que los dejan expuestos a los abusos de las autoridades de gobierno.”.



Señor Presidente, han existido abusos de funcionarios de Gobierno y, más aún, no se ha mejorado la situación contractual de los trabajadores del sector público.



Lo que pedimos en esta ocasión -reitero- es un protocolo de estabilidad laboral y un plan de retiro legislado.



Y ojalá se piense en un guarismo mejor que el 5 por ciento ofrecido.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, creo que quien intervino por primera vez hoy en la tarde, mi Honorable colega Bianchi, fue el que expresó que la presente discusión ha tenido lugar durante muchos años. En mi caso, es la segunda vez. Hay quienes han participado en ella a lo largo de los quince o veinte años que han integrado la Corporación.



Entendiendo lo que son las legítimas demandas del sector público, lo que son las responsabilidades que puede asumir un Gobierno, que debe administrar las cuentas públicas, me permito mantener una diferencia de fondo con el señor Senador: esta no es la misma discusión de todos los años, como tampoco lo fue la del año pasado.



Es cierto: muchos de los trabajadores del sector público -representados acá junto con los de otros gremios- han estado formulando demandas que no se han satisfecho en su totalidad. Y no hay que esquivar el bulto: o no hubo deseo de hacerlo, o no se pudo, o no se quiso. Me da lo mismo el motivo. Pero es preciso hacerse cargo de que no fue posible lograr un sector público como el que algunos están requiriendo y que no dependa solo de la confianza o del Gobierno de turno.



¡Cuánto se afirmó que era preciso pasar a la planta a los trabajadores a contrata o a honorarios; contemplar una mejor carrera funcionaria; entrar al análisis del Estatuto Administrativo! Y ese debate sí se halla pendiente. ¡Tal vez por eso nos pasaron la cuenta a algunos...!



Pero la discusión no es la misma -repito- de otros años. Porque la de otros años giraba también en torno al guarismo del reajuste, al llamado “bono de término de conflicto” -hoy día denominado, eufemísticamente, “de éxito de negociación”-, al aguinaldo de Fiestas Patrias y al de Navidad, pero ¿y la estabilidad en el empleo? ¿Y la dignidad del trabajador del sector público? ¡Sobre lo que no giró nunca, en dos décadas, fue sobre despidos a fin de año por persecución política! Y esto es distinto. Esto es lo que estamos enfrentando hoy.



Uno escucha al Honorable señor Ruiz-Esquide hacer referencia a lo que ha observado en su circunscripción. Por su parte, el Senador que habla da a conocer lo que ha visto en la Región de Valparaíso: acá está lleno de cuoteo.



Perdón, me corrijo. No lo hay, porque todos pertenecen a un mismo sector. Eso no es cuoteo.



Pero aquí se ha echado gente. En el Consejo de la Cultura despidieron a 120 personas. 



Insisto, entonces, en que la discusión no es igual a la de todos los años. Porque, cuando debatíamos acerca de cuánto reajustábamos, cuál era el aguinaldo, a cuánto ascendía el bono, a quién le llegaba, si se otorgaba o no un incentivo al retiro, si existía o no un bono por desempeño en zonas extremas, ello no se encontraba inserto en un cuadro de una Alta Dirección Pública “faenada” por el Gobierno; de un Consejo para la Transparencia del cual se saca a dos personas que hacían bien su pega, pero fiscalizaban al Gobierno. Ese no era el contexto. Y ahora nos hallamos en el marco de una persecución política.



No hay otra explicación. Esa es la verdad del reajuste. Y el Gobierno no hace caso de ello.



Las citas que aquí se han recordado del Presidente de la República las hicimos todos también el año pasado. Algunos incluso las publicamos en el diario “La Estrella”, en un inserto, para que quedara claro lo que eran el discurso de un candidato y la realidad. Y la realidad es que se ha echado a personas por razones políticas, por pensar distinto.



El Ministro de Hacienda nos hacía presente hoy día en la Comisión: “Si todos los años se ha despedido. Aquí tengo las estadísticas: 4 mil 300 en 2009 y 4 mil 300 en 2010.”.



¿Y por qué razón nadie salió a reclamar a las calles? ¿Por qué nadie realizó huelgas? ¿Por qué no se quejó la ANEF entera de que se perseguía a gente? Porque no es lo mismo. Y lo saben. Si eso es lo peor: que lo saben. Y se escudan sosteniendo: “Tenemos el derecho de poner a quienes son de nuestra confianza”. Así es, pero en el nivel 1, en el 2, en el 3.



Entre paréntesis, se aplica una modalidad nueva. Aquí tengo los datos de las cancelaciones de contrato en el Hospital Van Buren. ¿Saben Sus Señorías lo que se hace ahora? De los 37 incluidos en la lista, cesan a 10 y a los otros 27 se les renueva el contrato por tres meses, con el objeto de que no figuren echados en la estadística del año. En el último caso se encuentran personas que llevan doce años trabajando en informática, por ejemplo.



Entonces, basta de vivezas. Lo digo de verdad.



Estos son los antecedentes. Los afectados no quieren hablar en público, desde luego, por encontrarse asustados. No recuerdo que los funcionarios públicos tuvieran susto. Hoy día lo experimentan.



¿Y la renovación solo por tres meses es para que el despido sea cuándo, por lo tanto? A partir de 2012. O sea, ello no entrará en la estadística del año en curso. Y el señor Ministro afirmará el año próximo: “Fueron 4 mil 300”.



Repito que se ha perseguido gente. Y esta es la nueva manera de gobernar. Lo lamento.



Me hago cargo de todas las falencias que uno puede haber tenido; pero esta no es la discusión de todos los años. Han sido dos años en que se ha acosado a personas. Eso no había ocurrido nunca.



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, estimados colegas, la iniciativa que nos ocupa ya fue tratada en esta Sala. Los Senadores de la Concertación no la votamos, en espera de que pudiera volver a la Cámara de Diputados y de que el Gobierno respondiera, en el entretanto, a las inquietudes, no solo del sector laboral, sino también de los parlamentarios.



La verdad es que los trabajadores tienen todo el derecho de llegar a acuerdo con el Gobierno, con el Ministro de Hacienda, respecto de materias relacionadas con proyectos de reajuste. Y, con todo el respeto que merecen ellos y las organizaciones que se encuentran en ese caso, los parlamentarios tenemos una función que cumplir en cuanto a analizar el texto en debate para resolver si aprobarlo o rechazarlo conforme a su mérito. Pero, como lo expresaron señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, la iniciativa se da en el marco de un debate nacional que tiene que ver con la desestabilización en el empleo por razones políticas.



Nosotros dictamos una ley de exonerados para compensar la persecución de esa índole registrada en el Gobierno militar durante 17 años, pero ello no se puede entender en un régimen democrático. Y precisamente por eso estamos llevando a cabo, en el marco de un reajuste de remuneraciones, un debate sobre la estabilidad en el cargo.



La asignación de zona puede afectar seriamente a los trabajadores en lo relacionado con el reajuste, pero, como no es imponible, también en sus pensiones, en definitiva.



¡Para qué vamos a hacer referencia a estas últimas! Cumplidos los 30 años del nuevo sistema previsional, los funcionarios del sector público tienen hoy día que jubilar y volver a buscar trabajo, porque ellas no están garantizadas.



Tampoco cuentan con un plan de incentivo al retiro.



Y han sido despedidas de la Administración Pública personas a punto de jubilar que se hallaban en una relación a contrata con el Estado.



No se ha demostrado ninguna sensibilidad. El Gobierno ha permanecido impasible ante las razones de justicia que podían mediar, no solo por hallarse los afectados en lista 1, no solo porque exhibían un buen desempeño, sino también por motivos humanitarios.



Se les dijo que apelaran. Pero ese cuento no resulta con esta Administración, en ninguno de los servicios.



Quiero consignar que no voy a votar el proyecto de ley. No puedo pronunciarme acerca de una iniciativa que esquilma, en general, no únicamente al sector público, sino, asimismo, a todos los trabajadores, porque el reajuste que se aprueba acá causa también un efecto en el del sector privado.



Nunca se presenta la ocasión para que el fruto del tan anunciado éxito de la economía, con un crecimiento del 7 por ciento -este año será de un 6,5-, sea recibido por los trabajadores. Si el reajuste tiene que ver con la pérdida de poder adquisitivo y la inflación será cercana al 5 por ciento -se registrará un 3,7-, a lo cual se agrega el crecimiento sobre el 6 por ciento, ¿no se consideran la equidad, la productividad, la injusta distribución del ingreso?



Por lo tanto, señor Presidente, no estoy en condiciones de votar a favor. Aunque algunos trabajadores hayan acordado una fórmula con el Ministro de Hacienda, voy a ejercer mi derecho parlamentario en tal sentido.



He dicho.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, de nuevo, al igual que el año pasado, tenemos que formular nuestras observaciones respecto a la política del Gobierno sobre las remuneraciones del sector público.



A mi juicio, el reajuste no es suficiente, en efecto. Es muy inferior a la capacidad de la economía para responder a un aumento de ingresos en dicho ámbito. De acuerdo con la cifra que se entrega, el reajuste real, teniendo en cuenta un 5 por ciento nominal y descontando la inflación, hoy cercana al 3,7 por ciento -seguramente, va a bordear el 4-, será de uno por ciento. Ello es también nominal, porque no se tienen en cuenta el aumento de la productividad ni los factores de equidad, a diferencia de otros casos.



Sin embargo, por lo que les he escuchado a los dirigentes del sector público que se han acercado a conversar con nosotros, lo anterior no es lo que más les preocupa, si bien quisieran un guarismo mayor. La cuestión fundamental radica en la estabilidad laboral y la dignidad de los funcionarios.



El año pasado dejaron de prestar servicios, por despidos, cerca de 8 mil personas. El Gobierno sostiene que fueron nada más que 4 mil 500. Cualquiera que sea la cifra, el Ministro de Hacienda, aquí presente, asumió un compromiso al respecto y dictó una circular, efectivamente, para que se pudiera efectuar una revisión.



Con motivo de la discusión de este proyecto en la Sala, recibimos recién la información de que ello se habría verificado con relación a algunos casos. De 8 mil o 4 mil 500 personas, según se trate de lo señalado por nosotros o por el Gobierno, se habría repuesto a 200.



Eso no es suficiente. Porque creo que la gran mayoría de la gente desvinculada el año pasado no se halló en esa situación por razones laborales, sino políticas.



En el año en curso, conforme a la información recogida, van más de mil despidos, 120 de ellos en la circunscripción que represento. La medida ha afectado también a trabajadores en lista 1 o 2, de mérito, reconocidos, con varios años de servicio. Sin embargo, no se ha respetado su estabilidad laboral y hoy día se encuentran en la calle.



El sistema de reclamo no existe.



Entonces, ¿qué demandan los funcionarios públicos, con razón? Un trato digno y alguna norma de estabilidad objetiva por la cual se pueda poner término a su contrato.



Lo hacen, además -como se ha dicho muy bien aquí-, por el compromiso que, en la campaña electoral, contrajo respecto al sector el propio Presidente de la República y que, al parecer, olvidó y no está cumpliendo.



Aquí es necesario abordar tres puntos.



El primero es una revisión de los casos señalados. Le solicito al Ministro de Hacienda que ello tenga lugar, en forma seria y responsable, en relación con los mil y tantos despidos que se completarán en estos días, de tal manera que se pueda reponer en sus puestos de trabajo a quienes han cumplido realmente sus funciones, ya que fueron calificados en lista 1 o 2.



Lo anterior no quiere decir que no sea posible poner término a un empleo, pero es preciso indicar la razón para la medida.



En seguida, echo de menos la presencia de la Ministra señora Matthei, quien planteó en varias oportunidades, cuando fue Senadora, la necesidad de requerir un sistema más serio en el trato laboral para el sector público. Ella se refería al sistema de honorarios y de contrata afirmando que era preciso reglamentar la situación.



Por mi parte, le pido al señor Ministro el cumplimiento de las observaciones que formulamos el año pasado, cuando se comprometió a enviar proyectos de ley, no a hacer estudios. La vez pasada nos expresó en la Sala que se habían formado mesas de trabajo. Lo importante es que traiga las iniciativas concretas referentes a la materia.



Y en abril se prometió la remisión de una de ellas para dar estabilidad a los funcionarios públicos tanto a contrata como a honorarios.



Le solicito plantear un sistema de desahucio e indemnización para los trabajadores públicos equivalente al del sector privado, donde se da, en caso de despido, una indemnización por años de servicio, con un límite de 11 meses. ¿Por qué a este último se le otorga un tratamiento determinado y ello no es posible para el otro personal?



Les pido al titular de Hacienda y al Gobierno el envío de un proyecto en tal sentido, que la propia Ministra señora Matthei reclamó en la Sala cuando fue Senadora.



Por último, la tercera cuestión es el incentivo al retiro.



Se han dictado muchas leyes sobre el particular. Y la última respecto a los trabajadores del sector público centralizado fue la N° 20.212 -la de la ANEF-, que rigió hasta julio pasado.



El señor Ministro ha expresado que está estudiando con diversos gremios normas relacionadas con la materia, pero que no ha llegado a acuerdo con la ANEF.



Estimo que es necesario sentarse a trabajar. Me han informado que se quiere rebajar los beneficios del citado cuerpo legal, en cuanto a la indemnización. A mi juicio, el titular de Hacienda tiene que considerar seriamente que si los funcionarios del sector público, de la ANEF, consiguieron un determinado sistema en la materia, no es posible que se les esté ofreciendo menos.



Por otra parte, les recomiendo a los trabajadores que no piensen en jubilar en este momento, ya que, sobre la base de la caída de la rentabilidad de los fondos previsionales, las pensiones serán aún menores que en otra época. Hoy día, un funcionario público de la Salud, del sector centralizado, de alguna municipalidad, jubila con el 30 o 40 por ciento, a lo mejor, del que era su ingreso efectivo.



Por eso, concurren razones de justicia al reclamar, primero, estabilidad y dignidad para la función pública; segundo, un sistema de indemnización en el caso de ponerse término injustificado a un contrato de trabajo en el sector estatal, y, tercero, un incentivo al retiro que permita realmente a quien jubile recibir una pensión más o menos decente para vivir y gozar del fruto de su esfuerzo.



Ese es el motivo, señor Presidente, por el cual creo que el reajuste no es aceptado por la ANEF, aunque sí por otros gremios. Al Senado le queda muy poco para poder mejorarlo. Le corresponde al Gobierno tomar la iniciativa al respecto.



Gracias.



--(Aplausos en las tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en la discusión sobre la insistencia en el proyecto de ley en examen, el 30 de noviembre recién pasado, di a conocer la comunicación de un funcionario público despedido después de 17 años de servicios, quien relataba, con angustia, lo que eso significa en lo personal y para su familia, evocando un poema de Bertolt Brecht. La nómina de hoy es mucho más extensa.



Junto con mi Honorable colega Andrés Zaldívar y los Diputados señores Sergio Aguiló, Roberto León, Pablo Lorenzini, Jorge Tarud y Guillermo Ceroni hemos preparado un oficio que le enviaremos al Ministro de Hacienda, para pedirle que nos informe respecto de cinco puntos:



Primero, acerca de los despidos masivos realizados en la Región del Maule.



Segundo, si cada uno de esos funcionarios fueron “desvinculados por ser Operadores Políticos y/o las razones en cada caso particular”. Y se adjunta la nómina “en la cual se encuentran los nombres de auxiliares, técnicos y profesionales con desempeños destacados en sus respectivas funciones”.



También solicitamos información sobre lo acontecido en la Secretaría Regional Ministerial de Salud, “donde hay 23 funcionarios despedidos bajo el argumento de que no cumplen con el perfil para el cargo que desempeñan, sin embargo” -como señalamos en el oficio- “en los últimos tres años han sido evaluados de manera sobresaliente”.



Además, le requerimos antecedentes acerca de lo ocurrido con 18 funcionarios del INDAP, quienes fueron desvinculados aduciéndose -textualmente- “ajustes administrativos”, causal inexistente en el Estatuto Administrativo.



Por último, pedimos que se revisen tales resoluciones y que se entregue un informe acerca de las “evaluaciones realizadas” en los últimos tres años sobre el desempeño laboral de cada uno de esos trabajadores.



Señor Presidente, lo dijimos en la sesión anterior y lo reiteramos hoy día: se han llevado a cabo -y se siguen sumando- despidos en la Administración Pública por parte de un Gobierno que prometió respetar la dignidad y los derechos funcionarios.



En las conversaciones con el Ejecutivo, los dirigentes de la ANEF solicitaron que se les garantizaran tres cosas. Tales materias fueron expuestas por quienes me antecedieron en el uso de la palabra. 



Una de ellas tiene que ver con la estabilidad en el empleo, que, como hemos visto, no se respetó el año pasado ni lo está siendo en el actual. 



Quiero ejemplificar lo anterior no con casos de mi circunscripción, como los que ya relaté, sino con otros acaecidos en la Quinta Región que fueron publicados en los diarios “El Mercurio”, de Valparaíso, y “La Estrella”. De hecho, nos acompañan en las tribunas funcionarias públicas exoneradas de la Gobernación de Valparaíso. A una de ellas se le notificó formalmente su despido una vez finalizado su fuero maternal. Esta información -para ilustrar a mis colegas- se encuentra en internet desde el 5 de diciembre recién pasado. 



La alerta es aún mayor cuando nos enteramos de que se trata del tercer caso durante este año en que a una funcionaria se le avisa que será desvinculada luego de concluir su fuero maternal. Las mujeres despedidas tienen tres hijos cada una y llevaban 5 o 10 años de servicio.



Desgraciadamente, los problemas en la Gobernación de Valparaíso  no terminan ahí. Muy por el contrario. Hace unos días hemos conocido un fallo de la justicia laboral, ratificado por la Corte de Apelaciones de la Región, que condena a dicha Gobernación a pagar 5.039.188 pesos por concepto de indemnización a María Rosa Gasca Almendras -también nos acompaña en las tribunas-, producto de su despido injustificado, por no atenerse a las disposiciones del Estatuto Administrativo.




Destaco lo anterior, en consideración a que en el Parlamento discutimos y aprobamos, hace poco, un proyecto de ley sobre extensión del fuero maternal. Y, en verdad, me parece que no podemos decir una cosa y hacer otra diferente. 



¡No podemos decir que nos importan las mujeres y sus derechos, que nos importan las madres y los padres de familia trabajadores y hacer otra cosa distinta! 



No puede ser, señor Presidente, que en esta negociación los funcionarios y las funcionarias...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señora Senadora.

La señora RINCÓN.- Solicito un minuto más para terminar, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hago presente a Sus Señorías que tenemos una limitación de tiempo. La sesión está citada hasta las 19, y antes de esa hora debemos poner en votación el proyecto.



Entonces, hay que ser muy estrictos con el tiempo.



Tiene un minuto más, señora Senadora, para concluir. 

La señora RINCÓN.- Gracias.



No puede ser que los funcionarios públicos se hayan visto obligados a pedirle al Gobierno que incorporara a la Ley de Presupuestos una indicación -la planteamos en este Hemiciclo- para llenar el vacío producido por la ley N° 20.545, sobre permiso posnatal parental, cuyos artículos 6º y 7º no les hace aplicable a los funcionarios del Estado el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, norma que permite a los trabajadores (madres o padres) que hagan uso de dicho beneficio percibir su remuneración completa, incluidos, obviamente, el aguinaldo y el bono por término de conflicto. O sea, estos, por no ser imponibles, en virtud de la primera ley mencionada, no serán recibidos por los funcionarios públicos que se acojan al permiso posnatal parental.
 



Señor Presidente, creo que no podemos seguir con un discurso y hacer otra cosa distinta, porque eso nos da mala imagen ante el país.


He dicho.


--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, se dice que el porcentaje de reajuste es insuficiente. Evidentemente, todos quisiéramos que año tras año, cuando discutimos los respectivos guarismos, estos fueran más altos. Sin embargo, quien hace la propuesta (el Poder Ejecutivo) debe tener presente, sobre todo cuando existen inestabilidades internacionales, que la situación del país amerita, como se ha dicho tantas veces, un gasto público responsable. Esto significa que tanto el reajuste como los otros beneficios se encuentren debidamente financiados.



En mi opinión, el reajuste propuesto no es tan distinto del que se ha otorgado en otros años. En todas las ocasiones anteriores el porcentaje real de reajuste ha fluctuado, aproximadamente, entre 1,2 y 1,3 por ciento.



--(Manifestaciones en tribunas).



Señor Presidente, creo que la seriedad y la responsabilidad que caracterizan al Senado han de evidenciarse con mayor razón cuando quienes nos acompañan en las tribunas usan argumentos o consignas que, naturalmente, responden a sus movimientos gremiales. Y uno no los puede criticar por ellos. 



Pero es indudable que siempre debemos tener en cuenta la responsabilidad fiscal. Hemos mantenido inalterable tal principio todos los años.



Dicho eso, quiero manifestar que los Senadores de Renovación Nacional somos partidarios de un incentivo especial al retiro. Y deseamos que las conversaciones que lleva adelante el Gobierno con la ANEF tengan éxito. Entiendo que ha habido acuerdo con seis gremios con relación a dicho incentivo, y con once -entre ellos, ni más ni menos que con la CUT-, respecto del reajuste propuesto.



--(Manifestaciones en tribunas).



Señor Presidente, nosotros somos partidarios de un incentivo especial al retiro.



Sabemos que muchos funcionarios avanzados en edad no se jubilan porque existe, objetivamente, un daño previsional importante. Por lo tanto, el actual incentivo al retiro de que disponen los trabajadores agrupados en la ANEF -es de carácter permanente y corresponde a 9 meses para los varones y a 10 meses para las mujeres- no resulta suficiente, por lo que es preciso establecer uno especial. 



Nosotros abogamos por ese incentivo especial y para que se llegue a acuerdo en las conversaciones del Gobierno con la ANEF, así como lo ha habido con otros gremios.



Ello obviamente requiere generosidad de todos los actores involucrados a fin de permitir que nuestros funcionarios públicos -con 35, 40, 45 o 50 años de servicio- puedan retirarse de manera más tranquila y ver cómo se suple, en parte, el daño previsional que lamentablemente han sufrido.



He dicho. 



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, por desgracia, la presente sesión repite la discusión que ya sostuvimos hace unos diez días.



En aquella ocasión el debate se instaló en torno a los despidos. Desafortunadamente, la situación no se resolvió y se prosiguió con ellos. Y ahora, con la agravante de que la autoridad de Gobierno sabía expresamente lo que ello produce desde los puntos de vista social y político.



Se ha hecho público hoy un documento de la Asociación Gremial de la Dirección del Trabajo. En él se da a conocer que, a los 28 despidos de 2010, se suman 27 durante el presente año, lo que arroja un total de 55 casos en dos años. Este dato desmiente la teoría de la actual Ministra del ramo y ex Senadora, señora Evelyn Matthei, en el sentido de que anteriormente el número de desvinculaciones fue mayor.



El referido documento es sumamente claro: en diez años (del 2000 al 2009) -es decir, durante dos Administraciones sucesivas- los despidos llegaron a 16. En algunos años no hubo; en otros se registraron uno o tres, pero nunca se llegó a la situación que vemos ahora.



Al mismo tiempo, tuvimos conocimiento de que los dirigentes de la Asociación Nacional de Empleados de Tesorerías de Chile fueron golpeados, esposados, desnudados, vejados por las fuerzas policiales que los detuvieron a expresa solicitud y con la complicidad directa -según manifestaron ellos- del actual Tesorero General de la República. O sea, las dificultades no solo no se han resuelto, sino que se han agravado.



El señor Ministro de Hacienda -lamentablemente, en este instante no se encuentra en la Sala, pero para estos efectos no importa- pudo enterarse de manera directa de las consecuencias que la golpiza produjo en el Presidente de la mencionada entidad gremial.



Entonces, el Gobierno, desafortunadamente, no quiere asumir la realidad que aquella situación provoca, y abusa de la disposición mostrada por los gremios que firmaron a favor del acuerdo por el reajuste, los cuales nunca imaginaron lo que iba a ocurrir: la ola de despidos, las persecuciones, las golpizas.



Lamento que, al final, la apuesta del Ejecutivo se centre en el hecho de que el movimiento gremial se dividió. Considero que apuntar a la atomización y a la dispersión del interlocutor es una pésima manera de enfrentar los problemas sociales. 



Además, se recluye en una premisa muy simple y sencilla: si el Parlamento rechaza el proyecto, no habrá reajuste y una enorme cantidad de trabajadores que necesitan el aumento, aunque sea mínimo, reaccionará en contra no del monto pequeño y ratón propuesto, sino del Congreso.



En consecuencia, en ambos casos constituye una apuesta temeraria esperar que la Oposición simplemente acepte lo que el Ejecutivo quiere imponer.



Esa manera de gobernar, como aquí se señaló, no es la que se les prometió a los empleados públicos en la famosa y ya reiterada carta del entonces candidato Sebastián Piñera.



Sin embargo, más allá de ello, pienso que esta es una pésima forma de enfrentar las dificultades que vendrán el próximo año. 



El proyecto contempla un presupuesto de 202 mil millones de pesos para este mes de diciembre. Y la mayor parte de esos dineros corresponde al bono por término de negociación (el bono especial). El resto del presupuesto corresponde a 603 mil millones de pesos. Es decir, la tercera parte de los fondos contemplados se pagará en el presente mes.



¿Por qué ocurre eso, señor Presidente? Porque se hacen reasignaciones, en virtud de que el Presupuesto no se ejecutó completamente. O sea, aquí hay dineros que se les quitó a las Regiones: en obras públicas, en vivienda, en salud, en educación. Parte de estas platas...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no sé por qué razón se redujeron las intervenciones de diez a cinco minutos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Estamos en el debate en particular, señor Senador.



Termine la idea.

El señor ESCALONA.- Decía que una fracción de esas platas corresponde a los 200 mil millones de pesos destinados a infraestructura educacional, de los cuales solo se ejecutó la quinta parte.



En consecuencia, el Ejecutivo -¡lógico!- abulta artificialmente los gastos durante el mes de diciembre, con el objeto de entregar un bono que le permita conseguir el apoyo de una parte de los funcionarios públicos. Sin embargo, apuesta a un reajuste mínimo, ratón, pequeño, enano que no resolverá los problemas que se presentarán el año próximo. Ello, porque el Gobierno es incapaz de generar políticas contracíclicas para enfrentar la recesión internacional.



Lamento mucho que nuestro país tenga un Gobierno tan ciego y sin capacidad para advertir los desafíos del futuro.



He dicho. 



--(Aplausos en tribunas).  

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hago presente que tenemos una dificultad reglamentaria, para cuya solución la Mesa necesita recabar el asentimiento de la Sala.



Formalmente, quedan dos minutos para el término del Orden del Día, y el proyecto presenta indicaciones. Por tanto, si no acordamos una forma de proceder, la iniciativa no podrá ser despachada hoy día.

El señor NAVARRO.- ¿Puede repetirlo, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Reglamentariamente, la sesión está llegando a su término. Se podría abrir la votación, pero son dos las indicaciones formuladas.



He ahí el primer problema que enfrentamos.



El segundo es que, como el señor Ministro de Hacienda ha pedido hacer uso de la palabra, se requiere el acuerdo unánime de la Sala para que intervenga una vez abierta la votación.



¿Habría acuerdo en otorgar tal autorización desde ya?



Acordado.



--(Manifestaciones en tribunas).



En segundo término, para los efectos de cómo proceder a las votaciones, cabe tener presente que los Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona han presentado dos indicaciones, cuyo contenido me da la impresión de que no es controvertido por cuanto tiene que ver con derechos de información.



Si les parece, se les dará lectura y las votaremos en primer lugar sin fundamentación de voto. 



Posteriormente, se abrirá la votación respecto de las normas restantes, oportunidad en la cual los Senadores que se hallan inscritos podrán hacer uso de la palabra por el tiempo reglamentario.



¿Habría acuerdo para proceder de la manera descrita y para prorrogar el término de la sesión hasta despachar el proyecto?



--Así se acuerda.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para leer las indicaciones.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Disculpe, señor Secretario.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, respecto de lo que usted ha señalado en cuanto al orden de las votaciones, cabe recordar que nos encontramos en la discusión particular del proyecto, pese a que aquí se ha producido nuevamente un debate en general. La idea de legislar ya fue aprobada en el Senado a propósito del trámite habilitante.



Por ello, corresponde votar las indicaciones de acuerdo a su orden de presentación. Pero también hay que votar sin debate las enmiendas acordadas por unanimidad en la Comisión, salvo que algún colega pida votación separada, y luego, pronunciarse respecto de las modificaciones que fueron acordadas por mayoría.



Le pido que procedamos de esa manera, porque, de lo contrario, se producirá una discusión muy interesante pero exactamente igual a la que sostuvimos hace unos diez días.



Por lo tanto, tenemos que tomar decisiones respecto de las indicaciones que se han presentado y de las enmiendas aprobadas en la Comisión.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Gracias, señor Senador.



La Mesa es la encargada de dirigir la sesión y ella decidirá cómo se ponen en votación los puntos que correspondan.



Tiene la palabra el señor Secretario para leer las indicaciones...

El señor LARRAÍN.- ¡Pero cómo! ¡Usted tiene que oír a los Senadores, pues, Presidente! 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entiendo su posición, señor Senador. Pero le pido que deje a la Mesa hacer su trabajo.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LARRAÍN.- ¡Por favor!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se han formulado dos indicaciones, suscritas por los Honorables señores Muñoz Aburto y Escalona.



La primera propone agregar, en el artículo 1º del proyecto, los incisos cuarto y quinto, del siguiente tenor:



“El Ministerio de Educación deberá informar durante el mes de marzo de cada año, a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, acerca de la aplicación del reajuste de remuneraciones y demás prestaciones, tales como bonos y aguinaldos, a los trabajadores de los establecimientos particulares subvencionados y de otras instituciones colaboradoras del Estado que reciben aportes de éste, vinculados con la presente ley. Al respecto deberá singularizarse la información respecto de cada trabajador y los montos respectivos.



“Del mismo modo, el Ministerio de Hacienda entregará similar información respecto de los trabajadores de las entidades colaboradoras del Estado que reciban aportes de éste para el cumplimiento de la presente ley.”.



La segunda indicación es para intercalar el siguiente nuevo artículo 31 al proyecto, pasando el actual artículo 31 a ser 32:



“Artículo 31.- Los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de educación técnica profesional traspasado en administración de acuerdo al decreto ley 3166, de 1980, deberán informar al Ministerio de Educación, antes del 28 de febrero del 2012, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajustes de remuneraciones que reciban cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento. El Ministerio de Educación deberá enviar esta información a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, antes del 30 de marzo del 2012, según lo dispuesto  en los incisos cuarto y quinto del artículo 1°.”.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, solicito que, si es posible, se nos haga llegar una copia de tales indicaciones. Porque, de la lectura del señor Secretario, me parece entender que se está solicitando al Ministerio de Hacienda una información que no puede comprometerse a entregar -ya que no la tiene- relativa a los colegios particulares subvencionados.



Una cosa es que dicha Cartera la requiera, pero otra distinta es que la vaya a obtener. Y a juicio mío, al menos, las dificultades para conseguir antecedentes sobre las remuneraciones en la Universidad de Chile testimonian lo difícil que es acceder a datos de este tipo.



Por lo tanto, lo que se puede pedir es que el Ministerio solicite la información, pero no podemos comprometernos a entregarla.

El señor LAGOS.- ¡Pero son recursos públicos!

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Eso ya lo comenté en su oportunidad, porque esta misma indicación fue presentada en la Cámara de Diputados a la cartera del Ministro señor Bulnes. 



No es posible comprometernos a entregar esta información. Lo que podemos hacer es solicitarla. Se trata de una gran cantidad de entidades. Simplemente basta citar lo que ocurrió en la Universidad de Chile, donde la petición de datos del Consejo para la Transparencia ha originado una controversia que se encuentra en los tribunales.

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Señor Ministro, a lo imposible nadie está obligado. Eso, como criterio general. 



¿La indicación llegó a sus manos?

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Sí.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Entonces, si los sostenedores no entregan los antecedentes requeridos, esa será la información que harán llegar el Ministerio de Educación y, a través de él, el de Hacienda. Pero se establece la obligación.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, a través de las indicaciones solo se solicita informar a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado acerca de los aportes que el Estado entrega a los establecimientos educacionales subvencionados y a las entidades colaboradoras, para ver si esos recursos son usados efectivamente para reajustes, bonos o aguinaldos. 



Si tal tipo de información no la pueden obtener el Ministerio de Hacienda o el de Educación, se lo darán a conocer a las Comisiones respectivas del Senado o de la Cámara de Diputados. Y ahí veremos qué hacer. Pero, parece inaudito que no se pueda saber realmente cuál es el destino que se da a recursos públicos que son entregados a esas entidades.



Hemos  presentado las indicaciones, porque tenemos la presunción de que los aportes que se envían a los establecimientos particulares subvencionados, entre otros, no se ven reflejados en aumentos de remuneraciones o de bonos para quienes se desempeñan en ellos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solo quiero expresar mi preocupación por las declaraciones del señor Ministro de Hacienda, porque -bien lo ha dicho el Senador señor Muñoz Aburto- esta información es tremendamente relevante. 



Puedo citar el caso de una escuela particular subvencionada de mi Región. Allí hay una huelga legal de los profesores, quienes están pidiendo, entre otras cosas, dos días administrativos, uno por semestre -los profesores de escuelas públicas tienen seis al año-, y un reajuste en base al IPC. Y ni siquiera esto último se los ha concedido el sostenedor. 



Recuerdo al señor Ministro de Hacienda que estamos hablando de recursos públicos a esos colegios.



Entonces, ambas indicaciones me parecen absolutamente obvias. Si no es el Ministerio de Hacienda, o el de Educación, el que puede recabar esta información, entonces no imagino qué organismo puede hacerlo. 



En mi opinión, debemos aprobar las indicaciones, ya que son importantes.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Después de que intervenga el señor Ministro, se tomará la votación, para dar cumplimiento a lo acordado.




Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, es importante hacer constar que nosotros no tenemos inconveniente en entregar la información de que disponemos. Pero quiero puntualizar que la que se está pidiendo en las indicaciones no se halla a nuestro alcance. 



Dice aquí: “El Ministerio de Educación deberá informar durante el mes de marzo de cada año, a las Comisiones de Hacienda (...) acerca de la aplicación del reajuste de remuneraciones y demás prestaciones, tales como bonos y aguinaldos, a los trabajadores de los establecimientos particulares subvencionados”. 



O sea, reajustes, bonos y aguinaldos respecto de cada trabajador y los montos respectivos. Esta es una información que el Ministerio de Educación no puede comprometerse a entregar.



--(Manifestaciones en tribunas).



Los colegios particulares subvencionados son los que no la entregan.



Y este no es un problema nuestro. 



Hay que aclarar algo: el bono de término o éxito de negociación, como se quiera llamar, les llega a los funcionarios de los colegios particulares subvencionados, pero las remuneraciones y el reajuste de ellas se pacta en cada una de estas entidades en forma libre.



Por lo tanto, independiente de lo que se solicite, no podemos hacer ciertas cosas. 



Me sorprende que no se tome el caso de la Universidad de Chile, que ha sido de público conocimiento. Eso no está en discusión, y no se ha reconocido acá.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación las indicaciones.



Los que estén de acuerdo con ellas, votarán sí; los que estén en contra, no. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).-  Terminada la votación. 



--Se aprueban las indicaciones (15 votos contra 12, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Se abstuvo el señor García.



No votó, por estar pareada, la señora Pérez (doña Lily).



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Las otras votaciones, se harán en un solo acto. 



Si le parece a la Sala, se va a abrir la votación. Se respetará el tiempo de uso de la palabra a los señores Senadores inscritos, que era lo que habíamos conversado anteriormente.

El señor COLOMA.- ¿Una sola votación?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Sí, señor Senador; en ella nos pronunciaremos sobre el resto del articulado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Antes de conceder la palabra al Senador señor Gómez, quiero clarificar lo siguiente.



En términos reglamentarios, la presente es una discusión en particular debido al procedimiento de la insistencia. La aprobación de la solicitud del Presidente de la República por parte del Senado la semana antes pasada, de acuerdo con la Constitución, se estima como aprobación en general del proyecto. Y, por ende, en este segundo trámite, en forma excepcional, corresponde pronunciarse en particular, lo que se llevará a cabo en un solo acto.



Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, si uno pudiera reproducir lo que se discutió el año anterior, se daría cuenta de que siempre se realiza el mismo debate.



El Gobierno, en el año 2010 hizo varios compromisos en el Senado. No los cumplió, fundamentalmente respecto de algo que nos preocupa a todos y que no se relaciona con el reajuste, sino con personas, con seres humanos, con familias cuyos jefes han sido despedidos de sus trabajos por razones políticas.



¡Eso hay que decirlo con todas sus letras!



El punto no es que se pretenda cambiar al personal de confianza -¡no!-, sino que la situación afecta a funcionarios que, pese a que por años se han desempeñado en distintos Ministerios -en la Administración Pública- de la noche a la mañana se decide despedirlos. ¡Eso es completamente inhumano! ¡Ya no se trata de cifras más o de cifras menos, sino de personas!



En la Región de Antofagasta varios servidores públicos fueron despedidos, entre ellos Johanna Núñez, a quien hace pocas horas la notificaron de esa decisión. 



La forma en que las personas están siendo tratadas en este Gobierno es realmente inaceptable. Y eso es algo que se debe decir con todas sus letras, porque aquí no vamos a discutir sobre el reajuste, pues, debido al mecanismo existente, el Gobierno tiene la fuerza suficiente -así lo demostró el año pasado- para hacer lo que quiera. Pero no podemos aceptar que no haya posibilidad, desde el punto de vista humano, de atender, de revisar, de considerar el futuro de aquellos que hoy día están siendo despedidos de su trabajo.



¡Me parece que eso, señor Presidente, es lo más relevante que se puede destacar! 



Ojalá que, de una vez por todas, se cumpla lo que se promete. Sobre la materia hay compromisos del Presidente de la República incumplidos. ¡Y los Ministros llegan a este Hemiciclo y no dicen una sola palabra acerca de lo que el Primer Mandatario manifestó como candidato a todos los funcionarios de la Administración Pública! ¡Eso no se cumple! ¡Y da exactamente lo mismo!



Nos hablan de cifras y nombran determinadas cosas. No obstante, no hay respeto por el trabajo ni por los funcionarios de la Administración Pública, lo que, a mi juicio, es inaceptable.



La Ministra del Trabajo, el día anterior a la discusión de este proyecto, emitió una expresión. No la recuerdo exactamente, pero nos miraba como queriendo decirnos: “Ustedes, que fueron Ministros, no hicieron nada”. 



Hemos reiterado en varias oportunidades lo que ahora volveré a repetir: ¡En los Gobiernos de la Concertación, debimos haber solucionado el problema! No lo realizamos, y hoy día se están pagando las consecuencias. 



Sin embargo, no hay duda de que lo mismo que se argumenta en esta oportunidad se hizo ver muchas veces en esta Sala: la precariedad laboral en el sistema público y lo difícil que era aceptar que hubiera cargos a honorarios y a contrata año a año. ¡Y ahora que son Gobierno no hay un planteamiento serio como para hacer los cambios que el país necesita!



Ese es el punto central. Porque el próximo año de nuevo vamos a tener en las tribunas a los funcionarios. Se presentará la misma dificultad con el guarismo del reajuste y no habrá  una propuesta seria. 



Eso es lo que debería hacer el Gobierno para que la Administración Pública cuente con buenas remuneraciones, con capacitación y para que, en definitiva, se la convierta en lo que el país espera del Estado: que sea eficiente, que tenga la capacidad de vigilancia y de protección hacia los ciudadanos. Para eso se requiere seguridad en el trabajo, con sueldos y funciones adecuados a los requerimientos.



No obstante, año a año seguiremos discutiendo el mismo asunto y vamos a escuchar al Ministro de Hacienda, igual que hoy, haciendo una diferencia entre 4 mil 500 y 4 mil 200 pesos, pero sin hablar de las familias, que es lo que importa.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Pido respeto a la gente en las tribunas para poder escuchar la exposición del Senador señor Gómez.



--(Manifestaciones en tribunas).



Puede continuar, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Lo que estamos haciendo -por eso, a veces, hay indignación al oír los discursos-, es un emplazamiento directo al señor Ministro para que cumpla su palabra en lo que dice relación a los despidos, tanto del año pasado como de este, y a que las cifras que entregue sean las correctas.



Algunos señores Senadores citaron a  quienes fueron despedidos en sus respectivas Regiones. Las razones esgrimidas para ello son solo de carácter político. Tales funcionarios habían sido calificados en lista de excelencia. Sin embargo, fueron eliminados de sus cargos. 



Por eso, lo que han pedido la ANEF y los servidores públicos es estabilidad en el empleo, lo que también solicitamos nosotros.



Lo del reajuste va a pasar de largo. ¡Pero no la gente que se quedó sin trabajo! Por lo tanto, es indispensable que dé respuestas correctas, exactas y verdaderas el Gobierno.



En esta Sala se encuentra presente el señor Ministro de Hacienda, y esperamos de verdad que nos responda como corresponde y no con cifras más o cifras menos; que nos diga exactamente por qué esos funcionarios fueron despedidos, y que demuestre con claridad si obtuvieron malas calificaciones, lo cual no es así, por toda la información de que disponemos.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Solicito nuevamente a las tribunas que faciliten el trabajo.



--(Manifestaciones en tribunas).



La Mesa debe garantizar a todos los señores Senadores el derecho a hacer uso de la palabra en un marco de respeto. Es lo que establece el Reglamento. Y no tendré reparos -así lo hablé con el Presidente de su Asociación- en aplicarlo.



En consecuencia, demando cooperación a los que hacen manifestaciones, que no es el caso de la mayoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, aunque esta sesión se parece a otras anteriores, es distinta y mejor, porque, en el caso de Chiloé, ahora habrá bonificaciones que nunca antes tuvo. Ellas se establecen en el marco de un período de años y se especifican particularmente en el artículo 27 del proyecto.



Además, el reajuste es diferente y superior al que tuvimos el año pasado, en términos reales y nominales. Porque, si se considera la inflación anterior, se producirá un incremento real de las remuneraciones de 1,3 por ciento; y, si se toma como referente la inflación futura -que se estima llegará a 2,7 por ciento-, el aumento real para este año será de 2,3 y no de 1,3 por ciento, cifra notablemente más elevada que las observadas en los últimos 20 años.



Dudo de que en este momento haya en el mundo muchos países que estén condiciones de entregar un incremento de remuneraciones como el que se está otorgando ahora en Chile.



Me gustaría que el beneficio fuera mucho mayor. Pero estas son las condiciones en que nos encontramos hoy día. Y creo que el reajuste no es malo.



--(Manifestaciones en tribunas).



Por lo demás, señor Presidente, se trata de un porcentaje que es consecuencia de un acuerdo.



Cabe señalar que en la aprobación del reajuste es preciso tener en consideración el crecimiento económico del país. Pero este no se suma a la inflación. Como lo he señalado en otras oportunidades, el sistema es comparable a una mesa. No es que una pata de ella se ponga arriba de otra, sino al lado, para dar estabilidad a la superficie.



Y aquí he advertido algunos errores conceptuales que, aparentemente, han cometido otros países, con las consecuencias que se están observando en ellos.



Después, es muy importante la productividad. 



Nosotros tenemos aumento de la productividad, alza en el crecimiento económico y un cierto incremento decreciente en la inflación. Por eso que un reajuste de 5 por ciento (el Gobierno originalmente había planteado uno de 4,5) me parece bien.



Luego, hay que considerar la recaudación tributaria: cuántos recursos ingresan y si con ellos es posible pagar o no este nuevo gasto.



Asimismo, se debe tener en cuenta el aumento o disminución de la demanda interna; si ella resulta compatible o no. Si el incremento de las remuneraciones es muy bajo, vamos a afectar nuestra demanda interna. En mi opinión, es apropiado.



Otro elemento importante son las proyecciones de la demanda externa, las que, de acuerdo a lo que está ocurriendo, podrían complicarse.



También hay que analizar, en forma general, las perspectivas, no solamente los datos. Y las perspectivas internas son razonablemente buenas, aunque las externas se vislumbran relativamente preocupantes.



En estos últimos meses se han creado en Chile 580 mil empleos nuevos y las remuneraciones reales siguen incrementándose en forma permanente.



Además, señor Presidente, el reajuste contempla otros beneficios. 



Fuera del bono por fin de negociación, tenemos aporte a servicios de bienestar; aporte a las instituciones de educación superior (3 mil 214 millones de pesos); aguinaldo de Navidad; aguinaldo de Fiestas Patrias; bono de escolaridad; bonificación adicional al bono de escolaridad; bono de invierno; aguinaldo de Fiestas Patrias al sector pasivo; aguinaldo de Navidad para pensionados; bonificación extraordinaria para enfermeras, matronas y otros profesionales de los centros de salud; bonificación especial para profesionales y técnicos del Instituto de Salud Pública, y reajustabilidad de la bonificación de zonas extremas para el personal asistente de la educación, cuestión que tantas veces planteamos.



Esta discusión se parece a otras, pero, a mi juicio, es considerablemente mejor si atendemos a los aspectos en los que ella se desenvuelve.



Gracias.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.



--(Manifestaciones en tribunas).

 El señor LETELIER (Vicepresidente).- A la señora que está en las galerías -porque ya no son tribunas- le pido que se tranquilice.



Me van a perdonar, pero aquí les hemos dicho en forma insistente que debe darse un espacio al respeto. Tal como algunos creemos en la importancia del respeto a los funcionarios públicos...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Esta es la última advertencia que hago. 



Les pido disculpas a los dirigentes, y vamos a partir por ese sector.



Se los digo con mucho respeto: yo tengo que garantizar el orden.



A la próxima interrupción voy a pedir el desalojo.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en la discusión habilitante de este proyecto denuncié un fenómeno -el Ministro se ríe-, no sé si de “larrainismo”, una especie de macarthismo al interior del Ministerio de Hacienda, del Gobierno. Y eso se explica por este estilo donde a quienes no piensan como la autoridad se los mira como verdaderos adversarios, como auténticos enemigos. Esta es, con mucha claridad, la lógica del enemigo interno. Y eso se explica, además -lo dijimos en aquella ocasión-, por el famoso instructivo que elaboró el Ministerio de Hacienda, mediante el cual se pedía a los funcionarios que vigilaran a quienes se ausentaban por distintas razones (incluso a quienes iban a tomar café o acudían al baño) cuando había paro.



A mi juicio, esa función de delatar a los compañeros no guarda relación con un Gobierno y con un Ministerio de estas características en un sistema democrático.



Este escuálido 5 por ciento de reajuste, unido a los despidos -a los cuales ya se han referido varios señores Senadores-, será la antesala de lo que ocurrirá el 2012 con los futuros conflictos sociales. 



¡Para qué buscar explicaciones! ¡Está claro! El problema estudiantil y situaciones como esta van a generar ruido, conflictos sociales de gran envergadura. No hay que contratar a expertos ni a empresas que elaboran encuestas para darse cuenta de lo que viene. 



Lo anterior devela que el Gobierno asumió la discusión del reajuste con al menos tres deficiencias. 



Primero, no sé si fue un mandato de la Ministra del Trabajo, pero claramente hubo una estrategia de parte importante del Gobierno para dividir al movimiento social, al movimiento sindical. Eso lo han dicho acá el propio Ministro y varios actores más. 



Yo creo que lo lograron, por cierto, a costa de dejar instalada la imagen de un Gobierno que más bien parece un directorio rompehuelgas, lo que, en mi opinión, resulta muy complejo para un debate de esta magnitud.



A eso agreguémosle el cambio que ha habido en la mirada de las estadísticas (de la inflación del año anterior, en fin), en uno de una serie de intentos por diferenciarse de Administraciones anteriores.



En segundo término, no ha habido diálogo con la ANEF, que es el principal organismo que representa a los trabajadores fiscales. Aquí, claramente, se ninguneó a muchas organizaciones y hasta última hora se sigue despidiendo gente. Es evidente que no se escuchó.



Y, en tercer lugar, se plantea un reajuste que no da cuenta del tremendo esfuerzo que hacen los servidores públicos a lo largo de todo el país. Sin ir más lejos, a propósito del terremoto -yo represento a la Región de La Araucanía-, he visto el gran empeño que ponen muchísimos funcionarios por cumplir cabalmente su importante función.



Sin embargo, eso no se ha tenido en cuenta acá. 



Uno puede entender el intento del Gobierno en orden a llenar numerosas plazas hasta el primer año -como sostuvo el Senador Lagos Weber: primer nivel, segundo nivel, tercer nivel-, pero, claramente, esto es un ensañamiento. Aquí no hay respeto alguno por los trabajadores y esto demuestra, finalmente, que no existe una política laboral, que incluya los aspectos remuneracionales, pero que también contemple incentivos al retiro, estabilidad laboral, carrera funcionaria. 



Nada de eso se ha respetado, señor Presidente.



Un señor Senador señaló recién que el efecto que esta discusión produce en el reajuste del sector privado es muy importante. Y, efectivamente, es así. Por eso que uno, haciendo un poquito de historia, podría decir que si al ingreso mínimo de 1990 le aplicásemos solo la inflación acumulada, desde marzo de ese año hasta el día de hoy, nos arrojaría un monto -escúchenme bien- de 66 mil 624 pesos. 



Ahora, si efectuáramos la misma operación con el ingreso aumentado a 26 mil pesos -lo que se hizo por ley, justamente el año 90-, nos arrojaría una cifra de 93 mil 966 pesos. O sea, este sería el actual sueldo mínimo si solo se hubiera aplicado el IPC. 



Hoy, como todos sabemos, el salario mínimo es de 182 mil pesos, es decir, más del doble del que habría resultado aplicando exclusivamente el IPC. 



Por lo tanto, la necesidad de aumentar tanto el ingreso mínimo como el reajuste del sector público -desde luego, por sobre la inflación- es muy clara. Las dos cosas van de la mano. Se trata de un asunto que no resiste mayor análisis, pues las cifras hablan por sí solas.



Yo no me caracterizo mucho por andar defendiendo la obra de los últimos 20 años, pero al actual Gobierno le gusta bastante compararse.



Entonces, seamos claros: el aumento real, tanto del ingreso mínimo como de las remuneraciones del sector público, fue, en ese período, superior al 3 por ciento en promedio. Y como a este Gobierno le gusta compararse siempre con el anterior, yo le pido que se compare consigo mismo. El incremento real del año pasado, el primer reajuste del Presidente Piñera, fue de 2,2 por ciento, en tanto que el de hoy, sin considerar la situación de la inflación, es de apenas un 1,2 por ciento.



Finalmente, señor Presidente,..

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se agotó su tiempo, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Le pido que me dé el minuto extra que se les ha concedido a otros colegas.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Hago presente que estamos en votación y que no se otorgarán lapsos adicionales.



En el caso del Senador señor Quintana, se permitirá que concluya su intervención, únicamente por la interrupción inicial que sufrió.

El señor QUINTANA.- Simplemente, señor Presidente, quiero decir cómo voy a votar, sin perjuicio de destacar, en forma breve, un tema de legalidad.



El artículo 38 del decreto supremo N° 1.825, del Ministerio del Interior, que reglamenta las calificaciones del personal afecto al Estatuto Administrativo, señala que la calificación del personal a contrata deberá ser considerada como uno de los antecedentes para resolver sobre la prórroga del respectivo empleo. Pues bien, los más de 1.300 despidos que se han producido en los últimos 30 días serían ilegales, ya que el 99 por ciento de los funcionarios desafectados están calificados en Lista 1, de Mérito.



Por todo lo anterior, señor Presidente, no voy a votar.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en verdad, el tema de fondo, el que más nos incomoda, es el relativo a los despidos injustificados, arbitrarios.



Más allá del guarismo, acá hay personas y familias que han perdido el empleo, que han sido desvinculadas o a las que no se les ha renovado el contrato de manera absolutamente abusiva, injusta y arbitraria.



En la Región de Aysén, que tengo el honor de representar, existen 19 casos de no renovaciones o desvinculaciones por razones claramente políticas.



Y esta no es una discusión sobre cifras, sino sobre personas, sobre familias.



Estoy hablando de Juan Fuentes, Lorena Sosa, Katia Andrade, Juan Galindo, Luis Gallardo, Héctor Aguilera, Karen Zúñiga, Ingrid Navarrete, Fabián Zúñiga, David Alonso, Pamela Gallardo, Ariel Elgueta, Carolina Leiva, entre otros afectados. 



Incluso, en Puerto Aysén se desvinculó a dos dirigentes de la ANEF.



Hay casos que conllevan un dolor humano tremendo, como el de Ariel Elgueta, funcionario de Bienes Nacionales de Coyhaique, quien vive una situación de salud complicada, delicada, y que estaba a un año de jubilar. 



Se han utilizado resquicios mediante los cuales a las personas se les dice “Usted va a estar hasta marzo”, para no señalarles, en el fondo, que las van a desvincular ahora.



Estoy hablando de casos con nombre y apellido, como el de Pedro Araya, ingeniero agrónomo del SAG, bien calificado, a quien se le comunicó que solo seguiría hasta marzo. 



También hay gente que logró estudiar con un gran esfuerzo de su familia, como Pamela Aguilar, ingeniera civil informática de la Universidad Austral, jefa de departamento, con gran desempeño y máximas calificaciones, a la que se le avisó que no continuaría el próximo año. Sus parientes y los dirigentes de la ANEF de Chile Chico me hicieron presente su situación el día sábado. Reitero: con nota máxima, bien evaluada, en fin. No se entiende.



La semana antepasada reclamamos por estos despidos. Debo reconocer que uno fue reevaluado -y me alegro-: el de Ricardo Ibarra, funcionario del IPS de Chile Chico.



Ojalá ocurriera lo mismo con los otros. Lo digo por una razón ética, de meritocracia, pues estas personas no merecen ser desvinculadas por motivos ajenos a su desempeño.



Pero también -me lo han solicitado los dirigentes de la ANEF pertenecientes a la mesa del sector público de Aysén- es el momento de reiterar al Gobierno la petición de que se cumpla el compromiso del Presidente Piñera en cuanto a nivelar la asignación de zona.



En las regiones extremas existen trabajadores de primera y de segunda categoría. A los primeros dicha asignación se les calcula sobre los ingresos totales; a los segundos, sobre el ingreso base, en circunstancias de que todos enfrentan el mismo costo de vida.



El objetivo, el anhelo, la petición es que sea imponible. Mucha gente, cuando jubila, se va de Aysén, de los lugares apartados donde viven, porque el costo de la vida allí es demasiado alto. Por eso, la asignación de zona debe ser imponible.



Sin embargo, mientras se resuelven los problemas de fondo, al menos pedimos:



Primero, estabilidad en el empleo. Esto significa renovación automática, previa evaluación del desempeño.



Segundo, mejoramiento de las condiciones de retiro para los trabajadores del Estado.



Y tercero, establecer, como dije, la imponibilidad de la asignación de zona.



Señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente-, le quiero solicitar que se realice una reevaluación de los casos mencionados y que después se nos informe a los parlamentarios. Porque es una vergüenza que a estas personas se las despida por razones políticas.



Durante la última campaña, el ahora Presidente Piñera envió una carta a los funcionarios públicos en la que se comprometía ante la ANEF a que no se despediría a nadie por consideraciones distintas a las de su desempeño laboral; a que no habría represalias; a que no se producirían despidos por motivos políticos.



Acá no hay un tema político, sino uno ético: el respeto a la estabilidad laboral, a la dignidad funcionaria.



Por eso, pido formalmente al señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente- que las desvinculaciones a que me referí, más las otras que se han señalado, sean reevaluadas y que el Gobierno pueda resarcir, evitar el perjuicio que se está ocasionando a familias, a profesionales, a funcionarios, a administrativos de buen desempeño, con máximas calificaciones, que están siendo despedidos injustamente por razones políticas.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, estoy seguro de que si hubiéramos analizado con tiempo este proyecto podríamos haber hecho lo que muchas veces hacemos: dialogar, discutir, conversar.



Pero, una vez más, ocurrió lo contrario. Esta iniciativa ingresó a tramitación el 29 de noviembre (no es, por tanto, responsabilidad nuestra), y al día siguiente, apurados, votamos la habilitación porque, de lo contrario, no habría reajuste, considerando que la siguiente era semana regional.



Y ahora el Ministro nos dice que, si no aprobamos hoy o mañana el proyecto, no habrá reajuste ni bono de Navidad antes de fin de año.



Esta situación se repite permanentemente.



Por ejemplo, mañana y el miércoles tenemos que discutir el proyecto que modifica el plazo para el reintegro parcial del impuesto específico al petróleo diésel para las empresas de transportes de carga, que ya venció el 30 de noviembre.



Y lo mismo sucede con  varias otras iniciativas, que siempre terminamos analizando a última hora, sin debate, y en las cuales se debe votar “sí” o “sí” porque, de lo contrario, habría una catástrofe.



Se ha hablado de despidos, de incentivo al retiro, de las zonas extremas. Al final, una cosa es lo que se dice y otra lo que se hace.



Durante la última campaña presidencial dijimos: “Habrá despidos y persecución a funcionarios públicos”. ¿Qué respondieron? “Es una campaña del terror, del miedo”. 



Y aquí estamos, con el miedo de los funcionarios de nuestra Región, que no se atreven a hacer nada. Existe miedo en la gente, y lo sabemos.



Después vinieron los conflictos sociales. ¿Cómo los han combatido? Solo con represión.



En materia de seguridad ciudadana, se dijo que se acabaría la “puerta giratoria”, los indultos. ¿Qué ha pasado? Suben los índices de delincuencia y la seguridad ciudadana constituye hoy un problema mucho más grave que antes.



En el área tributaria, primero se empezó a hablar de reforma; después se manifestó que era un perfeccionamiento; ahora se señala que se va a combatir la elusión y la evasión. Al final, ¿qué va a llegar en 3 o 4 meses más? No sabemos, en circunstancias de que hay Ministros que expresan: “Por favor, llevemos a cabo la reforma tributaria de una vez por todas”.



El próximo 1° de enero disminuyen los impuestos a las empresas.



Y así, podríamos seguir enumerando casos de la diferencia abismante que existe entre lo que se dice y lo que se hace.



Por último, siempre se afirma: “Hay que actuar con responsabilidad”. Un colega hablaba de gasto público responsable, de responsabilidad fiscal. Pero hoy todos nos percatamos del siguiente titular de prensa: “MOP, Interior, Salud y Educación aún deben ejecutar casi 50% de su inversión”. ¡En dos meses!



¿Qué va a pasar? Lo mismo que el año pasado, señor Ministro, cuando en diciembre hubo una ejecución presupuestaria de 30 por ciento, mientras que en enero, febrero y marzo siguientes tuvimos otras con cifras negativas.



Esa es la realidad.



¿Por qué castigamos a nuestras Regiones? ¿Por qué en la que represento no se realiza ninguna obra pública? ¿Por qué no se han llevado a cabo las financiadas con el Presupuesto del 2011? 



¿Actuamos o no con responsabilidad fiscal?



Siempre nos recalcan: “Hay que actuar con responsabilidad”. Pero, realmente, no se sabe qué decir. La misma discusión, como se expresó aquí,  se repite una y otra vez, este año y el anterior. 



Y los antecedentes se entregan cuando ya es tarde y no existe ninguna posibilidad de diálogo, de conversación o de entendimiento.



Yo espero que no sigamos con este sistema en que todos los proyectos se tratan con “discusión inmediata”, a última hora, y cuando los plazos ya están vencidos; con una espada de Damocles en virtud de la cual, si no aprobamos, se produce una catástrofe, en este caso, la ausencia de reajuste. 



Claramente, quiero adelantar que vamos a citar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos -se lo anticipé al Ministro con anterioridad- para que se nos aclare -supongo que el diario aludido no miente, al contrario de lo que señalan algunos- qué se ha hecho con la plata y por qué no se quiere realizar una reforma tributaria, considerando que los recursos para los próximos dos años están empozados.



Una vez más, los trabajadores no participan en la obtención de los beneficios del país. Siempre hay una explicación para dejarlos afuera.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, acá muchos se han preguntado por qué, después de poco más de una semana, seguimos con los mismos discursos, manifestando nuestra irritación por los despidos arbitrarios, injustos, sin ninguna justificación o fundamento.



El Senador Bianchi expresaba: “Estamos repitiendo los discursos”. Él también lo hizo.



En verdad, uno hubiese pensado que un Gobierno que establece cierto diálogo en el Senado respecto de un proyecto de ley relevante como el del reajuste de remuneraciones al sector público sería capaz de escuchar los argumentos y los planteamientos que se le formularon en su minuto.



Me llama poderosamente la atención no haber escuchado al señor Ministro de Hacienda -quienes nos acompañan son testigos de ello-  referirse al reajuste en algún momento. Y ni siquiera voy a hablar de los despidos; lo dejaré para un rato más. 



¿Por qué este reajuste? Se trata de un reajuste que afecta a 600 mil personas y que, además, constituye una señal política muy fuerte que le enviamos al sector privado, en un país donde la distribución de la riqueza es tremendamente injusta.



Y, ante una materia de tanta relevancia, el Ministro de Hacienda no nos ha dado a conocer las razones para que aquel sea de 5 por ciento, y no de 4,5, 6 o 7. O sea, es muy sorprendente que no haya fundamentación ni argumentación algunas respecto de su monto, que nosotros consideramos injusto.



Y decimos que lo es, porque apenas se hace cargo del IPC, de recuperar el poder adquisitivo, máxime cuando la inflación subjetiva es mucho mayor que la registrada formalmente.



Sinceramente, señor Ministro, deseo escuchar las razones del Gobierno.



Asimismo, me da la impresión de que este es un diálogo de sordos. No tiene sentido alguno que el Ejecutivo esté presente en la Sala. Porque en todas las intervenciones referidas a los despidos arbitrarios, injustos, no he escuchado ningún argumento que diga “Sabe qué, en esta repartición pública despedimos por esta razón o por esta otra”. No se menciona motivo alguno.



Por lo tanto, carece de sentido celebrar estas sesiones donde nadie escucha a nadie, donde no hay reacción de parte del Gobierno, donde llevamos una semana esperando que este recapacite.



Porque el Gobierno habla del diálogo, del entendimiento. Y todos manifestamos que lo ideal es llegar a acuerdos. ¡Porque ahora el generar acuerdos es como una consigna...! ¡Pero los acuerdos se construyen cuando uno escucha! ¡Cuando uno respeta la opinión del otro! ¡Cuando uno no atropella los derechos de los trabajadores!



Durante la semana de trabajo en Regiones -pensé que en el transcurso de ella el Gobierno recapacitaría- conversé con los trabajadores de mi Región, y en verdad lo que me señalaron es sorprendente. ¡Sorprendente! Aquí tengo el caso de don Felipe Jopia, del Servicio de Impuestos Internos, cuya evaluación por la autoridad que lo despide señala:



“Presenta un excelente cumplimiento de los reglamentos e instrucciones de la institución.



“Permanentemente se encuentra en su puesto de trabajo o desempeñando labores propias de su cargo”.



También puedo dar a conocer la situación de una funcionaria que llevaba quince años trabajando en Serplac, a contrata -¡quince años!-, y fíjense ustedes que permaneció en Lista 1 durante todo ese tiempo. Ella se llama Marcela Ramírez, señor Ministro. ¡Quince años en Lista 1, y fue despedida! Hasta hace pocos meses ocupaba un cargo de dirección gremial. ¡No quiero pensar que existe persecución política a los dirigentes o ex dirigentes...!



--(Manifestaciones en tribunas).



Por si fuera poco, señor Presidente, puedo citar otro caso de la vida real, de personas de carne y hueso -como decía el Senador Gómez-, de una funcionaria del IPS, quien me dijo que contrajo algunos compromisos financieros porque el 7 de noviembre le llegó un correo que, literalmente, decía que “Se renovarán todas las contratas y a contar del 01 de enero se prorrogará automáticamente sus comisiones de servicio por un período de tres meses, renovables”.



O sea, ¡más encima se juega con la gente! Porque el 7 de noviembre le dijeron que en el IPS, en la Región de Tarapacá, se iban a renovar todos los contratos automáticamente. Sin embargo, una semana después le llegó otro correo que expresaba que sería despedida.



También estaba en Lista 1.



En consecuencia, voy a votar en contra de este reajuste, porque prefiero solidarizar con los que serán despedidos, quienes no van a recibir reajuste alguno. Y celebro que haya trabajadores que no negocien para ellos, sino que piensen en el bien común de todos aquellos cuyos derechos han sido atropellados.



Voto que no.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, escuché con atención la intervención del Senador Frei.



Hay algunos que estarán muy arrepentidos, porque le creyeron al Presidente Piñera cuando manifestó que no iba a perseguir a los funcionarios públicos y les dio seguridad en tal sentido. ¡Había una promesa presidencial! ¡La palabra de los Presidentes vale cada día menos!



No sé si el Presidente Piñera sabe lo que está pasando en el sector público, si el señor Ministro Larraín le ha informado que existen despidos masivos. Porque, en verdad, esto no beneficia al Primer Mandatario.



Nada es peor que la palabra incumplida de un hombre público. Nada es peor para el desprestigio de la política y de la democracia que un Jefe de Estado no cumpla sus compromisos y que haya un Ministro de Hacienda que tome las decisiones en lugar del Presidente.



¡Quién manda en La Moneda!



¿Manda Larraín? ¿Manda Piñera?



Porque si mandara Piñera tendría la certeza de que se revisarían los despidos. Pero aquí hay un Ministro que no quiere que ello se efectúe; que ha señalado que no hay plata; que ha dado razones económicas.



Como lo expresó el Senador Frei, este es un Gobierno que no está cumpliendo las promesas. Este es un Gobierno que cuando negocia el Presupuesto de la Nación compra votos. Así, el hombre del maletín, el Ministro Bulnes, y el Ministro Larroulet fueron a la Cámara de Diputados a comprar votos. Mañana voy a interponer una querella criminal por cohecho, porque si se instala esa práctica en el Parlamento, significará la destrucción de este, la absoluta expansión de la monarquía presidencial.



--(Aplausos en tribunas).



Es decir, cuando le falten votos a este Gobierno irá con un maletín a comprar votos a los Diputados y a los Senadores.



Y cuando discute el reajuste ¿qué hace?: divide a los gremios. Les ofrece a algunos y deja fuera a otros. O sea, las peores prácticas empresariales: dividir a los gremios y comprar votos. Porque en las empresas también se compran votos.



Señor Presidente, este reajuste del 5 por ciento -lo dijimos- podría ser escalonado. Quienes nos hallamos en la Sala, incluyendo al Ministro, estamos sobre los 5 millones, por lo que el reajuste será de 250 luquitas. Los que se encuentran arriba, que ganan en promedio 500 mil pesos, recibirán 25 mil. Podría haber sido escalonado: darles 10 o 15 por ciento a los que ganan menos, y 1, 2 o 3 por ciento a quienes percibimos más. ¡Eso era posible!



--(Aplausos en tribunas).



Le dijimos al Ministro: “Si requiere tiempo, estamos disponibles para esperar y votar a favor”. Porque en este tema cuesta ser Oposición, pues es delicado y hay mucho en juego. Y pensamos que en el lapso que mediaba hasta el 12 de diciembre sería factible buscar un acuerdo.



Estuve a punto de pedir segunda discusión. Y partió la votación. Porque se requiere tiempo. ¿O ya hay una decisión tomada y todo este debate es estéril?



Qué he escuchado decir a la mayoría, a la Oposición -somos 20- en el Senado. Que hay inestabilidad, falta a la ética, vergüenza, persecución, incumplimiento de promesas, represalias, despidos políticos, perjuicios, violación de la dignidad.



Yo habría esperado que la Oposición -lo expresé en mi anterior intervención- hiciera su pega. Tenemos los 20 votos requeridos para rechazar este reajuste y decirle al Gobierno: “Apruébenlo ustedes con el veto presidencial. Háganse cargo de algo que nosotros no queremos”. Sin embargo, lo que viene ya no es la división de los gremios, sino de la Oposición respecto de la llamada “responsabilidad” frente a una ley de la República tan importante como esta.



¿Qué camino nos queda? Porque si rechazamos este proyecto no habría reajuste. Existe la vía del veto presidencial. ¿Cuál es la señal de dignidad que dejaremos acerca del despido de los funcionarios públicos, de la máquina que se les ha pasado? No nos queda más que votar en contra. Y, si hubiéramos tenido los 20 votos alineados, le habríamos dicho al Ministro: “Tómese el tiempo. Dígale al Presidente que no queremos sellar un acuerdo en contra del Gobierno. Queremos sellar un acuerdo a favor de los trabajadores revisando los despidos”.



Al Ministro que venga -y este es mi compromiso- a la Comisión de Medio Ambiente, de Educación y a esta Sala, le vamos a presentar la lista completa de los despedidos y en cada intervención nuestra le expresaremos: “Ministro, deme cuenta de todos estos despedidos, dígame por qué los echó”.



Porque la verdad, Ministro, con su negativa a dialogar aquí, usted los ha despedido. Porque el que tiene la billetera es quien despide. Los Secretarios de Estado han cumplido con un mandato del Ministerio de Hacienda.



Entonces, señor Presidente, cuándo enfrentaremos el tema de los honorarios, de la grasa. Aquí hay Senadores que hablaban de “la grasa en el Estado”; de que había que eliminar lo que sobraba. No es grasa, son funcionarios que tienen familia, que lo van a pasar pésimo esta Navidad y este Año Nuevo.



Y, de verdad, espero que el Presidente Piñera recapacite, reevalúe. Confío en que así lo hará, porque no creo que sea insensible a la promesa que les hizo a los funcionarios públicos. Lamentablemente, muchos de ellos creyeron y votaron por la Derecha, a pesar de que siempre lo habían hecho por la Concertación.



Por lo tanto, señor Presidente, voto en contra de este reajuste, porque quiero dejar en claro la dignidad de los trabajadores.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el...



--(Aplausos en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Llamo la atención a las tribunas.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo ratificar lo que expresé en la sesión pasada, hace diez días, con respecto al cumplimiento del compromiso de nivelar la asignación de zonas extremas. Particularmente, sé que en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia se está estudiando una fórmula. El plazo vence el próximo 31 de diciembre y estamos más que expectantes.



También señalé las personas que han sido cesadas, desvinculadas, de su trabajo. Hoy en día, la lista entregada por el Senador Patricio Walker es más pequeña que la que se dio a conocer hace 10 días. Sin embargo, repetimos los mismos nombres, para que sea investigado caso a caso, como realmente corresponde.



A ello quisiera agregar los tres funcionarios del Ministerio de Vivienda que fueron desvinculados con anterioridad por oponerse al proyecto HidroAysén, o por haber cumplido con su función de denunciar anomalías, en este caso en el sector público Me refiero a profesionales de esta Cartera en la Región de Aysén.



En tercer lugar, le planteamos al Ministro de Hacienda que es preciso buscar una fórmula verdaderamente transparente para evaluar a los funcionarios públicos y municipales. Y la mejor es evaluarlos con sus propios dirigentes. Mientras no se establezca una tabla o un criterio distinto, esa es una manera bastante más clara.



En esta materia también deseo señalar que en el propio Congreso, en el Senado, a través de la Comisión de Gobierno, podemos alcanzar un acuerdo con los sectores público y municipal, de manera de dignificarlos, empoderarlos y hacer el trabajo como se debe, para generar las plantas que verdaderamente merece la Administración Pública en nuestro país.



Muchas gracias.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 17 votos a favor, 7 en contra, una abstención y 2 pareos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Debo señalarles a Sus Señorías que la Honorable señora Rincón, quien dejó su voto en contra, se retiró de la Sala, pero en la votación aparece como si estuviera pareada.



Consultado el Comité Demócrata Cristiano, me informó que el pareo es entre los Senadores señora Lily Pérez e Ignacio Walker.



Como se cometió un error, le pido a la Sala autorización para dejar constancia de que el voto de la Honorable señora Rincón es negativo.



Acordado.



--Se aprueba todo el articulado del proyecto, y queda despachado en particular (17 votos a favor, 8 en contra, una abstención y un pareo).


Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.



Votaron por la negativa la señora Rincón y los señores Gómez, Lagos, Letelier, Navarro, Quintana, Rossi y Ruiz-Esquide.



Se abstuvo el señor Muñoz Aburto.



No votó, por estar pareada, la señora Pérez (doña Lily).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, se han hecho una serie de observaciones, y creo necesario que me haga cargo de ellas.



Por ejemplo, algunos Honorables Senadores han hablado de la importancia del cumplimiento de los compromisos. Y yo quiero hacer mención de tres que tomé durante la discusión del reajuste del año pasado, y comentar que estos han sido cumplidos.



El primero de ellos tenía como...



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se suspende la sesión.

)-------------(



--Se suspendió a las 19:57.



--Se reanudó a las 20:9.

)----------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Continúa la sesión.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en nombre del Comité Unión Demócrata Independiente, debo expresar nuestra más profunda molestia por la forma como la Mesa ha conducido esta sesión.



La violencia a que se expuso al Senado por la debilidad de la Mesa es simplemente inexplicable.



Por muchísimo menos, cuando discutíamos el proyecto de ley antidiscriminación se expulsó de las tribunas de esta Corporación a los pastores evangélicos.



Hoy día se ha tolerado hasta la saciedad, exponiéndose a las Senadoras y a los Senadores a la grosería, a la violencia y a la agresividad de un grupo de personas, inconductas que fueron aumentando durante el desarrollo de la sesión.



Creo, señor Presidente, que usted no tiene derecho a obrar de la manera como lo hizo.



Se amenaza, amenaza y amenaza a los manifestantes, quienes saben que no los van a echar nunca.



Me parece que eso no guarda relación alguna con el decoro que merecemos los Senadores y las Senadoras.



¡Usted ha faltado a la dignidad del cargo porque ha expuesto la dignidad del Senado!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No voy a entrar a polemizar con el señor Senador. Yo estoy ejerciendo las facultades que tiene la Mesa para dirigir la sesión.



Tomaremos en cuenta en sesión de Comités sus juicios, cuando corresponda.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en nombre de Renovación Nacional, le represento mi malestar por la forma como ha conducido esta sesión



Es claro y evidente que usted tiene un doble estándar para dirigir los debates, dependiendo de si en las tribunas están unos u otros.



Las otras Mesas del Senado habidas durante los últimos 20 años aplicaron una misma tabla, un mismo rasero.



Aquí no ha ocurrido eso, señor Presidente. Usted expuso a Senadoras y a Senadores a la violencia, a que se les tiraran desde las tribunas elementos contundentes. No tomó la decisión que correspondía: solo se limitó a las amenazas. No asumió la misma actitud habida en otras oportunidades. Creo que no cumplió el Reglamento.



Además, señor Presidente, quiero recordarle algo: llevo demasiado tiempo, como Senador, esperando el informe que ustedes tienen que hacer como Mesa sobre lo que ocurrió con el Presidente de la República el 21 de mayo último, en el mismo sentido.



¡Ustedes invitaron a la gente que incita a la violencia, que agrede a la Primera Autoridad y a los Senadores!



Considero que esto va por mal camino. Y ustedes no están haciendo lo que deben hacer y a lo que los obliga el Reglamento.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Le daré la palabra al señor Ministro. Pero antes quiero dejar una constancia, porque creo que es lo que corresponde.



Hablé sobre el punto con un señor Senador -está presente aquí-, para tratar de evitar una situación cuya ocurrencia se preveía. Se formuló una sugerencia para procurar impedir lo que en definitiva sucedió: temiéndose una reacción, se dejó en manos del señor Ministro el derecho a usar de la palabra.



Solo deseo dejar constancia -no es responsabilidad del señor Ministro, ni en lo más mínimo- de que nuestro propósito era evitar una situación cuya ocurrencia se preveía, tal como se lo planteé a un señor Senador.



Es responsabilidad de la Mesa. Lo hablaremos en reunión de Comités. Pero nosotros tratamos de asegurar que no se generara el cuadro que se produjo al final, que a nadie le interesa.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, con todo respeto, quiero en primer término hacerle ver una cosa: si usted sugiere que yo no debía hablar para que la sesión pudiera concluir, me parece que eso no corresponde. Lo que corresponde es que aquí todos tengamos derecho a expresarnos y a que se nos respete como merecemos.



En segundo lugar, no creo haber dicho, en ninguna de mis intervenciones, algo ofensivo que provocara una reacción en las tribunas.



Me interesa dejar constancia de ambos aspectos.



Ahora, señor Presidente, continuaré en lo que me hallaba cuando se suspendió la sesión.



Estaba explicando que este Ministro tomó algunos compromisos el año pasado, durante la discusión del proyecto de reajuste, y que ellos se encuentran completamente cumplidos.



Primero, me comprometí, en nombre del Gobierno -porque no son compromisos personales-, a establecer un sistema para la reconsideración de las desvinculaciones.



Quiero comentar que nos reunimos con todos los Subsecretarios, y se dispuso un procedimiento de reconsideración, el cual funcionó.



En cuanto a las presentaciones de reconsideración, puedo informar de al menos 268 reincorporaciones.



Por lo tanto, el procedimiento existió; se analizaron las situaciones, y en los casos en que se juzgó que la desvinculación no era razonable, justa, en fin, se reincorporó a los afectados.



Esos 268 casos corresponden al trabajo realizado en los siguientes servicios: Subsecretaría de Relaciones Exteriores; SEGEGOB; Subsecretarías de Economía, de MIDEPLAN y de Educación; JUNJI; Subsecretarías del Trabajo, de Previsión Social, de Obras Públicas, de Salud Pública y de Redes Asistenciales; Instituto de Salud Pública; Subsecretarías de Vivienda y de Agricultura; Subdirección del SERNAM; Subdirección Nacional de Cultura; Subsecretarías de Transportes, de Telecomunicaciones, de Bienes Nacionales y del Medio Ambiente.



Ahora, las 268 reincorporaciones que efectuamos son un piso. Puede que haya más -es altamente probable, porque no hemos alcanzado a revisar todos los servicios- que las que mencioné.



Entonces, con todo lo hecho en materia de solicitudes de reconsideración y reincorporaciones, en una labor conjunta con la Ministra del Trabajo, el Gobierno cumplió lo que había planteado.



Debo expresar también, señor Presidente, que esta mañana, en sesión de la Comisión de Hacienda, adopté en representación del Gobierno el mismo compromiso: tener un sistema de reconsideración para los casos de despidos en que se hubiera cometido error, los cuales serán juzgados por los Subsecretarios. Y me voy a ocupar personalmente -o a través del Subsecretario de Hacienda- de reunirme con dichos personeros para que exista el procedimiento de reconsideración.



Se trata de algo que estamos haciendo con el mejor de los ánimos. No fue pedido, pero sí ofrecido por nosotros esta mañana. 



Eso, en primer lugar.



Me referiré en segundo término a los incentivos al retiro, señor Presidente.



Se establecieron mesas sectoriales con todos los gremios del ámbito público, y ya se llegó a acuerdo con la CONFUSAM, en representación de todo el sector de la salud municipalizada; con la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile (ASEMUCH), en representación de los trabajadores municipalizados; con el sector de salud centralizado, excepto la FENPRUSS. Con todos ellos arribamos a acuerdo.



Las mesas de trabajo continúan vigentes en materia de incentivos al retiro, y esperamos llegar a consensos con más gremios del sector público.



Pero, aun así, hemos dicho que, para los casos de los gremios con los que no sea posible el acuerdo -porque para ello debe haber voluntad de ambas partes-, el Gobierno enviará, de aquí a junio próximo, un proyecto de ley sobre incentivos al retiro.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminó el tiempo de que disponía, señor Ministro.



Tiene un minuto adicional.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Ya tenemos en el Congreso una iniciativa sobre incentivos al retiro. Entre esta semana y la siguiente arribarán los proyectos relativos a los gremios con los que llegamos a acuerdo.



Al respecto, señor Presidente, debo manifestar que esos estímulos serán compatibles con el bono poslaboral de 55 mil pesos mensuales, que reviste especial importancia para los trabajadores que ganan menos.



Además, dichos incentivos tendrán efecto retroactivo. De manera que las personas que al cumplir la edad de jubilación no contaban con una ley sobre estímulo al retiro podrán pensionarse, hoy o cuando decidan hacerlo, en el margen de la nueva legislación que apruebe el Parlamento.



Por lo tanto, segundo compromiso, cumplido. 

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señor Ministro. 



Tenemos una norma reglamentaria que regula la duración de las intervenciones. Pero puede disponer de otro minuto adicional.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Creo que estos temas son de interés. Por eso me he extendido. Y me tomaré algunos minutos más, señor Presidente, si a usted le parece.



El tercer punto se refiere a la situación del personal a honorarios.



Nosotros le presentamos a la CUT, en julio de 2011, un informe sobre el particular.



Además, dentro del Protocolo de Acuerdo a que llegamos con 11 de los 14 gremios del sector público se hallan incluidos temas como las contrataciones a honorarios y el sistema de calificaciones aplicable al personal de la Administración Pública, los cuales serán abordados en mesas sectoriales.



En ese mismo Protocolo de Acuerdo se consigna el establecimiento de mesas que abordarán las siguientes materias: igualdad de oportunidades, igualdad de remuneraciones...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Perdón, señor Ministro.



No tengo problema para extenderle el tiempo si hay asentimiento de la Sala. Lo que ocurre es que varios señores Senadores también pidieron la palabra.



Como la votación terminó, a usted le dimos tiempo adicional.



Quiero dejar sentado el inconveniente que existe.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, de manera muy breve, quiero manifestar que -como se ha planteado acá- las decisiones sobre desvinculaciones en el sector público no son centralizadas, sino que las adopta cada servicio en forma autónoma.



Aquí se pretende hacer creer que hay al respecto una suerte de orden central. Pero esto no ocurre en la realidad. 



Adicionalmente, se ha dicho que aquí se entra con un proyecto y se sale con la misma idea contenida en él; o sea, que no se escucha.



Creo que eso no es correcto. Y no lo es porque llegamos a acuerdo -insisto- con 11 de los 14 gremios del sector público.



Y quiero decir también -tengo la evidencia aquí, conmigo- que en las dos últimas oportunidades en que se llegó a acuerdo en torno al proyecto de reajuste (años 2006 y 2007) al final se salió con el mismo guarismo. Y en los casos en que se cambió el porcentaje de ingreso no hubo consenso.



Por último, señor Presidente...

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Además de otro minuto para el señor Ministro, solicito el asentimiento de la Sala al objeto de que me reemplace en la testera el Honorable señor Gómez.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Gómez, en calidad de Presidente accidental.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro, por un minuto más.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Un punto final, señor Presidente.



Aquí discutimos sobre un guarismo. A todos, incluido el Ejecutivo, nos gustaría que fuera superior. Hemos actuado de manera responsable. Incluso, se me preguntó cuáles eran las razones para determinarlo. Son las mismas que tuvieron los Gobiernos de la Concertación durante los últimos 20 años. Porque el promedio del reajuste para el sector público, en términos reales, es de 1,2 por ciento. El de ahora alcanza a 1,3 por ciento; o sea, 0,1 por ciento más.



¿Y por qué esta discusión?



Es afortunado que debatamos reajustes reales, positivos, que no solo mantengan el poder adquisitivo, sino que lo mejoren. Porque en países de Europa, especialmente, y del mundo desarrollado se están disminuyendo los salarios, aumentando las edades de jubilación, cortando fuertemente los empleos en el sector público y colocando una serie de requisitos que aquí no contemplamos.



Eso se da porque hemos sido responsables. Y la responsabilidad fiscal tiene ese pago. Tal es el beneficio de actuar en la forma descrita.



Es el fruto de la responsabilidad lo que nos tiene discutiendo un aumento de remuneraciones del sector público.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me siento aludido, porque fui quien le hizo ver al Ministro que los compromisos que asumió no se cumplieron.



Quizá tuvo la intención de cumplirlos. Porque en noviembre de 2010 dijo que en abril de este año habría una propuesta sobre contratos a honorarios y empleos a contrata. Pero hasta el momento no ha llegado. Y ya estamos en diciembre. 



Entonces, a lo mejor existió intención; pero no hubo cumplimiento.



En el caso del incentivo al retiro, también se dijo en aquella oportunidad que se instalarían las mesas sectoriales. Ahora el Ministro señala que llegó a acuerdo con algunos gremios. Pero le he respondido que tiene que darse un plazo para presentar la propuesta del Gobierno. Porque, si no, podrá seguir discutiendo con los gremios y transcurrir todo el período de la Administración actual y no va a mandar una iniciativa por no haberse llegado a un acuerdo.



En tercer lugar, en cuanto a los despidos, el señor Ministro nos expresó en la sesión anterior en que tratamos el reajuste y ahora -y la titular del Trabajo lo reiteró- que había 200 casos de reconsideración. ¡Sin embargo, el Congreso no lo sabía! ¡Y ello se registraba en relación con 4 mil 500 exoneraciones!



Lo importante hubiera sido -es lo que corresponde y lo que debiera haberse hecho en su oportunidad- que hiciera llegar, antes de remitir el proyecto que nos ocupa, la nómina de todas las reclamaciones y las resoluciones respectivas para que el Senado tuviese conocimiento de cómo se cumplió. Pero aquí se nos dice: “Hay doscientos y tantos casos”, y se nombran algunos, mas ignoramos cuántas reclamaciones se formularon y cuántas se acogieron.



Por último, quiero referirme a una cifra que el señor Ministro dio sobre el monto del reajuste, comparado con los de Gobiernos anteriores.



Tengo aquí un cuadro al respecto. En el cuatrienio 1991-1994, el reajuste real promedio fue de 4,8 por ciento; en el sexenio 1995-2000, de 2,7 por ciento; en el sexenio 2001-2006, de 1,3 por ciento; en el cuatrienio 2007-2010, de 4,8 por ciento, y en el bienio 2011-2012, de 0,3 por ciento.



Esas son las cifras, salvo que quieran desmentirme. Pero no creo que sean erróneas, porque son oficiales.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, entiendo que ya se votó.



Los que estiman que el reajuste es justo, digno, bueno, eficiente, se irán contentos de la Sala. Los que nos pronunciamos en contra mantendremos una opinión distinta.



Pero quiero decirle algo al señor Ministro.



El año pasado se contrajo un compromiso. Y como bien lo expresó mi Honorable colega Zaldívar, es preciso enterarse hoy en la Comisión de Hacienda, para el efecto de discutir el reajuste, de cómo se cumplió.



Deseo consignar, de todas maneras, que es poco consistente decir que 268 personas fueron reintegradas. Me parece bien por ellas. El año pasado se despidió a más de 8 mil. Pero lo más importante, cuando el señor Ministro da cuenta de la reincorporación, es recordarle que esta semana han sido exoneradas mil 500.



Lo que sí ayudaría, para poder apoyarlo en los esfuerzos que se supone que está haciendo, es que enviara la información, con nombre y apellidos, de qué casos fueron objeto de la medida y en qué servicios, para que cuando a uno le vengan a hacer la denuncia pueda responder: “Amigo mío, no le están contando la verdad. Fíjese que el Gobierno me acaba de dar a conocer que tuvieron lugar todas estas reconsideraciones”.



Pero lo que se observa es una persecución completa. Mañana iré al Consejo de la Cultura, porque fueron con la policía de Investigaciones a incautarle un computador a una funcionaria, con la excusa de que habría pirateado la página web del organismo, razón por la cual la nueva página web exitosa del Ministro señor Cruz-Coke fracasó a la hora de asignar los concursos públicos para el Fondo de las Artes.



¡Hasta cuándo! Esa es la verdad.



Por último, voy a pedir que se oficie, señor Presidente, para que el Gobierno informe de las reincorporaciones y de los casos que se van a revisar. Porque, como se sigue despidiendo, imagino que continuarán las revisiones.



¿Sabe para qué lo hago? Para que, cuando lleguemos a discutir el punto, por ejemplo, con ocasión del ingreso mínimo, que es determinante para el reajuste al quedar fijado con anterioridad, sepamos qué terreno estamos pisando.



Ya se fueron los Senadores señores Prokurica y Hernán Larraín. Creo que tal vez habría sido posible manejar la sesión de mejor manera. Porque no es correcto, a mi juicio, sesionar si se están tirando monedas desde arriba. Pero no acepto que el primero de esos Honorables colegas venga a afirmar que nosotros estamos trayendo la violencia. Si un grupo anduvo inflándole la cambucha a ANDHA Chile para perjudicar a la Presidenta Bachelet fue de Derecha.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Han pedido la palabra tres señores Senadores y el señor Ministro.

El señor LAGOS.- ¡Estamos trabajando...!

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Estimo deseable la mayor brevedad posible al usarla, porque nos hemos excedido del tiempo reglamentario para tratar el asunto, pero no quiero dejarlos sin expresar sus puntos de vista.



Puede intervenir el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- A propósito del asunto en análisis, señor Presidente, la señora Ministra del Trabajo nos manifestó en la sesión anterior que le enviáramos todos los antecedentes que fueran del caso. De ese modo, ella y el resto del Gobierno podrían revisar lo expuesto por el Senador señor Lagos.



Le sugiero plantear a la Sala, aunque no se reúne quórum para aprobar nada, la posibilidad de que se le hagan llegar a la Mesa todas las informaciones que obren en nuestro poder y de que se le remitan a la señora Ministra o al titular de Hacienda, con el objeto de que puedan consolidarse los mismos datos que estamos pidiendo.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.



Le solicito ser breve, por favor.

El señor NAVARRO.- Eso es siempre difícil, señor Presidente.



Le creo al señor Ministro cuando expresa que han disminuido los despidos. Solo quiero que se le pida, por su intermedio, que nos haga llegar, al menos respecto de la Región del Biobío -el Senador señor Ruiz-Esquide también la representa-, los datos sobre los reintegrados y los despedidos. No debiera existir problema en cuanto a la transparencia. Deseamos saber cuántos son los exonerados en cada Secretaría de Estado -esa información la debe de tener- y cuántos los reincorporados. Eso es lo único que hace posible concluir: “Es cierto, el Gobierno ha hecho una revisión y ha permitido el reintegro”.



Deseo conocer tales antecedentes porque los despidos en la Octava Región han sido arbitrarios, políticos, descarados. Y, en definitiva, ello va a provocar un resentimiento difícil de paliar y una situación muy grave en las familias.



Si se contara con esa información, bienvenida. Es algo que forma parte de la transparencia. Si no, la pediremos al Ministerio y recurriremos al Consejo para la Transparencia a fin de poder obtenerla, ya que es muy necesaria.



Porque, al final, la gente puede resignarse y decir: “Vamos a tener graves problemas en 2012. Nos despidieron de manera injusta, pero quiero saber si mi caso fue reconsiderado efectivamente”.



Resulta peor exonerar en forma injusta, anunciar que se va a reconsiderar el caso y no hacerlo, o sea, mentir.



A mi juicio, el Gobierno debiera entregar las cifras de un modo transparente y los nombres de los despedidos y los reincorporados, Región por Región.



Al menos, es lo que espero.



¡Nueva Constitución, ahora, señor Presidente!

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Seré muy breve, señor Presidente. 



Dado que el Senador señor Zaldívar refutó una cifra que entregué, quisiera consignar que aquellas que Su Señoría expuso no corresponden a la realidad y que las correctas son las que he mencionado.



Y voy a hacer llegar una tabla sobre el particular.



Porque, claro, no es posible tomar cualquier inflación: el período es de octubre a octubre. Ello refleja el incremento, en términos reales, del reajuste. La cifra correspondiente a ese lapso es la que hemos utilizado para comparar, por ser la que se conoce al momento de ingresar el proyecto al Congreso.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor NAVARRO.- ¿Quién dice la verdad? Estamos todos confundidos.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, me parece importantísimo despejar las dudas técnicas. Porque también es bueno consignar que el Gobierno cambió los criterios de medición de estos datos. Pero creo que carece de sentido profundizar ahora en el debate. Hay cifras distintas.



Solicité la palabra a propósito de lo manifestado por el Senador señor Lagos en el sentido de que la sesión se pudo haber manejado mejor. Así es. Y quisiera expresar mi solidaridad a las bancadas de enfrente, porque rechazo las agresiones provenientes de algunas personas que se encontraban en las tribunas.

El señor NAVARRO.- De algunas.

El señor QUINTANA.- Por cierto. Fue un grupo muy reducido el que tiró monedas y otros objetos. Claramente, eso desvirtúa una sesión que debe ser conducida dándoles garantías de poder expresarse, por cierto, a todos los Senadores.



Seguidamente, quisiera referirme también a algo que me llamó la atención en el debate, a propósito de lo que aseveró el señor Ministro en orden a que han sido revisados y reconsiderados algunos casos.



Me parece que tal vez nos habría ahorrado gran parte de la discusión sobre los despidos el que se hubiera contado con algún instructivo. Este se podría haber materializado por escrito, formalmente, cuando el Gobierno se comprometió en la materia. Puede que se haya dictado. Por mi parte, no lo he visto. Y le pido al Gobierno responder si les fue impartido uno a los Subsecretarios, quienes tenían la responsabilidad de verificar casos y apelaciones. Entiendo que no existió.



Y lo siguiente que me llama la atención se relaciona con el hecho de que un señor Senador expuso que en su Región se registraba una determinada cantidad de despidos. El Honorable señor Horvath hizo presente que ello cambió y que los casos se reconsideraron. Me alegro de la gestión efectuada por ambos señores Senadores representantes de esa circunscripción.



Por mi parte, sin embargo, puedo reclamar lo mismo para La Araucanía. No daré ningún nombre en particular, porque, como lo dije el otro día, hacerlo es para que una persona quede prácticamente en la categoría de enemiga de la patria. Estimo que la situación es igualmente dolorosa para los 260 despedidos en esa Región. Entonces, le pido al señor Ministro -por su intermedio, señor Presidente- que, así como se hizo una revisión especial para Aysén, se aplique en tal caso exactamente el mismo criterio.



Se encuentra presente el Senador señor García, representante también de la Novena Región.



Todos sabemos que los despidos fueron masivos en INDAP, en CONADI, entre otros organismos de la zona. ¿Por qué lo que se pudo hacer respecto de Aysén -me alegro de ello- no se extiende al resto del país? Creo que ello despejaría muchas dudas planteadas hoy día por los señores Senadores.



Lo otro sería un trato diferenciado, el cual me parece que complica las cosas.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo deseaba exponer que se habían empezado a revisar casos. Y como lo manifestó el propio señor Ministro, es algo que se está haciendo en todas las Secretarías de Estado.



Lo que no quiero dejar pasar es lo afirmado por el Senador señor Navarro en el sentido de que se estaba comprando, con un maletín de dinero, el voto de Diputados. Eso no se puede afirmar al calor de una discusión. No deseo calificarlo de grave ni de gravísimo: es algo impensado en Chile.



Por lo tanto, quisiera contar con todos esos antecedentes para poder revisarlos, ante el peso propio de la denuncia.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- No hay quórum para adoptar acuerdos. En consecuencia, sería importante que el señor Ministro nos hiciera llegar la información solicitada. Si no, esta se pedirá igualmente en otra sesión.



Habiéndose despachado el proyecto, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:37.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A N E X O S
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PROYECTO DE LEY QUE OTORGA REAJUSTE DE REMUNERACIONES A LOS TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO, CONCEDE AGUINALDOS QUE SEÑALA Y OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(8067-05)


Oficio Nº 9845 


VALPARAÍSO, 30 de noviembre de 2011


Con motivo del Mensaje, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8067-05.

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Increméntase en $3.213.600.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2011. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2011.

Artículo 2°.- Sustitúyense, a partir del 1 de enero del año 2012, los montos de "$223.565”, “$253.538” y “$272.713”, a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.429, por “$234.743”, “$266.215” y “$286.349”, respectivamente.

Artículo 3°.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2012, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $194.243 trimestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.

En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.

Artículo 4°.- Establécese, a contar del día 1 de enero de 2012, una bonificación especial de carácter permanente para los profesionales y técnicos, sean de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública, que laboren directamente en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos.

Para tener derecho a la bonificación, los funcionarios que cumplan con las condiciones establecidas en el inciso anterior deberán ser individualizados mediante una o más resoluciones del Director del Instituto de Salud Pública.

La bonificación ascenderá a un monto mensual  de  $165.000  para  los  profesionales  y  de  $60.000 para los técnicos. Será imponible para fines de pensiones y salud, no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración y será incompatible con la bonificación a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.209.

La bonificación especial se podrá conceder a un máximo de diez profesionales y de diez técnicos. Será reajustable conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo … de la presente ley. 

Artículo 5°.- Establécese que la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 30 de la ley N° 20.313 al personal asistente de la educación, que actualmente se encuentre en funciones, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1° de la ley N° 20.486. 

Asimismo, la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 3° de la ley N° 20.250, aplicable al personal regido por la ley N° 19.378, sobre Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1°de la ley N° 20.486. 

Artículo 6°.- Establécese que las bonificaciones señaladas en los artículos 29 y 30 de la ley N°20.313, 13 de la ley N° 20.212, y 3° de la ley N°20.250, se reajustarán en lo sucesivo, conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo … de la presente ley. 

Con todo, respecto de la provincia de Chiloé, fíjanse los siguientes montos para las bonificaciones que establecen las leyes que en cada caso se indican, para los años que se señalan:



             Año 2012
  Año 2013
  Año 2014  
Año 2015

Ley N°20.313
  121.575
  133.150   
144.725
   156.300

Artículo 30


Ley N°20.198
  109.410
  152.040
   140.670  
 156.300

Ley N°20.250
  109.410
  125.040   140.670   
156.300

A contar del año 2016, se aplicará la norma de reajustabilidad del inciso primero de este artículo. 
Artículo 7°.- Prorrógase para el año 2012 el artículo segundo transitorio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, respecto del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente que haya ingresado a prestar servicios durante el segundo semestre de 2011.

Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos …, …, … y … de la presente ley, un bono especial no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2011, y cuyo monto será de $230.000 para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $600.000, y de $115.000 para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.830.308. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo … de la presente ley.
Artículo 9°.- El mayor gasto que represente en el año 2011 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.

El gasto que irrogue durante el año 2012 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos …, …, …, … y … de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2012, y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2012. Todo lo anterior podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Presidente Accidental de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE LETONIA SOBRE EXENCIÓN DEL REQUISITO DE VISA PARA LOS TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, OFICIALES Y DE SERVICIO”

(7726-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 10 de mayo de 2011, con urgencia calificada de “suma”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 6 de septiembre de 2011, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.-  El Ejecutivo señala que este Convenio, que constituye una excepción a la legislación de extranjería vigente en Chile, contenida en el decreto ley N° 1094, de 1975 y en el decreto supremo N° 597, de 1984, ambos del Ministerio del Interior, encuentra su plena justificación en el interés de ambas Partes de estrechar los lazos de amistad existente entre los dos países.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 15 de junio de 2011, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 21 de junio de 2011 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 1 de septiembre de 2011, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (69 votos).


4. Instrumento Internacional.- El presente Convenio consta de un preámbulo y 9 artículos.





El artículo 1 dispone que los nacionales de ambas Partes Contratantes, que sean titulares de pasaportes diplomáticos y de servicios válidos emitidos por la República de Letonia o por la República de Chile, según sea el caso, podrán ingresar al territorio del otro país en múltiples oportunidades y permanecer en él por un período no superior a noventa (90) días durante medio año sin obtener visa. Este período podrá ser renovado por las autoridades competentes de cada país, sin embargo, la permanencia original y la renovación no podrán exceder de seis meses dentro de un año.





A su vez, el artículo 2 establece que los titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y de servicio de cualquiera de las Partes destinados a una Misión Diplomática o Representación Consular, podrán ingresar, permanecer en el territorio de la otra Parte y salir de él sin necesidad de visa mientras dure su destinación. Asimismo, se aplicará una regla similar a los miembros de las familias de dichos funcionarios, siempre que posean pasaportes diplomáticos, oficiales o de servicios válidos.





El artículo 3 prevé que la exención del requisito de visa no libera a los titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y de servicio de cualquiera de las Partes de la obligación de respetar las leyes y reglamentos vigentes dentro del territorio de la otra Parte.





Por su parte, el artículo 4 dispone que las Partes se reservan el derecho a negar el ingreso a su territorio o poner término a la permanencia de los titulares de pasaportes diplomáticos, oficiales y de servicio de la otra Parte en caso que la persona sea considerada indeseable.





El artículo 5 expresa que las Partes intercambiarán, por la vía diplomática, modelos de sus pasaportes especificados en el artículo 1 de este Convenio, con al menos treinta días de anticipación a la entrada en vigor de este instrumento. En caso que una de las Partes modifique los pasaportes ya establecidos o introduzca nuevos documentos de viaje, deberá enviar a la otra Parte un modelo del nuevo documento de viaje por la vía diplomática con a lo menos treinta días antes de su introducción.





A continuación, el artículo 6 determina la duración del Convenio, estableciendo que será indefinido, sin perjuicio de lo cual, cualquiera de las Partes podrá ponerle término dando aviso por escrito, por la vía diplomática, con a lo menos noventa días de anticipación.





El artículo 7 norma que en caso de surgimiento de cualquier diferencia en la implementación o aplicación del presente Convenio, estipulando al efecto que las Partes la resolverán mediante negociaciones o por consultas diplomáticas.





Luego, el artículo 8 determina que el presente Convenio podrá ser modificado mediante acuerdo mutuo por escrito, entre las Partes.





Finalmente, el artículo 9 establece que la entrada en vigor del Convenio regirá sesenta días después de la fecha de la última notificación por escrito por la vía diplomática, en que las Partes se comuniquen el cumplimiento de las formalidades internas para su entrada en vigor.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.



El Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo, informó que este proyecto permitirá un trámite más expedito para los viajes oficiales entre ambos países. Explicó que tiene por fin acrecentar los lazos de amistad entre Chile y Letonia.


La Comisión, teniendo presente que se trata de un Convenio tipo y que permitirá facilitar los desplazamientos entre ambos  países, acordó aprobarlo.


Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Pizarro y Tuma.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Letonia sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York el 23 de septiembre de 2010.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 29 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Carlos Kuschel Silva y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 29 de noviembre de 2011.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL REINO DE ESPAÑA SOBRE LA PARTICIPACIÓN EN LAS ELECCIONES MUNICIPALES DE LOS NACIONALES DE CADA PAÍS RESIDENTES EN EL TERRITORIO DEL OTRO”

(7584-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 7 de febrero de 2011, con urgencia calificada de “suma”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 6 de septiembre de 2011, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala que este instrumento internacional tienen por objeto materializar la reciprocidad entre ambos Estados en materia de votaciones en elecciones municipales, a objeto de lograr que los chilenos en España puedan votar en las elecciones municipales de ese país, tal como lo hacen los ciudadanos españoles en las elecciones chilenas, de conformidad con el artículo 14 inciso 1° de la Constitución Política, que otorga el derecho a sufragio a los extranjeros en Chile.


Hace presente el Mensaje que la Constitución española establece que los beneficiados con el derecho a voto sólo pueden ser los ciudadanos de aquellos Estados con los que España tenga firmado acuerdos de reciprocidad, condición que se cumple, por ejemplo, con todos los países de la Unión Europea.
3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 7 de abril de 2011, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 7 de junio de 2011 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 1 de septiembre de 2011, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (73 votos).

4.- Instrumento Internacional.- El presente Acuerdo consta de un Preámbulo y seis numerales, que conforman su cuerpo principal y que regula las condiciones y mecanismos para que se otorguen las autorizaciones que el mismo prevé, y sus respectivos Anexos.

En el Preámbulo las Partes declaran el deseo de fortalecer los vínculos entre ambos países, lo que unido al incremento de las migraciones hace necesario concluir un Acuerdo que aumente la integración a través de una mayor participación social y política en los respectivos lugares de residencia para los chilenos y españoles, particularmente en las elecciones municipales.

Se establece que el Gobierno español solicita del Gobierno de Chile que, de acuerdo con su legislación, los ciudadanos españoles tengan el derecho de voto en las elecciones municipales de Chile, lo que sucede en la actualidad en nuestro país.

Se prevé que el Gobierno español, de conformidad a lo dispuesto en la Constitución y en la legislación aplicable, reconocerá a los ciudadanos de la República de Chile el derecho de voto en las elecciones municipales españolas, ello como consecuencia de la reciprocidad que se establece en este instrumento.

Se señalan las condiciones para el ejercicio del derecho a voto por los ciudadanos chilenos en las elecciones municipales españolas figuran en el Anexo de la Nota de España.

Dispone que siempre y cuando el derecho de voto reconocido en este Acuerdo sea mantenido, ambas partes se reservan el derecho a modificar las leyes y condiciones antes mencionadas, las que se informarán por vía diplomática.

Regula la entrada en vigor del Acuerdo, estipulando al efecto que éste regirá el primer día del mes siguiente a aquél en que las Partes se hayan notificado recíprocamente, por vía diplomática, el cumplimiento de los requisitos constitucionales para la entrada en vigor del mismo.

La denuncia, mecanismo de terminación unilateral, se formaliza por escrito, vía diplomática y surtirá efecto 30 días a partir de la fecha en que la otra Parte reciba la notificación de denuncia.

Se contemplan las condiciones que deben cumplir tanto los chilenos con residencia en España como los españoles con residencia en Chile para poder votar en las elecciones municipales en uno u otro país.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.


El Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo, señaló que el proyecto en estudio permitirá que nuestros nacionales puedan participar en los procesos eleccionarios municipales españoles. Añadió que ello será posible como consecuencia de la reciprocidad que se establece en el Acuerdo.


Agregó que, en la actualidad, los ciudadanos españoles, de conformidad al artículo 14, inciso primero, de la Carta Fundamental, pueden ejercer el derecho a sufragio en el país, en los casos y forma que determine la ley.


La Comisión teniendo presente que el Acuerdo en estudio beneficia a nuestros connacionales radicados en España, acordó aprobarlo.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Pizarro y Tuma.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y el Reino de España sobre la Participación en las Elecciones Municipales de los Nacionales de cada País Residente en el Territorio del Otro”, adoptado por canje de Notas, fechadas el 12 de mayo de 2009 en Madrid y Santiago, respectivamente.”.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 29 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Carlos Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 29 de noviembre de 2011.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL PROTOCOLO ADICIONAL AL TRATADO CONSTITUTIVO DE UNASUR SOBRE COMPROMISO CON LA DEMOCRACIA

(7754-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 12 de abril de 2011, con urgencia calificada de “suma”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 11 de octubre de 2011, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

c) Tratado de Constitutivo de la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), promulgado por decreto supremo Nº 63, de 20 de abril de 2011, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de 5 de septiembre de 2011.

2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.-  El Ejecutivo señala que la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR) fue creada por su Tratado Constitutivo, suscrito, en Brasilia, el 23 de mayo de 2008. Añade que dicho instrumento internacional vino a fortalecer la relación existente entre los Estados que integran América del Sur, pues mediante la integración se podrá desarrollar la política, la economía, la cultura y la paz social en la región.

Posteriormente, con ocasión de la Reunión Extraordinaria de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno de UNASUR, celebrada en Buenos Aires el 1º de octubre de 2010, se concordó una Declaración que aludía a la situación producida en Ecuador, y, específicamente, en su numeral 6, se acordó adoptar en la IV Cumbre Ordinaria de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno a celebrarse el 26 de noviembre de 2010, en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, un Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR, con el objeto de aportar medidas concretas para mantener la institucionalidad democrática.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 5 de julio de 2011, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 12 de julio de 2011 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 6 de octubre de 2011, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 77 votos a favor, ninguno en contra y una abstención.


4. Instrumento Internacional.- El Protocolo consta de un Preámbulo y 9 artículos.


El Preámbulo sintetiza las consideraciones que tuvieron en cuenta los Estados Partes de UNASUR para suscribir dicho Protocolo Adicional, entre ellas la importancia de las instituciones democráticas y el respeto irrestricto que se debe tener a los derechos humanos, entendiendo que estas nociones son esenciales para la construcción de un futuro común de paz y prosperidad económica y social, como para el desarrollo de los procesos de integración entre los Estados miembros y, asimismo, su compromiso en la promoción, defensa y protección del orden democrático de los Estados de Derecho y sus respectivas instituciones.

El artículo 1 establece el ámbito de aplicación, consignando que se deberá aplicar en caso de “ruptura o amenaza del orden democrático, de una violación al orden constitucional o de cualquier situación que ponga en riesgo el legítimo ejercicio del poder y la vigencia de los valores y  principios democráticos.”.


Luego, el artículo 2 señala el mecanismo que se activará en el caso que se produzca una de las situaciones señaladas precedentemente, cual es que la Presidencia Pro Tempore podrá, de oficio o a solicitud del Estado afectado o de otro Estado miembro de UNASUR, convocar a una sesión extraordinaria al Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno o, en su defecto, el Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores.


El artículo 3 dispone que las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno o, en su defecto, las Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores, reunidos en sesión extraordinaria, consideraran, en forma consensuada, la naturaleza y el alcance de las medidas a aplicar, respetando la soberanía e integridad territorial del Estado afectado.


A su vez, el artículo 4 consigna las medidas que puede adoptar el Consejo de Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno o, en su defecto, el Consejo de Ministras y Ministros de Relaciones Exteriores en caso de ruptura o amenaza del orden democrático, entre otras: a) la suspensión del derecho a participar en los distintos órganos, e instancias de UNASUR, así como el goce de los derechos y beneficios conforme al Tratado Constitutivo de UNASUR; b) el cierre parcial o total de las fronteras terrestres, incluyendo la suspensión y/o limitación del comercio, tráfico aéreo y marítimo, comunicaciones, provisión de energía, servicios y suministros; c) promover la suspensión del Estado afectado en el ámbito de otras organizaciones regionales e internacionales; y d) promover, ante terceros países y/o bloques regionales, la suspensión de los derechos y/o beneficios del Estado afectado, derivados de los acuerdos de cooperación de los que fueran parte, y e) la adopción de sanciones políticas y diplomáticas adicionales.


El artículo 5 otorga la facultad, además de las ya señaladas precedentemente, al Consejo de Jefas y Jefes de Estado y Gobierno, o en su defecto, el Consejo de Ministras y Ministros para interponer sus buenos oficios y realizar gestiones diplomáticas con el objeto de promover el restablecimiento de la democracia en el país afectado. Estas acciones se deben realizar en forma coordinada con las que se efectúen en aplicación de otros instrumentos internacionales, sobre la defensa de la democracia.


Por su parte, el artículo 6 establece que cuando el gobierno constitucional de un Estado miembro, estime que exista una amenaza de ruptura o alteración de su orden democrático que lo afecte gravemente, podrá recurrir al Consejo de Jefas y Jefes de Estado y Gobierno, o en su defecto, el Consejo de Ministras y Ministros con el fin de requerir acciones concretas de cooperación y pronunciamiento por parte de UNASUR para la defensa y preservación del orden democrático vigente.


El artículo 7 norma que las medidas aplicadas al Estado afectado, cesarán a partir de la fecha de comunicación a dicho Estado del acuerdo de los demás Estados que adoptaron las medidas aplicadas, una vez verificado el pleno restablecimiento del orden democrático constitucional.


A continuación, el artículo 8 dispone que el Protocolo Adicional forma parte integrante del Tratado Constitutivo de UNASUR y que éste entrará en vigor treinta días después de la fecha de recepción del noveno instrumento de ratificación. Asimismo se dispone que el Gobierno de la República de Ecuador será el depositario del Protocolo Adicional.


Por último, el artículo 9 señala que el Protocolo Adicional debe ser registrado en la Secretaría General de la Organización de las Naciones Unidas.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.


El Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo, expresó que el Tratado Constitutivo de UNASUR no explicitó una cláusula que relevara la protección del sistema democrático. Por esa razón, se hizo necesario este Protocolo Adicional.


Explicó que, a semejanza de otros instrumentos internacionales que protegen el sistema democrático, tendrá aplicación en caso de ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático. Añadió que, en ambos casos, el Consejo de Jefes de Estado o el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, se reunirán en forma extraordinaria para conocer del asunto, tanto de oficio como a petición del Estado afectado o de un tercer Estado.


Agregó el señor Arévalo que, la adopción de medidas y sanciones a tomar, debe ser consensuada y puede traducirse, en caso de ruptura del orden democrático, en la suspensión de participación en distintos órganos o instancias de UNASUR; cierre, parcial o total, de las fronteras terrestres, incluyendo la suspensión o limitación del comercio o tráfico aéreo; promover la suspensión del Estado afectado en el ámbito de otras organizaciones regionales o internacionales; promover ante terceros países o bloques regionales la suspensión de los derechos o beneficios del Estado afectado y adopción de sanciones políticas o diplomáticas adicionales. Añadió que, además, el Consejo de Jefes de Estado podrá también interponer buenos oficios o realizar gestiones diplomáticas tendientes a restablecer el orden quebrantado. Indicó que en el caso particular de amenaza de ruptura, el gobierno constitucional del Estado afectado por la amenaza puede convocar al Consejo de Jefes de Estado a fin de que se adopten medidas destinadas a prevenir o evitar la ruptura.


Finalmente, el señor Arévalo señaló que este Protocolo Adicional ha sido ratificado por tres países, y que se requieren nueve para entrar en vigencia.


A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, recordó que cuando se discutió el Tratado de UNASUR en el Senado, se pidió al Ejecutivo que negociara la inclusión de una cláusula democrática en el mismo. Añadió que, sin embargo, el Protocolo no le satisface totalmente, pues no se incluye en su articulado el respeto a los derechos humanos, tal como se establece en su preámbulo.


Agregó que la intervención de este organismo también debería producirse cuando se producen violaciones sistemáticas a los derechos humanos, y no sólo en eventos de ruptura o amenazas de ruptura del sistema democrático.


Por su parte, el Honorable Senador señor Tuma señaló que la cláusula de protección del régimen democrático constituye un avance. Sin embargo, advirtió que, a similitud de lo que ocurre en la Organización de Naciones Unidas, para preservar la democracia se constituyen órganos antidemocráticos en su estructura orgánica, pues se necesita de la unanimidad para adoptar resoluciones, por tanto, el veto de cualquier miembro inhibe la adopción de resoluciones, lo que podría producir un efecto claramente paralizador dentro del referido organismo internacional.


A su vez, el Honorable Senador señor Pizarro coincidió en la necesidad de incluir expresamente la protección de los derechos humanos en el artículo 1°, como hipótesis normativa dentro del ámbito de ejercicio de atribuciones del organismo internacional.


Afirmó, con respecto a la unanimidad, que es la forma más adecuada para adoptar decisiones, a fin de que éstas no respondan a intereses de determinados países, lo que, en su opinión, otorga mayor consistencia a las decisiones que se adopten, como elemento de protección contra ciertas minorías.


El Honorable Senador señor Larraín concordó con el Honorable Senador señor Pizarro, respecto de las reglas de consenso establecidas. Además, indicó que en el evento que sea el propio gobierno del Estado requerido quien amenace con la ruptura del régimen democrático, exista la posibilidad de que un tercer Estado pueda solicitar la intervención de los organismos competentes.



Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Pizarro y Tuma.

----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Adicional al Tratado Constitutivo de UNASUR sobre Compromiso con la Democracia, suscrito en Georgetown, República Cooperativa de Guyana, el 26 de noviembre de 2010.”.
----------





Acordado en sesión celebrada el día 29 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Carlos Kuschel Silva y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 29 de noviembre de 2011.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo

Secretario

5

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL ACUERDO RELATIVO AL DESEMPEÑO DE ACTIVIDADES REMUNERADAS POR PARTE DE FAMILIARES DEPENDIENTES DE SUS FUNCIONARIOS EN CHILE ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO (BID)

(7755-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 14 de febrero de 2011, con urgencia calificada de “suma”.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 11 de octubre de 2011, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.


2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala que el Acuerdo relativo al desempeño de actividades remuneradas por parte de familiares dependientes de funcionarios del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), viene a sumarse a otros instrumentos de igual naturaleza que Chile ha celebrado con distintos Organismos Internacionales con sede en nuestro país, a fin de facilitar el desarrollo de actividades remuneradas por parte de familiares dependientes de estos funcionarios del BID, permitiéndose así que los mismos puedan insertarse en plenitud a la sociedad chilena.


3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 5 de julio de 2011, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 12 de julio de 2011 y aprobó, por la unanimidad de los miembros presentes, el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 6 de octubre de 2011, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 77 votos a favor y 1 abstención.


4.- Instrumento Internacional.- El Tratado se estructura sobre la base de 6 artículos, que se reseñan a continuación.





El artículo I, en su numeral primero, establece que los familiares dependientes de los funcionarios internacionales del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), que se encuentren acreditados ante el Gobierno chileno, podrán ejercer actividades remuneradas en iguales condiciones y requisitos  que los nacionales chilenos. A su vez, el numeral segundo define qué ha de entenderse por “funcionarios internacionales del BID”, indicando, para esos efectos, que dicha denominación corresponde a cualquier funcionario del BID que no tiene ni la nacionalidad ni residencia en Chile.


Luego, el numeral tercero precisa a quiénes se considera como familiares dependientes, siendo estos: i) el cónyuge; ii) los hijos solteros menores de 12 años; iii) los hijos solteros menores de 25 años que estén cursando estudios de tiempo completo, en las universidades o centros de estudios superiores reconocidos por la República de Chile; y iv) los hijos solteros con discapacidades físicas.


Seguidamente, el cuarto numeral prevé que el presente Acuerdo no implicará reconocimiento de títulos profesionales o grados académicos de ninguna especie.


Finalmente, el quinto numeral dispone que la solicitud de autorización podrá ser negada cuando la actividad de que se trate ponga en peligro la seguridad nacional o exista prohibición de la misma declarada por ley.


Por su parte, el artículo II regula el procedimiento para acceder al beneficio de ejercer una actividad remunerada. Al respecto, señala que se encuentra subordinado a una autorización expedida por el Ministerio de Relaciones Exteriores, previa solicitud del BID.


El artículo III consigna que el familiar dependiente que desarrolle actividades remuneradas deberá someterse a la legislación nacional aplicable en materia tributaria, laboral y de seguridad social, toda vez que esta clase de instrumentos no exime de ella.


A su vez, el artículo IV dispone que los familiares dependientes que desarrollen actividades remuneradas amparadas por el presente Acuerdo no gozarán de inmunidad de jurisdicción penal, civil, laboral ni administrativa, frente a las acciones que puedan deducirse en su contra por los actos o contratos relacionados con dicha actividad.


El artículo V indica que en caso de producirse controversias entre las Partes, concernientes a la interpretación o aplicación de este Acuerdo, ellas deberán resolverse mediante negociaciones o por algún otro medio convenido por éstas.


Por último, el artículo VI contiene las disposiciones finales relativas a la entrada en vigor, señalando que su vigencia comenzará tres meses después de que el Gobierno de Chile comunique por escrito al BID que el Acuerdo ha cumplido los trámites jurídicos internos, y a la duración del mismo, que será indefinida.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Tuma colocó en discusión el proyecto.


El Director (s) de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo, expresó que este Acuerdo permite a un número reducido de funcionarios solicitar que sus familiares dependientes puedan ejercer actividades remuneradas en el país.


Agregó que es un convenio tipo, similar al recientemente aprobado con Suiza.


La Comisión estimó conveniente aprobar el proyecto, toda vez que beneficia a una cantidad limitada de personas. Hizo presente que, en todo caso, este instrumento internacional favorece sólo a os los familiares de una de las partes signatarias, cual es el Banco Interamericano de Desarrollo.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Pizarro y Tuma.

----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) relativo al Desempeño de Actividades Remuneradas por Parte de Familiares Dependientes de sus Funcionarios en Chile”, suscrito en Santiago, el 6 de enero de 2011.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 29 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eugenio Tuma Zedán (Presidente), Carlos Kuschel Silva, Hernán Larraín Fernández y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 29 de noviembre de 2011.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.885, CON EL OBJETO DE FOMENTAR LAS DONACIONES Y SIMPLIFICAR SUS PROCEDIMIENTOS

(7953-05)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en calidad de invitados las siguientes personas:
Del Ministerio de Hacienda, los asesores  señoras Victoria Reyes y Bernardita Bulnes, el asesor señor Jaime Salas.

Del Ministerio de Planificación, la abogada señora Angélica Zegers.

De la Fundación Desafío Levantemos Chile, las asesoras, señoras Isabel Díaz y Ana María Zaldívar.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Adecuar las leyes N° 19.885 y 20.444, en materia de donaciones, de manera que puedan cumplir de mejor manera el objetivo para el cual fueron diseñadas, en el ámbito de los fines sociales y de la reconstrucción, respectivamente. 

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 16.282 que fija disposiciones para casos de sismos o catástrofes, establece normas para la reconstrucción de la zona afectada por el sismo de 28 de marzo de 1965 y modifica la ley N° 16.250.

- La ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos.

- La ley N° 20.316 que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios.

- La ley N° 20.444 que crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo tributario a las donaciones efectuadas en caso de catástrofe.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje sostiene que las actividades de interés social y de interés público son una responsabilidad compartida entre el Estado y la ciudadanía, por lo que se ha fomentado históricamente en Chile la entrega desinteresada de ayuda a quienes más lo necesitan por parte de la sociedad civil, por intermedio de diversos instrumentos de cooperación entre el sector público y el sector privado, siendo uno de los más tradicionales el incentivo a las donaciones en materias meritorias de interés público, mediante el otorgamiento de beneficios tributarios, esto es, mediante mecanismos de democracia tributaria. Así, existen hoy en el país diversos cuerpos legales que otorgan beneficios tributarios a las donaciones que se destinan a diversos fines de interés público o social, tales como la reconstrucción, educación, superación de la pobreza, cultura, fomento del deporte y otros.

Indica que una de esas leyes es la Nº 19.885, de 2003, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos, modificada por la ley Nº 20.316, de 2009, debido a que el modelo de donaciones consagrado en ella presentaba dificultades tales que la aplicación práctica de los incentivos tributarios allí establecidos y el uso de los mecanismos incluidos en dicho cuerpo legal habían sido prácticamente nulos. 

En efecto, uno de los principales fines que se pretendía alcanzar con el modelo de donaciones contemplado en la ley N° 19.885, era facilitar el acceso a fuentes de financiamiento para aquellas fundaciones y corporaciones sin fines de lucro que no cuentan con redes de donantes y que requieren un presupuesto pequeño para sus operaciones. Al efecto, la estructura de incentivos tributarios contenida en la ley fue diseñada para otorgar mayores prerrogativas tratándose de donaciones inferiores a 1.000 unidades tributarias mensuales, reduciéndose para donaciones de montos mayores. Sin embargo, la ley no ha cumplido en este aspecto el objetivo para el cual fue modificada el año 2009, toda vez que, de acuerdo con la redacción vigente, se ha interpretado que cualquiera sea el monto de la donación, en caso de superarse los límites establecidos en la ley, el total del desembolso queda sujeto al beneficio tributario reducido, y no sólo la parte que exceda el límite señalado.

Por otra parte, determinados requisitos que se incluyeron a fin de lograr una mejor distribución de las donaciones entre las fundaciones y corporaciones sin fines de lucro de menor tamaño, han redundado en la práctica en significativas trabas, tanto para los donantes como para dichas instituciones, que en definitiva han restringido considerablemente sus posibilidades de financiamiento. Así por ejemplo, la exigencia de que, para gozar de los beneficios tributarios, las donaciones de monto inferior a 1.000 UTM sean destinadas a lo menos a dos instituciones distintas, sin que una parte de ellas pueda superar el equivalente a 700 UTM, ha llevado a que en la práctica no se done a ninguna institución, o bien, se donen 700 UTM a la institución que se quiere beneficiar y una pequeña cantidad a cualquiera otra, solamente para cumplir el requisito legal. Ello se explica porque muchas veces se tiene interés en donar a una institución conocida, pero para hacer uso del beneficio tributario se debe favorecer a otra que no se conoce suficientemente como para confiar en que el dinero donado será bien utilizado, lo que redunda en trabas para la institución que sí se conoce y que ha hecho el trabajo de dar a conocer su labor social a los donantes.

Otro aspecto que ha influido en la disminución del apoyo a las fundaciones y corporaciones más pequeñas es la interpretación de que todas las donaciones por monto inferior a 1.000 UTM, efectuadas a beneficiarios distintos, constituyen una única donación, en circunstancias que el fin perseguido por la ley era que todas las donaciones hechas a un mismo beneficiario se consideraran una única donación para efectos de determinar el límite de 1.000 UTM.

Por otra parte, habiendo transcurrido varios años desde que la ley N° 19.885 entrara en vigor, el Gobierno se manifiesta convencido de que la institucionalidad ha madurado y puede asegurar un correcto uso de los beneficios tributarios en forma eficiente. Sin embargo, para dar un verdadero impulso a la colaboración del sector privado, urge avanzar en hacer más accesible a la ciudadanía las normas que regulan esta materia. Al mismo tiempo, tiene la creencia de que el mejor incentivo para aumentar las donaciones es incrementar la confianza en el sistema y acercar la ley a los donantes, pero sobre todo a las organizaciones, que son en definitiva los beneficiarios directos de esta institucionalidad. Y como a su vez la confianza demanda transparencia, propone eliminar aquellas normas que resguardan con secreto la información relativa al donante y al donatario, al monto de las donaciones y a las instituciones beneficiarias, por nombrar algunas, haciéndola pública y accesible.

Asimismo, se proponen modificaciones que tienen como objetivo facilitar y simplificar el trámite de las donaciones, tanto para los donantes como para las instituciones beneficiarias. Al efecto, se traspasa la carga administrativa que conlleva toda donación desde el donante a las instituciones beneficiarias, radicando en éstas el deber de entregar la información necesaria para mantener un adecuado control del buen uso de las donaciones con fines sociales. 

Parte de las modificaciones planteadas tienen también por objeto incluir, como potenciales donatarias, a fundaciones y corporaciones sin fines de lucro que, en razón de determinadas restricciones contenidas en la ley, se encuentran actualmente excluidas. 

Finalmente, la ley contempla ciertos límites a los proyectos susceptibles de ser financiados con los mecanismos establecidos en ella, que en definitiva restringen el desarrollo de iniciativas que pueden contribuir sustancialmente a superar la pobreza o al desarrollo de personas con discapacidad. Dentro de esos límites se cuenta el hecho de que los proyectos deben tener una duración no inferior a seis meses ni superior a tres años. 

Por las razones anotadas, resulta imperativo para el Ejecutivo corregir ciertos aspectos puntuales que por diversas razones han desalentado o impedido la materialización de muchas donaciones en materia de superación de la pobreza, ayuda a personas con discapacidad o prevención y rehabilitación de adicciones a drogas y alcohol.

Otro cuerpo legal destacado en lo que atañe al fomento de las donaciones con fines de interés público, es la ley N° 20.444, que crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo tributario a las donaciones en caso de catástrofe, que fuera rápidamente aprobada y despachada por el Congreso el año pasado, a pocos días de ocurrido el terremoto y maremoto que afectó a la zona central de Chile.

Durante el año 2010, fueron cuantiosos los recursos que múltiples personas y empresas aportaron para la reconstrucción del país por la vía de donaciones, principalmente a través de las leyes Nºs 20.444 y 16.282, atendiendo a las necesidades de personas, familias, comunidades o localidades completas. En efecto, al mes de septiembre de 2011, se han registrado donaciones al Fondo Nacional de la Reconstrucción por un monto superior a $ 9.200 millones, para financiar diversas obras de reconstrucción. Asimismo, existe en la actualidad un portafolio de aproximadamente 225 obras específicas que han sido postuladas al Ministerio de Hacienda con el objeto de ser financiadas con donaciones y, según la información disponible, se han gestionado desde ese Ministerio donaciones para fines de reconstrucción por un monto cercano a los setenta millones de dólares, que deberían materializarse dentro de los próximos 12 meses.

Con todo, son muchas las iglesias, monumentos históricos, hogares de ancianos, escuelas y caletas que aún esperan ser reconstruidas y que carecen de financiamiento para ello, por lo que el aporte que el sector privado puede hacer a la reconstrucción sigue siendo clave. 

A modo de diagnóstico, el mensaje del Ejecutivo señala que el primer año de operación de la ley en comento ha permitido detectar ciertos aspectos de ella que han impedido un mayor flujo de donaciones y que han hecho difícil que los recursos lleguen de forma expedita a sus beneficiarios, expresando la convicción de que realizar algunas modificaciones se justifica tanto porque aún resta casi un año para hacer donaciones que gocen de los beneficios tributarios que concede la ley N° 20.444 en relación con la catástrofe del año pasado, como porque es necesario que en el futuro la institucionalidad permanente creada por dicha ley pueda responder de manera más rápida y eficaz a eventuales emergencias similares.

Recuerda que, en el ámbito institucional, la ley N° 20.444 está construida en torno al Fondo Nacional de la Reconstrucción, que es el destinatario de todas aquellas donaciones efectuadas sin una destinación concreta y, al mismo tiempo, el receptor de todas las donaciones destinadas a obras específicas, debiendo transferirse desde este Fondo los recursos a los beneficiarios finales, por parte del Ministerio de Hacienda, mediante la celebración de convenios. En este último aspecto, considerando que aproximadamente el 95% de los recursos donados han sido destinados a obras específicas, el hecho de que ellos deban ser aportados al Fondo para luego ser redestinados a los beneficiarios finales, supone una serie de actos administrativos que, independientemente de la diligencia con que se tramiten, toman un tiempo que no se ajusta a las necesidades que se pretende satisfacer con una ley como ésta, que opera en casos de catástrofe y que, por lo mismo, requiere de cierta celeridad. Por ello es que se propone modificar el artículo 8° de la ley N° 20.444, generando una institucionalidad ad-hoc que permita que las donaciones a obras específicas puedan ser materializadas en un plazo mucho menor al actual, facilitándose la identificación de tales obras, como también los mecanismos para que los recursos lleguen de forma expedita a los beneficiarios. 

En lo que se refiere a modificaciones de índole tributaria, con el objetivo de incentivar e impulsar las donaciones efectuadas al Fondo, el principal cambio apunta a uniformar los beneficios tributarios otorgados a las donaciones efectuadas por contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley de la Renta con los existentes en otras leyes. Se propone al respecto otorgar un crédito equivalente a la mitad de las donaciones efectuadas al Fondo. Cabe recordar que los contribuyentes de primera categoría, bajo la actual ley N° 20.444, pueden descontar de su renta líquida imponible exclusivamente como gasto el 100% de la donación, no existiendo derecho a utilizar como crédito ningún porcentaje de la misma. Respecto de las donaciones efectuadas a obras específicas por contribuyentes de primera categoría, se mantienen los beneficios tributarios vigentes. Respecto de los donantes que sean contribuyentes de los demás impuestos considerados en la ley N° 20.444, se propone equiparar el tratamiento de las donaciones que se hagan para obras específicas con el de las efectuadas al Fondo Nacional de la Reconstrucción.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El asesor de Mercado de Capitales del Ministerio de Hacienda, señor Jaime Salas, expuso de manera general sobre la iniciativa legal en estudio, en especial se refirió a la ley que creó el fondo nacional de reconstrucción, que desde la entrada en vigencia en el año 2010 a la fecha, se han detectado ciertos aspectos que consideró recomendable corregir con el objeto de lograr una aplicación más expedita. En ese sentido, acotó, el presente proyecto de ley contempla sólo cambios puntuales que buscan facilitar la administración de la ley y que, en su opinión, servirán para reimpulsar las donaciones en la etapa final de la reconstrucción.


Las modificaciones pretendidas, señaló, recogen las observaciones y propuestas realizadas por instituciones comprometidas con la reconstrucción del país y la superación de la pobreza, como la fundación Desafío Levantemos Chile y la Comunidad de Organizaciones Sociales.


Para contextualizar su exposición, hizo presente a la Comisión que la ley N° 20.444 tiene como objeto único la obtención de donaciones para financiar la reconstrucción de infraestructura o equipamiento ubicado en zonas afectadas por catástrofes. La donación, agregó, puede ser destinada a un fondo o a obras específicas, a elección del donante, previa calificación de la obra. Indicó además, que la referida ley establece beneficios tributarios para incentivar las donaciones, que a las empresas les permite rebajar como gasto hasta el 100% de la cantidad donada de la renta líquida imponible, sin limitación alguna. Para las personas naturales, añadió, el beneficio consiste en reconocer un crédito contra el impuesto respectivo, equivalente al 40%.


Acotó también que los aportes efectuados están exentos del impuesto que grava las donaciones y no están afectos al límite global del 5% de la renta líquida establecido en la ley N° 19.885. Se autoriza además, las donaciones en especie respecto de los contribuyentes del impuesto de primera categoría.


Finalmente, apuntó, la ley comentada fijó un procedimiento reglado de postulación y calificación de proyectos específicos susceptibles de financiarse con donaciones, a cargo de los ministerios de Hacienda y Mideplan.


La asesora de Donaciones del Ministerio de Hacienda, señora Victoria Reyes, a su turno, explicó que en un inicio se estimó un monto total de donaciones por US$ 70 millones, de esa cantidad sólo se han aportado de manera efectiva US$ 20 millones, principalmente, sostuvo, por la lentitud del proceso, razón por la cual se pretende su agilización con las modificaciones propuestas en el presente proyecto de ley. Uno de los mecanismos que permitiría mayor celeridad, indicó, sería el traspaso directo de los fondos donados al beneficiario del mismo, sin necesidad que se transfieran primero al Ministerio de Hacienda, buscando reducir los trámites de 45 a 25 días.


Por otro lado, señaló, existe en la actualidad un total de 239 obras específicas en postulación, correspondiendo la mitad a obras del sector público y la otra a obras del sector privado. El mayor aporte de donaciones, destacó, corresponde al área de educación, y en especial, a obras específicas, mecanismo preferido por las empresas, quienes buscan trabajar en proyectos determinados, seguir su desarrollo y observar sus resultados. Por tal razón, puntualizó, ha habido un éxito relativo en las donaciones al fondo, ya que ha recibido menores aportes. Entre los cambios propuestos, declaró, se pretende otorgar mayores incentivos tributarios a las donaciones efectuadas al fondo.


Dentro del sector privado, comentó que la mayor cantidad de proyectos se vincula a la reconstrucción de iglesias católicas, puesto que son de mayor antigüedad que las de otras creencias. En este ámbito, sostuvo, ha habido una baja convocatoria porque las empresas se han mostrado un tanto reacias a participar de proyectos específicos ligados a una religión.


Una modificación importante que se pretende, subrayó, corresponde a la extensión del plazo de vigencia de la ley, ya que del total de donaciones sólo se ha tramitado un 20%, siendo imposible lograr la acreditación total antes del mes de mayo de 2012, fecha de su expiración, para lo cual se solicita una prórroga hasta diciembre del año 2013.


El asesor, señor Salas, retomó su exposición y explicó que entre los cambios propuestos, el primero apunta a modificar la modalidad de donación para obras específicas, las que actualmente, de acuerdo a los artículo 1° y 8° de la ley vigente, pasan a formar parte del fondo nacional de reconstrucción, lo que implica una serie de actos administrativos que demoran y dificultan el uso de los recursos donados. Por eso, puntualizó, se propone que en las donaciones a obras específicas, los donantes transfieran los fondos directamente a los beneficiarios o a sus representantes, tal como opera en la mayoría de las leyes de donaciones vigentes.


Como contrapartida, sostuvo, se incorpora una norma equivalente a las existentes en otras leyes de donaciones que responsabiliza a los donatarios por el mal uso de las donaciones, debiendo restituirse aquella parte del impuesto que hubiere dejado de pagar, con los recargos y sanciones pecuniarias que correspondan conforme a lo dispuesto en el Código Tributario.


En materia de régimen tributario, indicó, se equiparan los beneficios tributarios entre las donaciones efectuadas al fondo y las donaciones a obras específicas, respecto de todos los contribuyentes contemplados en la ley, salvo los del impuesto de primera categoría de la ley de la renta. Además, señaló, respecto de los contribuyentes de primera categoría, se modifica el beneficio tributario contemplado exclusivamente para las donaciones al fondo, otorgando derecho a descontar como crédito el 50% del monto donado.


Para simplificar la tramitación, acotó, se incorporan algunas modificaciones al proceso de identificación de obras específicas, con el objeto de hacer más breve el proceso. Asimismo, en el artículo 8° bis propuesto, se establece expresamente que en las donaciones a obras específicas públicas, el beneficiario de la donación estará habilitado para contratar la ejecución de la obra financiada con donaciones, mediante el mecanismo de trato o contratación directa regulado en la ley N° 19.886, ley de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios.


En consideración a las modificaciones que incorpora el presente proyecto de ley, destacó la incorporación de un artículo 8° ter, que se hace cargo de crear los resguardos necesarios para velar por el buen uso de las donaciones. Así, señaló, para el caso de la donación otorgada directamente al beneficiario o a un tercero en representación de éste, será responsabilidad del beneficiario destinar lo donado a la obra específica respectiva. También, agregó, se organiza un procedimiento sancionatorio y de devolución de impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe, en casos de mal uso de las donaciones. Finalmente, añadió, se mantiene el otorgamiento de certificados tributarios a cargo del Ministerio de Hacienda, quien los emitirá solo una vez que los donantes den cuenta de haber efectuado la donación mediante documentos que acrediten fehacientemente la misma, de acuerdo a las especificaciones y formalidades que señale el SII.

Para finalizar, reiteró la necesidad de prorrogar por única vez la vigencia de la ley N° 20.444 originalmente contemplada para el 28 de mayo del año 2012, hasta el 31 de diciembre del año 2013.

La representante del Consejo Directivo del Desafío Levantemos Chile, señora Isabel Díaz, destacó la fuerte vocación social que tenía el señor Felipe Cubillos, lo que se reflejó en que fue el promotor de varias fundaciones de beneficencia, incluso antes del terremoto del 27 de febrero de 2010. A modo de ejemplo nombró a Imagina y a Pequeños Negocios Grandes Emprendedores. Ésta última buscaba ayudar a las personas que deseaban emprender, pero que no reunían las condiciones para hacerlo por no tener los contactos, ni la capacidad, ni el capital necesario.

Luego, comentó que con ocasión del terremoto del 27 de febrero el señor Felipe Cubillos creó la Fundación Desafío Levantemos Chile, que hoy cuenta con un valioso equipo de personas, de las cuales sólo cinco de ellas son remuneradas, lo que demuestra la gran solidaridad que tienen los chilenos. Además, destacó la ayuda que han recibido de parte de la autoridad, e informó que han colaborado en la construcción de diversas escuelas, como la de Iloca y todas las escuelas de Talca, lo que permitió que cerca veinte mil alumnos pudieran volver a clases, en menos de veintiún días. Sin perjuicio de lo anterior, lamentó que las leyes en nuestro país no facilitan que los empresarios colaboren con este tipo de causas, dificultando la entrega de las donaciones. 

La Comunicadora del Desafío Levantemos Chile, señora Ana María Zaldívar, reparó en el texto de la ley N° 20.444 y mencionó el caso de la reconstrucción de la escuela de Vilcún, en la IX Región, cuyos fondos estaban disponibles en la cuenta corriente del donante desde el mes de marzo del año 2010 y que recién en el mes de diciembre de ese año se firmó el decreto que aprobaba la destinación de dichos fondos para la reconstrucción de la Escuela Vega Redonda, lo que demoró la reparación de la misma, siendo terminada en el mes de julio de este año. Por lo anterior, hizo notar que la ley N° 20.444 no ha funcionado en la forma esperada, dado que ha retardado la entrega de las donaciones para la reconstrucción, por una excesiva dificultad para ejecutar dichos fondos. 

La Consejera, señora Díaz, complementó que las donaciones se realizan por un fin netamente emocional, ya que las personas al conmoverse por una determinada situación manifiestan su intención de donar, pero alertó a Sus Señorías que esta intención puede diluirse con el transcurso del tiempo.

La Comunicadora, señora Zaldívar, indicó que todas estas donaciones también han permitido: la construcción de cerca de treinta recintos educacionales, entre jardines infantiles y escuelas; la reparación de unos cuatrocientos cincuenta botes para la pesca artesanal; la suscripción de un convenio entre Freeport y Antofagasta Minerals para aportar a SERNAPESCA unos 5.000 millones de pesos para comprar elementos requeridos en la pesca artesanal, como botes, artes de pesca y motores; la construcción de hogares para menores, y la reconstrucción de unos treinta locales para el pequeño comercio en la Isla de Juan Fernández y en el borde costero entre la VII y VIII Regiones. Hizo presente que todos estos logros se han canalizado gracias a la Ley de Reconstrucción del terremoto de 1960, ya que la ley N° 20.444 ha sido ineficaz y ha restringido la utilización de los fondos donados.

En seguida, la Consejera, señora Díaz, destacó que han sido una de las instituciones privadas que han recaudado más fondos para la reconstrucción durante el año 2010, logrando reunir una cifra cercana a los 7.000 millones de pesos, de los cuales sólo un 2% se ha destinado a gastos operacionales. En esta misma línea, resaltó que son una institución solidaria, transparente y eficiente. A continuación, presentó dos videos: uno, sobre los trabajos ejecutados en la Isla de Juan Fernández y, otro, sobre la fundación que dirige. 

Posteriormente, informó que también desarrollan otros proyectos particulares, como asumir la administración del Hogar Los Ceibos, que pertenece a COANIL, que alberga a 197 personas discapacitadas entre 2 y 52 años, sin ningún tipo de segregación. Asimismo, comentó que pretenden construir el Centro Laboral Tañi en un terreno que les entregará la Ilustre Municipalidad de Lo Barnechea para niños con algún tipo de problema mental. Además, indicó que disponen de un hogar escuela para los niños que viven bajo el puente y que están diseñando un proyecto para instaurar un barco de instrucción para los niños en riesgo social, que se financiará en parte con fondos de SENAME. Adicionalmente, señaló que están reconstruyendo seis jardines infantiles y que trabajan en un programa de sustentabilidad para la Isla de Juan Fernández.

La asesora del Ministerio, señora Reyes, resaltó que todos los sectores están apoyando esta iniciativa legal, por lo cual instó a la Comisión a aprobar cuanto antes este proyecto de ley.

A continuación, la Secretaria Técnica del Fondo Mixto de Apoyo Social del Ministerio de Desarrollo Social, señora María Angélica Zegers, quien acompañó su presentación en un powerpoint, comentó que todas las modificaciones que se proponen introducir a la ley N° 19.885 se generan a partir de una solicitud formulada por las ciento cincuenta fundaciones solidarias registradas en nuestro país. Además, destacó el rol que ha desempeñado el Ministerio de Desarrollo Social en su calidad de articulador de todas las organizaciones que se dedican a generar proyectos a favor de las personas vulnerables.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó si esta ley opera de la misma forma que la Ley de Donaciones Culturales o la Ley de Donaciones con fines Deportivos.

La Secretaria Técnica del Fondo Mixto de Apoyo Social, señora Zegers, respondió que en términos generales operan de la misma forma, pero que sin duda tienen diferencias. En efecto, refirió que de acuerdo a la ley N° 19.885 se exige que los proyectos sean presentados sólo por fundaciones que se encuentren registradas en el Ministerio de Desarrollo Social. Además, señaló que el Comité de Desarrollo Social supervigila a las fundaciones que reciben este tipo de fondos. La idea, continuó, es que estos recursos sean asignados a proyectos específicos, precalificados técnicamente por el Ministerio de Desarrollo Social y aprobados por un Consejo compuesto mayoritariamente por personas representantes de la sociedad civil.

Luego, indicó que el objetivo de la Ley de Donaciones Sociales es financiar proyectos que se dirijan a personas vulnerables, con alguna discapacidad o que estén afectadas por una adicción al alcohol o las drogas. Reiteró que el destino de la donación debe estar encausado a proyectos específicos, precalificados y aprobados por el Consejo. También, informó que esta ley dispone de un Fondo Mixto de Apoyo Social, que se constituye con capitales privados y que está destinado a financiar proyectos vía concurso público.

Posteriormente, señaló que las donaciones de un monto inferior a 1.000 UTM darán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de la donación y a rebajar como gasto el otro 50% restante, en la medida que se cumpla con todos los requisitos que establece la ley N° 19.885. En el caso de que la donación supere las 1.000 UTM y no aporte al Fondo Mixto de Apoyo Social, este beneficio dará derecho a un crédito de un 35% de crédito y a rebajar el saldo restante como gasto del donante.

En seguida, reparó en la subutilización de la ley N° 19.885, puesto que su primera donación recién se produjo en el año 2008, siendo que fue publicada en el 2003, y que a raíz de ella se percataron de una serie de dificultades en su aplicación, lo que en parte originó la necesidad de presentar este proyecto de ley. Además, hizo presente que esta ley sólo ha beneficiado a las grandes fundaciones, por lo cual esta iniciativa legal busca apoyar a las otras fundaciones que no cuentan con los recursos, ni con las redes sociales necesarias para ejecutar un proyecto social. Adicionalmente, recalcó que pretenden incentivar a las grandes empresas para que efectivamente inviertan en los temas sociales y que están proponiendo constituir al Ministerio de Desarrollo Social en un articulador entre los intereses privados y los fines públicos. Asimismo, señaló que proponen facilitar la constitución de las pequeñas fundaciones, eliminando las trabas para su registro y simplificando los requisitos para su implementación. También, indicó que agilizan los trámites que deben realizar los donantes y se propende a dar mayor transparencia a las donaciones.

En cuanto a la constitución de las pequeñas fundaciones, acotó que se elimina la obligación de que una donación no puede superar un monto equivalente a 700 UTM por fundación, porque esta norma ha inhibido las donaciones en beneficio de las pequeñas fundaciones. Además, indicó que se aclara que el beneficio tributario otorgado es de un crédito de un 50% y de la posibilidad de descontar como gasto el 50% restante para las donaciones de 1.000 UTM, y que sobre el exceso se concede un crédito de un 35% y la facultad para rebajar como gasto el 65% restante.

Por otra parte, precisó que se reconocen como beneficiarias a las fundaciones que prestan servicios de intermediación, como la Fundación Enseña Chile o Educación 2020, que capacitan a los profesores y a los directores de los establecimientos educacionales para mejorar su gestión. Por último, hizo presente la necesidad de eliminar cualquier norma que fomente el secreto de las donaciones, ya que este proyecto de ley busca transparentar las donaciones.

La Consejera, señora Díaz, comentó que entiende que el secreto no rija para el Ministerio de Desarrollo Social, ni para el Servicio de Impuestos Internos o para otra autoridad, pero advirtió a Sus Señorías que se debe evitar publicar estos antecedentes en internet, porque existen donantes que no desean figurar.

El Honorable Senador señor Lagos apoyó la propuesta de transparentar las donaciones, para no continuar privilegiando a las mismas fundaciones y a los mismos proyectos. Además, reparó en el incentivo tributario de estas leyes, ya que la mayoría se destina a un fondo y sólo una menor cantidad a obras individuales. En efecto, cuestionó la lógica del legislador para otorgar mayores beneficios tributarios a las donaciones que ingresan al Fondo Mixto de Apoyo Social, lo que tiende a concentrar el apoyo a determinadas obras y sectores.

La Secretaria Técnica del Fondo Mixto, señora Zegers, coincidió con lo expuesto por el Honorable Senador señor Lagos y añadió que es fundamental fomentar un buen uso de los recursos, lo que no implica contravenir la voluntad del donante de mantener su anonimato. Luego, informó, en su calidad de Secretaria Técnica del Fondo Mixto de Apoyo Social, que la asignación de los recursos de este Fondo se realiza mediante concurso público.

El Honorable Senador señor Escalona anunció su voto en contra y lo fundamentó, explicando que si bien apoya que esta ley sea más operativa y expedita, y que incluya como beneficiarias a las organizaciones no gubernamentales intermediarias, expuso que no comparte el mecanismo de incentivo que permite a las empresas donantes obtener un crédito fiscal a su favor y rebajar como gasto el monto de su donación, ya que con este sistema no se incentiva que las empresas aumenten su contribución a la sociedad.

El Honorable Senador señor Lagos se sumó al voto en contra anunciado por el Honorable Senador señor Escalona, no obstante hizo presente que él apoya la concesión de incentivos tributarios para estimular a los privados a donar. Al respecto, destacó la labor que desempeñó su madre, la señora María Luisa Durán, para conseguir fondos para las orquestas juveniles y las dificultades que se encuentran a la hora de conseguirlos. A propósito del anonimato de los donantes, comentó que el proyecto de ley original de la ley N° 20.444 facultaba la construcción de un monumento o un busto en homenaje a los donantes, lo que fue reemplazado por una placa en su memorial, lo que confirma que existen algunos donantes que disfrutan de la exteriorización de sus actos de altruismo.

Por su parte, el Honorable Senador señor Novoa valoró la aprobación de incentivos tributarios para estimular las donaciones para obras de beneficencia, porque del total donado sólo un pequeño porcentaje se puede rebajar como gasto del donante. En este contexto, opinó que se debe facilitar e incentivar las donaciones sociales.

El Honorable Senador señor Kuschel manifestó su apoyo a este proyecto de ley, e indicó que también sería conveniente modificar la Ley de Donaciones Culturales y la Ley de Donaciones con fines Deportivos.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado con los votos a favor los Honorables Senadores señores Frei, Kuschel y Novoa, y en contra los Honorables Senadores señores Escalona y Lagos.

- - -

INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 31 de agosto de 2011,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley introduce los siguientes cambios con impacto fiscal a la Ley N° 20.444, que crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece incentivos tributarios a las donaciones en casos de catástrofes.

- Se otorga a los donantes un crédito tributario del 50% de la donación.  Actualmente sólo se admite la rebaja como gasto.

- La parte que no pueda ser rebajada como crédito podrá ser deducida como gasto. Se establece como límite para la donación sujeta a beneficios el monto de la Renta Líquida Imponible o el 1,6 por mil del capital propio, a elección del contribuyente.  Actualmente no hay límite, pero el exceso sobre la RLI puede rebajarse sólo en los tres ejercicios siguientes.

- Se incorporan como destino posible de las obras específicas que se pueden financiar con donaciones los proyectos de viviendas, infraestructura productiva, comercial u otras similares. Estas obras específicas podrán incluir la construcción, reconstrucción, reposición, remodelación, restauración, reemplazo o rehabilitación de infraestructura pública, obras viales, espacios públicos, áreas silvestres protegidas, instalaciones educacionales, sanitarias, culturales, o deportivas, patrimonio histórico arquitectónico de zonas patrimoniales y zonas típicas, proyectos de viviendas, infraestructura productiva, comercial o artesanal, obras de mitigación, planes de evacuación, y en general, los diseños y estudios para llevar las obras a cabo, además de la adquisición de terrenos y del mobiliario y equipamiento necesario para su funcionamiento.

- En el caso de obras específicas de naturaleza privada, será requisito que tengan un manifiesto interés público o que presten un servicio a la comunidad en general, lo que será determinado sobre la base de un informe previo emitido por el Ministerio de Planificación Nacional (hoy Ministerio de Desarrollo Social), fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad social.

- Se otorga a las donaciones para obras específicas los mismos beneficios tributarios que a las donaciones al Fondo.  Ello implica que, +para este tipo de donaciones, se eleva el crédito de Impuesto Global Complementario de 27% a 40%, el del Impuesto Adicional de 23% a 35% y el del Impuesto de Herencias y Donaciones de 27% a 40%.

El proyecto también introduce las siguientes modificaciones con impacto fiscal a la Ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos:

- Con el objeto de simplificar el procedimiento para el donante, se traslada desde éste al donatario la obligación de entregar al SIl la información relativa a las donaciones efectuadas.

- Se elimina la exigencia de que las donaciones inferiores a 1.000 UTM deban ser efectuadas a lo menos a dos instituciones distintas, no pudiendo ninguna de ellas superar las 700 UTM.

- Se precisa que, cuando en el N°9 del artículo 1 de la Ley se señala que en el caso de haber varias donaciones por montos inferiores a 1000 UTM, éstas se considerarán una única donación, se está refiriendo a varias donaciones a una misma institución. Con ello se respeta el espíritu de la ley.

- Se precisa que el crédito de 35% para donaciones por montos superiores a 1.000 UTM, en las que se aporta al fondo menos del equivalente al 33% de la donación, se aplica sólo sobre la parte de la donación que excede de 1.000 UTM.

- Se agregan nuevos donatarios: servicios que respondan a necesidades de hábitat (fundaciones o corporaciones que desarrollen proyectos para mejorar el entorno en que habitan las personas de escasos recursos); y servicios de intermediación, es decir, que no se prestan directamente a personas de escasos recursos pero que van en directo beneficio de ellas. A su vez, se elimina el requisito de que sean servicios prestados a personas individualizab!es.

II. Efectos sobre el Presupuesto Fiscal.

- Respecto de la modificación a la ley N° 20.444 y suponiendo que los mayores beneficios tributarios que se proponen tuvieran como efecto la duplicación de los montos donados en 2011 respecto de 2010, se estima un mayor costo fiscal de unos $ 5.700 millones. Por otra parte, si la mitad de las donaciones ingresaran al Fondo Nacional de la Reconstrucción, se registrarían mayores ingresos fiscales por unos $ 4.700 millones. Por lo tanto, se estima un costo fiscal neto de $ 1.000 millones para 2011.

- Las modificaciones propuestas a la Ley N° 19.885 eliminan trabas para efectuar donaciones y amplían el universo de donatarios potenciales, por lo tanto cabe esperar un incremento de los montos donados al amparo de ella. Si el incremento fuera tal que las donaciones totales su duplicaran respecto de las registradas en 2010, se estima un costo fiscal de aproximadamente $2.000 millones anuales.

- En síntesis, considerando que las modificaciones a la Ley N° 20.444 tendrán efecto fiscal sólo mientras esté vigente el decreto que declara las zonas de catástrofe, el proyecto de ley tendrá un costo fiscal de unos $3.000 millones en 2011 y unos $2.000 millones anuales a partir de 2012.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.444, que crea el Fondo Nacional de la Reconstrucción y establece mecanismos de incentivo tributario a las donaciones efectuadas en caso de catástrofe:

1) En el artículo 1°:

a) Suprímense en el inciso segundo las frases “en dinero”, “de acuerdo a las modalidades establecidas en los Títulos II y III de esta ley”, y la última oración que comienza con la frase “Asimismo, formarán parte del Fondo”.

b)  Reemplázanse     en    el   inciso tercero   las  expresiones   “Los    recursos”   por   “Las donaciones”   y   “Programa 03,   Operaciones Complementarias” por “Programa 01, Ingresos Generales”.

2) Suprímese en el artículo 2°, inciso cuarto, la frase “al Ministerio del Interior o al Fondo” a continuación de la palabra “efectuadas”.

3) En el artículo 4°:

a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes:

“Beneficio para donaciones efectuadas por ciertos contribuyentes del Impuesto de Primera Categoría. Los contribuyentes del impuesto de primera categoría que declaren su renta efectiva según contabilidad completa, que hagan donaciones en dinero o en especie en la forma dispuesta por esta ley, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% del monto de tales donaciones, el que se imputará sólo contra el referido impuesto que corresponda al ejercicio en que efectivamente se efectúe la donación.

Dicho crédito solamente podrá ser utilizado si la donación se encuentra incluida en la base imponible del impuesto correspondiente a las rentas del año en que se efectuó materialmente la donación.”.

b) Agréganse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto nuevos, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser sexto y séptimo, respectivamente:

“El crédito señalado en los incisos anteriores se aplicará con anterioridad a cualquier otro crédito. Si luego de ello resultare un exceso, éste no se devolverá ni podrá imputarse a ningún otro impuesto.

Aquella parte de la donación que se encuentre dentro del límite indicado en el inciso siguiente, que no pueda ser imputada como crédito, podrá rebajarse como gasto de la renta líquida imponible del ejercicio en el que se efectuó materialmente la donación, determinada conforme a los artículos 29° a 33° de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Los beneficios tributarios por las donaciones de que trata esta ley no podrán exceder, a elección del contribuyente, el monto de la renta líquida imponible o el uno coma seis por mil del capital propio de la empresa al término del ejercicio correspondiente, determinado este último de conformidad a lo dispuesto por el artículo 41° de la Ley sobre Impuesto a la Renta. El exceso sobre dicho monto no podrá ser imputado como crédito, ni rebajado como gasto, así como tampoco quedará afecto a lo dispuesto en el artículo 21° del mismo texto legal. El límite de la renta líquida imponible señalado en este inciso, se determinará con preferencia a cualquier otro límite que pudiera afectar a otras donaciones efectuadas por el contribuyente.”.

c) Sustitúyese en el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, la expresión “del inciso anterior” por “de las donaciones en especie”.

4) Suprímese en el inciso primero del artículo 5º, la frase “que determinen sus rentas efectivas, podrán rebajar de la base imponible de dicho impuesto las sumas donadas en dinero que se destinen al Fondo en conformidad con esta ley. Por su parte, los demás contribuyentes del referido impuesto”.

5) Modifícase el inciso primero del artículo 6º de la siguiente forma:

a) Sustitúyese la frase inicial que comienza con “Los contribuyentes del impuesto adicional” y termina con “(treinta y cinco por ciento)”, por la siguiente oración:

“Los contribuyentes del impuesto adicional que deban declarar anualmente dicho tributo, y los accionistas a que se refiere el número 2), del artículo 58°, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho a un crédito contra el impuesto que grave sus rentas afectas al citado tributo, equivalente al 35%”.

b) Intercálase al final de la segunda oración, después de la expresión “impuesto adicional”, la frase “en la medida en que deban considerarse formando parte de la base imponible de dicho tributo”.

6) Suprímese en el encabezado del Título III la frase “al Fondo Nacional de la Reconstrucción”.

7) En el artículo 8°:

a) En el inciso primero:

(i) suprímese la frase “destinadas al Fondo,”;

(ii) intercálase la expresión “construcción,” entre las palabras “la” y “reconstrucción”; 

(iii) sustitúyese el texto que está a continuación de la expresión “identificadas” y hasta el punto final, por el siguiente: “mediante uno o más decretos supremos del Ministerio de Hacienda, emitidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República” y suscritos, además, por el Ministro del Interior, en adelante las “obras específicas.”.

b) En el inciso segundo:

(i) sustitúyese la palabra “incluir” por la frase “ser de naturaleza pública o privada y tener por objeto”;

(ii) intercálase a continuación del vocablo “restauración” la expresión “, reemplazo”; 

(iii) reemplázase, a continuación de la palabra “deportivas”, la frase “de naturaleza pública; así como la adquisición del mobiliario y equipamiento necesario para su funcionamiento.” por la siguiente: 

“, patrimonio histórico arquitectónico de zonas patrimoniales y zonas típicas, obras de mitigación, planes de evacuación y, en general, los diseños y estudios para llevar las obras a cabo, además de la adquisición de terrenos y del mobiliario y equipamiento necesario para su funcionamiento.”.

b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

“En el caso de obras específicas privadas, será requisito que éstas tengan un manifiesto interés público o que presten un servicio a la comunidad en general, lo que será determinado sobre la base de un informe previo emitido por el Ministerio de Planificación, fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad social.”.

d) Trasládase la segunda oración del actual inciso segundo, que se inicia con la expresión “El Ministerio de Hacienda” y termina con “los recursos del Fondo”, como nuevo inciso cuarto, pasando los actuales inciso cuarto y quinto, a ser quinto y sexto,  respectivamente. 

e) Suprímese en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la expresión “obras específicas” la palabra “privadas”; y sustitúyense la palabra “autorizadas” por “identificadas”; la expresión “anterior” por la frase “primero de este artículo”; y la frase “sus costos y beneficiarios directos” por “su valor referencial y sus beneficiarios directos”.

f) Suprímense los actuales incisos sexto, séptimo y octavo.

8) Incorpóranse, a continuación del artículo 8°, los siguientes artículos 8° bis y 8° ter:

“Artículo 8° bis.- Donaciones materializadas directamente al Fondo, a los beneficiarios o a sus representantes. Los donantes podrán materializar la donación directamente al Fondo para que sea asignada por parte del Ministerio de Hacienda al beneficiario en la forma que disponga el Reglamento, directamente al beneficiario o a un tercero en representación de éste.

Las obras específicas podrán ser ejecutadas, además, directamente por el donante, para lo cual, en caso de tratarse de obras específicas de naturaleza pública, será necesaria la suscripción con los Ministerios, Gobiernos Regionales o Municipios, según corresponda, de uno o más convenios en los que deberá constar el valor referencial de la obra donada, así como las especificaciones técnicas de la misma. En el mismo convenio, se dejará constancia del período de ejecución de la obra y de los aportes comprometidos por el o los donantes.

El Ministerio de Hacienda podrá solicitar de los donantes que hayan celebrado los convenios señalados en el inciso anterior, la información pertinente para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas al respecto. Con todo, para efectos de fiscalización, el Servicio de Impuestos Internos podrá solicitar del Ministerio de Hacienda los antecedentes referidos.

En el caso de donaciones a obras específicas públicas en que no haya ejecución por parte del donante, el beneficiario de la donación estará habilitado para contratar la ejecución de la obra financiada total o parcialmente con donaciones, mediante el mecanismo de trato o contratación directa regulado en la ley N° 19.886, Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. 

Artículo 8° ter.- Obligaciones de información. En caso que la donación se otorgue directamente al beneficiario o a un tercero en representación de éste, será responsabilidad del primero destinar lo donado a la obra específica respectiva. 

Los beneficiarios o sus representantes deberán informar cada año al Ministerio de Hacienda, antes del 31 de diciembre, el uso de los recursos recibidos, el estado de avance de las obras específicas y el resultado de su ejecución. Sin perjuicio de ello, la Subsecretaría de Hacienda podrá solicitar de los beneficiarios la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en cada caso.

El Subsecretario de Hacienda podrá declarar, mediante resolución fundada, el incumplimiento de los términos y condiciones de la donación, si la información o antecedentes requeridos de conformidad con lo dispuesto en el inciso anterior no fueren presentados a su satisfacción en los plazos que en cada caso se indique en la respectiva solicitud, o en caso de que la información entregada dé cuenta de que los recursos han sido destinados a fines distintos de los contemplados en la obra específica respectiva. La resolución antes referida deberá ser notificada al beneficiario y a los demás interesados. Contra dicha resolución procederán los recursos establecidos en la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos. Una vez que se encuentre firme la citada resolución, esta será remitida por el Subsecretario de Hacienda al Servicio de Impuestos Internos, para que proceda al giro del impuesto a que se refiere el inciso siguiente. 

El beneficiario afectado por la referida resolución deberá pagar al Fisco un impuesto equivalente al crédito utilizado por el donante de buena fe. Los administradores o representantes del beneficiario serán solidariamente responsables del pago de dicho tributo y de los reajustes, intereses y multas que se determinen, a menos que demuestren haberse opuesto a los actos que dan motivo a esta sanción o que no tuvieron conocimiento de ellos. Para los efectos de su giro, determinación, reajuste y aplicación de sanciones, este tributo se considerará como un impuesto sujeto a retención y no podrá ser deducido como gasto por el contribuyente en la determinación de su renta líquida imponible afecta al Impuesto de Primera Categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Contra el giro que emita el Servicio de Impuestos Internos, el contribuyente podrá deducir reclamación sujetándose al procedimiento general establecido en el título II, del Libro III, del Código Tributario, sólo cuando no se conforme a la resolución del Subsecretario de Hacienda que le haya servido de antecedente.”.

9) En el artículo 9°:

a) Intercálase en el inciso primero, la frase “y de la emisión de certificados” a continuación de la expresión “obras específicas”, la primera vez que aparece.

b) Sustitúyense los incisos segundo y tercero por los siguientes:

“Estas donaciones tendrán el mismo tratamiento tributario previsto para las donaciones establecidas en el título II de esta ley. No obstante, las donaciones efectuadas por los contribuyentes del impuesto de primera categoría que declaren su renta efectiva según contabilidad completa, que hagan donaciones en dinero o en especie para financiar obras específicas, no tendrán derecho al crédito señalado en el artículo 4º, pero podrán rebajar como gasto el monto de la donación en los mismos términos que señala dicho artículo.

El Ministerio de Hacienda deberá emitir los certificados que den cuenta de las donaciones efectuadas en conformidad a esta ley, de acuerdo a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Previo a la emisión del certificado de donación respectivo, los donantes deberán dar cuenta al Ministerio de Hacienda de haber efectuado la donación mediante documentos que acrediten fehacientemente la misma de acuerdo a las especificaciones y formalidades que señale el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución.”.

10) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 21 la frase y la coma (,) que la antecede, “los montos e individualización de las donaciones recibidas” por la frase “y de los montos e individualización de las donaciones efectuadas en conformidad al título III de la presente ley”.

11) Suprímese en el artículo transitorio, la expresión “al Fondo” y reemplázase la frase “plazo de dos años contado desde su entrada en vigencia” por la frase “día 31 de diciembre de 2013”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos:

1) En el número 5 del artículo 1°:

a) Reemplázase la palabra “donantes”, por “donatarios”, la primera vez que aparece en el texto;

b) Reemplázase la frase “el RUT y la identidad del”, por “rol único tributario y la identidad del donante y del”;

c) Elimínase, a continuación del primer punto seguido, la oración “La información que se proporcione en cumplimiento de lo prescrito en este número, se amparará en el secreto establecido en el artículo 35 del Código Tributario.”.

2) Intercálanse en el número 7 del artículo 1°, a continuación de la expresión “inferior”, los vocablos “o igual”, y elimínase la oración que sigue al punto seguido, pasando éste a ser punto final.

3) En el número 8 del artículo 1°: 

a) Reemplázase la frase inicial que comienza con “Las donaciones” y termina con “al menos el 33% del total haya sido efectuado al Fondo” por “Aquella parte de las donaciones que supere las 1.000 Unidades Tributarias Mensuales, y de la cual a lo menos el 33% de dicha parte haya sido donada al Fondo”.

b) Reemplázanse, a continuación del punto seguido, la frase “Las donaciones de un monto igual o superior a” por “Aquella parte de las donaciones que supere las”; y la frase “en que un porcentaje inferior al 33% del total haya sido efectuado” por ”y de la cual un porcentaje inferior al 33% de dicha parte haya sido donado”.

c) Reemplázase la frase final “de la donación” por “que exceda las 1.000 Unidades Tributarias Mensuales.”. 

4) En el número 9 del artículo 1°:

a) Intercálase la frase “o igual” a continuación de la palabra “inferior”.

b) Reemplázase la frase “en forma íntegra a cualquier”, por la expresión “a una misma”.

c) Reemplázase la frase “calcular el crédito tributario” por “determinar el crédito tributario aplicable”.

5) En el número 10 del artículo 1°:

a) Suprímese, en el inciso primero, la oración que sigue al segundo punto seguido, que comienza con “Este beneficio sólo se aplicará” y termina con “Unidades Tributarias Mensuales.”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo, la oración que empieza con “Los contribuyentes de primera categoría” y que finaliza con “50% del monto de la donación.” por la siguiente: “Aquella parte de estas donaciones que supere las 1.000 Unidades Tributarias Mensuales y de la cual, al menos, el 25% haya sido donada al Fondo, tendrán derecho a un crédito equivalente al 50% de dicha parte.”.

c) Sustitúyese en el inciso segundo, la oración “equivaldrá al 40% del monto de la donación”, por la frase “por el monto donado que supere las 1.000 Unidades Tributarias Mensuales equivaldrá al 40% de dicho monto”.

6) Reemplázase en el inciso primero del artículo 1° Bis, la expresión “aquellos” por “los demás” y suprímese la frase “que declaren sobre la base de gasto presunto,”.

7) En el artículo 2°:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “refiere el artículo anterior” por  “refieren los artículos 1º y 1° Bis”.

b) Sustitúyese en el numeral 1 del inciso primero, la conjunción “y” por una coma (,), y agrégase la expresión “y hábitat” antes del punto final.

c) Elimínanse en el inciso segundo, las siguientes frases: “por una parte, directos,” y la coma (,) que la antecede; “por la otra,” y la coma (,) que la antecede; y, “a personas individualizables y distintas a los asociados de la institución,”.

8) Elimínase en el inciso tercero del artículo 5°, la oración final “La ejecución de dichos proyectos y programas no podrá considerar un plazo inferior a seis meses ni superar un período de tres años.”.

Artículo primero transitorio.- Lo dispuesto en el numeral 5° letra b) del artículo primero regirá a contar de la entrada en vigencia de la ley N° 20.444.

Artículo segundo transitorio.- Con el objeto de hacer más expedita la transferencia de los recursos donados al amparo de la ley N° 20.444 y que se hubiesen materializado con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, tales fondos podrán ser transferidos sin necesidad de exigir a los beneficiarios el otorgamiento de boletas de garantía o la constitución de otras garantías en favor del fisco.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 29 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez. 


Sala de la Comisión, a 1 de diciembre de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE MODIFICA FECHA DE CUENTA ANUAL DEL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y ESTABLECE DERECHO PARLAMENTARIO A FORMULAR OBSERVACIONES Y CONSULTAS

(8079-07)

Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1º, 5º, 19º, 24º y en el capítulo XV de la Constitución Política de la República.

Considerando.
1.- Que con la dictación de la Constitución de 1833 se estableció el distingo entre las legislaturas ordinaria y extraordinaria. Aquélla comenzaba el 1° de Junio de cada año y culminaba el 1º de Septiembre. Con la apertura, la costumbre incluyó una cuenta presidencial, estableciéndose, la posibilidad que el Congreso Nacional y sus respectivas bancadas pudieran pronunciarse sobre los dichos del Primer Mandatario. Se recogía de este modo una institución propia del sistema de gobierno parlamentario.

2.- Que, con posterioridad, la Constitución de 1925, recogiendo los hitos derivados de la Guerra del Pacífico, mantuvo la separación de legislaturas, pero fijó el inicio del período ordinario de sesiones el 21 de Mayo, ocasión en que el Presidente de la República daría cuenta al Congreso Pleno del estado administrativo y político de la Nación.

3.- Que la Carta Fundamental de 1980, en su texto original, mantenía el imperativo de rendir dicho informe al país, aunque eliminó la mención de una fecha exacta, lo que permitió que la Dictadura aprovechara la ocasión para conmemorar el Golpe Militar del 11 de septiembre. Desde el retorno a la democracia, los presidentes volvieron a la tradición anterior, concurriendo al Parlamento el 21 de Mayo de cada año.

La reforma constitucional del 2005 recogió esta práctica decretando oficialmente el día 21 de mayo para la cuenta anual del Presidente de la República, pese a eliminar la distinción entre legislatura ordinaria y extraordinaria.

4.- Que, según lo visto, la citada cuenta forma parte de una antigua tradición republicana y democrática donde, por una parte, se enfatiza en la necesidad de las autoridades del país, partiendo por el Primer Mandatario, de rendir cuenta de sus actos; al tiempo que se refuerza el carácter del Congreso Nacional como el depositario de la soberanía popular.

5.- Que, sin embargo, la experiencia ha mostrado deficiencias en la oportunidad y forma de realizar dicha cuenta.
En el primer sentido, en diversas autoridades locales, de la Región de Valparaíso, han expresado los inconvenientes que para la organización de la conmemoración del Combate Naval de Iquique y la mantención del orden público en la ciudad tiene la coincidencia de ambas actividades.
En el segundo caso, consideramos que la modalidad fijada actualmente se encuentra agotada. La carencia de una instancia para que los legisladores formulen apreciaciones sobre lo dicho por el Presidente de la República hace que este rito se haya convertido en un monólogo que resulta reiterativo y carente de sustancia.
Más que un verdadero balance de lo hecho, se trata de un listado de anuncios, que constituyen el eje del discurso y lo que los medios de comunicación recogen.
6.- Que, por lo anterior, creemos necesario promover una reforma constitucional que junto con reemplazar la fecha de esta cuenta anual fijándola para el 4 de Julio, conmemorativa de la instauración del Parlamento chileno, transforme la cuenta anual en una verdadera comparecencia del Jefe de Estado ante el Parlamento, de modo que tras su intervención los bloques de gobierno y oposición puedan expresar su opinión y replicar los dichos del Primer Mandatario, tal como ocurrió en los albores del siglo XIX.
Si bien estas comparecencias son propias del régimen de gobierno parlamentario, nuestra Constitución ya ha recogido instituciones de dicho sistema, como la interpelación a los Ministros, al tiempo que ha avanzado en aumentar significativamente los derechos y prerrogativas de la oposición, para la creación de instancias investigadoras.
Ello muestra un intento de equilibrar la desmesurada preeminencia del Ejecutivo, tanto del texto original de la Carta Fundamental de 1980 como de los anteriores, velando por el equilibrio entre los poderes del Estado y por un fortalecimiento del sistema democrático.
Por lo anterior, los senadores que suscriben venimos en presentar el siguiente:
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo Único. Reemplácese el inciso final del artículo 24 de la Constitución Política de la República por el siguiente:
“El 4 de Julio de cada año el Presidente de la República concurrirá ante el Congreso Pleno con el objeto de dar cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación. La ley orgánica constitucional respectiva regulará la forma en que los miembros del Congreso Nacional podrán, a continuación, formular observaciones o consultas sobre la misma.”

(Fdo.) Pedro Muñoz Aburto

               Senador
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA ALLENDE, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE SANCIONES A CIVILES Y OFICIALES QUE RINDAN HOMENAJE A PERSONAS CONDENADAS POR DELITO DE LESA HUMANIDAD

(8080-07)

Antecedentes
En el contexto de la dictadura militar que gobernó Chile entre el 11 de septiembre de 1973 y el II de marzo de 1990, se cometieron graves y sistemáticas violaciones a los derechos humanos, expresadas en asesinatos, desapariciones forzadas de personas, torturas, exilio, relegación y otras medidas privativas de libertad. Las comisiones formadas por el Estado de Chile para lograr la reparación material y simbólica de las víctimas han generado avances sustantivos en la materia. También lo han hecho, de manera loable, los jueces de la república estableciendo hechos y logrando condenas históricas en caso donde muchas personas ya habían perdido la esperanza.
Dentro de la política de Estado que violó sistemáticamente los derechos fundamentales del hombre, se crearon organizaciones de la Administración del Estado, policías políticas, que ejercieron con fondos públicos la triste tarea de eliminar, reprimir, torturar y masacrar a sus propios compatriotas. Esa política de Estado no ha logrado totalmente en hechos simbólicos, toda la condena que merece: los avances en políticas de memoria deben ser aún más insistentes.
Desde el punto de vista de las obligaciones de derecho internacional público, Chile considera en su Constitución Política, en su artículo 5° inciso segundo, que los derechos fundamentales que emanan de la naturaleza humana son límite para el ejercicio de la soberanía. Asimismo, la carta fundamental luego dice que "es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes".
Las políticas de reparación es una de las etapas de la justicia transicional, conocidas como "el conjunto de teorías y prácticas derivadas de los procesos políticos por medio de los cuales las sociedades tratan de ajustar cuentas con un pasado de atrocidad e impunidad, y hacen justicia a las víctimas de dictaduras, guerras civiles y otras crisis de amplio espectro o larga duración, con el propósito de avanzar o retornar a la normalidad democrática" (Hernando Valencia, Conferencia Introducción a la Justicia Transicional, Conferencia en la Universidad de Guadalajara, 2007).
Desde los instrumentos internacionales vigentes, el relator de las Naciones Unidas, Louis Joinet, ha considerado algunos principios básicos en materia de políticas de impunidad en el contexto del Informe final elaborado y revisado en aplicación de la decisión 1996/119 de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección de las Minorías de la Comisión de Derechos Humanos. Dentro de la etapa de reparación, este informe considera especialmente en el plano colectivo, las medidas de sentido carácter simbólico, a título de reparación moral, tales como el reconocimiento público y solemne por parte del Estado de su responsabilidad, las declaraciones oficiales restableciendo a las víctimas su dignidad, las ceremonias conmemorativas, las denominaciones de vías públicas, los monumentos, permiten asumir mejor el deber de la memoria. Luego, dentro de las políticas de garantía de no repetición de las mismas, la destitución de los funcionarios públicos que participaron en estos hechos, como la reorganización de la misión de las organizaciones que los cobijaban.
En el marco de lo anterior, constituyen una obligación derivada la prohibición de honores, homenajes a aquellas personas, vivas o fallecidas, que hayan sido condenadas por crímenes de lesa humanidad. Creemos importante, asimismo, que a esta prohibición debe aparejarse el establecimiento de un delito, agravado cuando concurren en ella la utilización de recursos públicos o bien el patrocinio de funcionarios de la Administración del Estado, en el ejercicio de sus cargos, o de personas que detenten cargos de elección popular.
La legislación comparada ya contempla la penalización de este tipo de conductas de apología a crímenes de lesa humanidad, existiendo experiencias interesantes en materia de negación y minimización del holocausto desde la Unión Europea, en Alemania y en Suiza. En materia de prohibición de homenajes, Argentina ha dado un valorable paso, reciente, al establecer la resolución 400/2011, en cuanto instruye la adecuación de "todo acto administrativo, reglamento y práctica a fin de prohibir la realización de honores, homenajes y/o actos de reconocimiento a personas vivas o fallecidas que hubieren sido formalmente acusadas y/o condenadas por haber cometido delitos de lesa humanidad, delitos contra el orden democrático o la seguridad de la nación, u otros delitos cometidos en ocasión de su función o valiéndose de ella o de su condición militar o policial, incluso cuando lo hubieran hecho obedeciendo órdenes superiores, o cuando hubieren hecho apología de los mismos o los hubieran reivindicado en forma pública o hubieran ocupado puestos políticos o administrativos de cualquier nivel de la administración y en cualquiera de los poderes del Estado valiéndose de la usurpación ilegítima del poder”.
Respecto del establecimiento del delito, la legislación comparada establece precedentes, como bien lo informa la moción presentada por el H.D. Tucapel Jiménez, respecto de leyes que tipifican como delito negar, ocultar o minimizar los crímenes contra la humanidad.
Interesante es en este sentido lo que se ha hecho en Alemania, estableciendo como delito la negación, minimización, aprobación de los actos cometidos bajo las reglas del nacionalsocialismo. El Código Penal de Alemán, en su sección 130, establece: “Quien publicite o en una reunión apruebe, deniegue o plantee como inofensivo un acto cometido bajo las reglas del Nacional Socialismo del tipo indicado en la Sección 220a, subsección, de una forma capaz de alterar la paz social, deberá ser penado con prisión por hasta 5 años o una multa”.
En último lugar, entendiendo que los rangos militares también son constituyentes de honores, el Código de Justicia Militar no contempla en su texto vigente la pena de degradación para aquellos uniformados que hayan cometidos delitos de lesa humanidad y de guerra contemplados en las normas imperativas de ius cogens, en el derecho consuetudinario internacional y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, por lo que se plantea una modificación en este sentido. Por todo lo anterior, se viene a presentar el siguiente PROYECTO DE LEY
ARTÍCULO 1°: Prohíbanse cualquier tipo de honores, tributos u homenajes a personas, vivas o fallecidas, que hubieran sido condenadas por delitos de lesa humanidad.
Las personas que convoquen o patrocinen este tipo de actos serán castigados con presidio menor en su grado mínimo.
El que, utilizando fondos fiscales, patrocinare o financiare este tipo de homenajes incurrirá en la pena de presidio menor en su grado medio como también la pena de inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado medio.
ARTÍCULO 2°: Para sustituir el artículo 203 del Código de Justicia Militar, por el siguiente:
“Si algún Oficial en servicio activo o en retiro, de cualquiera jerarquía que sea, cometiere un acto deshonroso para la dignidad militar, podrá ser sometido a un Tribunal de Honor para que juzgue si puede continuar en el servicio en los casos que corresponda, sin perjuicio de las demás sanciones que establezca el Reglamento incluida la degradación.
Para los efectos de esta disposición se entiende que constituye un acto deshonrosos para la dignidad militar, la condena por sentencia firme, en calidad de autores, cómplices o encubridores por crímenes y simples delitos que constituyen crímenes de lesa humanidad y de guerra contemplados en las normas imperativas de ius cogens, en el derecho consuetudinario internacional y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.
El Oficial en servicio activo que incurriere en la conducta descrita en el inciso anterior será sancionado con la degradación”.
ARTÍCULO TRANSITORIO: La autoridad respectiva deberá dentro el plazo de treinta días las enmiendas necesarias en el Decreto Supremo N° 2076, de 27 de octubre de 1947, en todo lo que resulte incompatible con la presente ley.
(Fdo.): Isabel Allende Bussi

Senadora
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y LAGOS, SOBRE LA NECESIDAD DE DECLARAR LA UTILIDAD PÚBLICA PARA LA EXPROPIACIÓN DEL CAMPO DUNAR DE CONCÓN

(S 1433-12)

Considerando:
1°.-Que en la comuna de Concón existe un Campo Dunar, de una superficie aproximada de cuarenta y cinco hectáreas, que se formó por el traslado de grandes masas de arena, efectuado por el viento, fenómeno geográfico que según los expertos se produjo hace millones de años, dando origen a estas dunas.
2°.-Que las singulares características de este Campo Dunar lo hacen formar parte del patrimonio geológico de nuestro país, razón por la cual ha sido propuesto para integrar el Catálogo Geológico de la Tierra.
3°.-Que por dicha razón, este predio constituye el hábitat natural de muchas especies animales y vegetales, que se han visto afectadas por el desarrollo de proyectos inmobiliarios que se han emplazado en el lugar, y que tienen a tales especies en serio peligro de extinción.
4°.-Que en el año 1993, el Gobierno de la época dictó el Decreto Supremo N° 481, en virtud del cual, y conforme a lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley N° 17.288, se declaró Santuario de la Naturaleza al Campo Dunar, en toda su superficie, reduciéndose posteriormente a solo doce hectáreas, lo que ha sido aprovechado por empresas constructoras para llevar a cabo proyectos inmobiliarios en el sector aledaño.
5°.-Que la alteración del Campo Dunar atenta indudablemente contra la conservación de los ecosistemas y además afectaría seriamente un elemento muy importante de la belleza paisajística de la zona, lo que asimismo perjudicaría el atractivo turístico del lugar, si allí se concretan proyectos inmobiliarios, como se pretende.
6°.-Que a lo anteriormente expuesto, cabe agregar que estas dunas siempre han sido accesibles para toda la comunidad que, además de valorar su atractivo, 'ha permitido una sana recreación a las diversas generaciones que han conocido y valorado este bello lugar y la importancia que reviste para la biodiversidad.
7°.-Que el artículo 19 N° 24 de nuestra Constitución Política, que reconoce, resguarda y garantiza el derecho de propiedad en todas sus formas, establece que este derecho tiene limitaciones y obligaciones derivadas de su función social. Con este propósito, dicha norma establece que, mediante una ley general o especial puede autorizar, por causa de utilidad, la expropiación de un bien raíz.
8°.-Que por su parte, el numeral 8° de este mismo artículo 19, impone al Estado el deber de tutelar la preservación de la naturaleza, estableciendo que la ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente.
9°.-Que en tal virtud, estimamos que al Gobierno de Chile, en cumplimiento de su obligación de preservación de la naturaleza, lo que incluye la protección de lugares como el Campo Dunar, le corresponde enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley, de carácter especial, que permita expropiar, por causa de utilidad pública, este predio de cuarenta y cinco hectáreas, que permita asegurarlo como un parque de conservación ambiental, que en este caso es un bien jurídico superior al de la propiedad privada.
En mérito a lo expuesto,
EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:
Solicitar a S. E., el Presidente de la República, el envío al Congreso Nacional, de un proyecto de ley que autorice la expropiación, por causa de utilidad pública, de la totalidad del predio conocido como Campo Dunar, ubicado en la comuna de Concón, con una superficie aproximada de cuarenta y cinco hectáreas, para que dicho lugar sea protegido y preservado en su calidad de Santuario de la Naturaleza, y como parte del patrimonio geológico de la nación.

(Fdo.): Francisco Chahúan Chahuán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE OTORGA REAJUSTE DE REMUNERACIONES A LOS TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO, CONCEDE AGUINALDOS QUE SEÑALA Y OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(8067-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


A la sesión en que se debatió la iniciativa asistieron, además de sus miembros, los siguientes invitados:

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; y el coordinador legislativo, señor Francisco Moreno.

De la Dirección de Presupuestos, el Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Hermann von Gersdorff, y la abogado, señora Jacqueline Duncan.

Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el asesor, señor Francisco del Río.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.

De la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), el Presidente, señor Raúl de la Puente; el Secretario General, señor Bernardo Jorquera; el Director, señor Ernesto Muñoz; y la Vicepresidenta de Relaciones Internacionales, señora Jeanette Soto.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la asesora, señorita Macarena Lobos.

El asesor, señor Jaime Romero.

- - -


Cabe señalar que la presente iniciativa fue ingresada por Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, a la Cámara de Diputados. Dicha Cámara desechó en general el proyecto.


Su Excelencia el Presidente de la República, haciendo uso de la facultad contemplada en el artículo 68 de la Constitución Política de la República, solicitó que el Mensaje fuera enviado al Senado, que lo aprobó en general por los dos tercios de sus miembros presentes.


El proyecto de ley, en consecuencia, retornó a la cámara de origen, que lo aprobó, asimismo, en general, prosiguiendo con su tramitación.

Se hace presente que el precitado artículo 68 de la Constitución Política de la República, señala, literalmente, lo siguiente: “El proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de su origen no podrá renovarse sino después de un año. Sin embargo,  el Presidente de la República, en caso de un proyecto de su iniciativa podrá solicitar que el mensaje pase a la otra Cámara, y si ésta lo aprueba en general por los tercios de sus miembros presentes…..”. En mérito de lo expuesto,  la Comisión de Hacienda consideró aprobado ya en general el proyecto por la Sala del Senado, y en consecuencia sólo discutió en particular la iniciativa.

El texto aprobado en general por el Honorable Senado es el siguiente:

“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2011 un reajuste de 4,5 % a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.

El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2011.

Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.

El monto del aguinaldo será de $41.800.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $548.625.- y de $ 22.179.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.

El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.

El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.

Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.

Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2012, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $53.818.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2012, sea igual o inferior $548.625.-, y de $37.489.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.

Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.

Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.

Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.

Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $52.478.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $26.239.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2012, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $21.950.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $548.625.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.

Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.

Artículo 15.- Concédese durante el año 2012, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.

Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.

Artículo 16.- Durante el año 2012 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $ 91.211.-

El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.

Artículo 17.- Increméntase en $3.213.600.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2011. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2011.

Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2012, los montos de "$223.565-”, “$253.538.-” y “$272.713”.-, a que se refiere el artículo 21º de la ley Nº 19.429, por “$233.625”, “$264.947”, “$284.985” respectivamente.

Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8°, 13 los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.821.592.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.

Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2012, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral,  de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $47.025.-

El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2012, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.

Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2012, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, de $14.630.- Este aguinaldo se incrementará en $7.524.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.

Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2012 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.

Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2012, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2012 de $16.825.- dicho aguinaldo se incrementará en $9.510.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.

En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.

Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.

Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio  para  las  personas con  discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la Ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de  Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes. 

Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2012, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $193.318.- trimestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.

En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.

Artículo 24.- Establécese, a contar del día 1º de enero de 2012, una bonificación especial de carácter permanente para los profesionales y técnicos, sean de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública, que laboren directamente en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos.

Para tener derecho a la bonificación, los funcionarios señalados que cumplan con las condiciones establecidas en el inciso anterior deberán ser individualizados mediante una o más resoluciones del Director del Instituto de Salud Pública.

La bonificación ascenderá a un monto mensual de $ 165.000.- para los funcionarios profesionales y de $ 60.000.- para los técnicos. Será imponible para fines de pensiones y salud y no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración y será incompatible con la bonificación a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.209.

La bonificación especial, se podrá conceder a un máximo de diez profesionales y de diez técnicos. Será reajustable conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo 1° de la presente ley. 

Artículo 25.-  Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2011" por " y enero del año 2012,", y

b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2012" por "2013".

Artículo 26.- Establécese que la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 30 de la ley N° 20.313 al personal asistente de la educación que actualmente se encuentre en funciones,se pagará respecto del año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1°de la ley  N° 20.486.

Artículo 27.- Establecese que las bonificaciones señaladas en los artículos 29 y 30 de la ley N°20.313, 13° de la ley N° 20.212, y 3° de la ley 20.250 se reajustarán en lo sucesivo, conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo 1° de la presente ley. 

Artículo 28.- Facúltase al Presidente de la República para que modifique, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por el Ministerio de Hacienda, los requisitos para el ingreso y promoción de la planta de Profesionales, contenidos en el artículo 38 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado.

Artículo 29.- Los incrementos concedidos por las letras b) y c) del artículo tercero de la ley N° 19.553 y sus modificaciones, se otorgarán durante el año 2012 a los funcionarios de la Subsecretaría de Turismo que corresponda, en función del cumplimiento de los indicadores de desempeño formulados para esa Subsecretaría en el proceso presupuestario 2011. Para ello, durante enero de 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos evaluará su grado de cumplimiento. Tratándose del incremento de desempeño colectivo, podrá aplicarse lo dispuesto en la letra b) del artículo 7° de dicha ley.

Artículo 30.- El Presidente de la República podrá nombrar, transitoria y provisionalmente, al Secretario Ejecutivo de la Agencia de la Calidad de la Educación y al Superintendente de Educación, jefes superiores de los servicios creados por la ley N° 20.529, quienes asumirán de inmediato, en tanto se fije la planta de ambas instituciones y se concluya el proceso de selección que establece el Título VI de la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, con el nombramiento de cada uno de ellos. Mientras no inicien actividades dichas instituciones, la remuneración de ambos será equivalente a la que actualmente perciben los Jefes de División, grado 2° EUS, de la Planta de Personal del Ministerio de Educación,  incluido el incremento por desempeño colectivo y se financiará con cargo al presupuesto correspondiente a la Partida del Ministerio de Educación, Capítulo 01, Programa 01.

Artículo 31.- En el inciso segundo del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.529, sustitúyase la oración “Del mismo modo, el Presidente de la República fijará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria y establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije y de los  traspasos que practique.”, por la siguiente “Del mismo modo, el Presidente de la República fijará el régimen de remuneraciones que le será aplicable, las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria y establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije y de los  traspasos que practique.”.

Artículo 32.- Agréguese el siguiente inciso final al artículo 10 del Decreto con Fuerza de Ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo: 

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, podrá contratarse personal asimilado a un grado de la escala de remuneraciones que rige en el respectivo órgano o servicio aun cuando dicho grado no esté contemplado en su planta de personal. Los requisitos que deberán cumplir quienes sean contratados de acuerdo a lo expresado anteriormente, serán aquellos establecidos para el grado inmediatamente superior de la respectiva planta de personal.”. 

Artículo 33.- Facúltase al Presidente de la República para que modifique, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también suscribirá el Ministro de Hacienda, los requisitos para el ingreso y promoción de las plantas de Profesionales y de Técnicos, contenidos en el artículo 20 del decreto ley N° 600, de 1974, que Fija Estatuto de la Inversión Extranjera.

Artículo 34.- Prorrógase para el año 2012 el artículo segundo transitorio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, respecto del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente, que haya ingresado a prestar servicios durante el segundo semestre de 2011.

Artículo 35.- El mayor gasto que represente en el año 2011 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.

El gasto que irrogue durante el año 2012 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º,8°,13, 14, 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2012 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2012. Todo lo anterior, podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Los principales objetivos de la iniciativa en informe son reajustar las remuneraciones de los trabajadores del sector Público, conceder los aguinaldos que se señalan y otorgar otros beneficios.

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley Nº 15.076, fija el texto refundido del Estatuto para los Médico-Cirujanos, Farmacéuticos o Químico-Farmaceúticos, Bio-Químicos y Cirujanos Dentistas.

- La ley Nº 15.386, establece un fondo de revalorización de pensiones.

- La ley Nº 16.744, establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

- La ley Nº 18.460, establece la ley Orgánica Constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones.

- La ley Nº 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales.

- La ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.

- La ley Nº 18.987, que incrementa asignaciones, subsidio y pensiones que indica.

- La ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación.

- La ley Nº 19.123, crea empresa Televisión Nacional de Chile.

- La ley Nº 19.129, que establece subsidio compensatorio a favor de la industria del carbón.

- La ley Nº 19.297, que introduce modificaciones a la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- La ley Nº 19.464, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica.

- La ley Nº 19.536, que concede una bonificación extraordinaria para enfermeras y matronas que se desempeñan en condiciones que indica, en los establecimientos de los servicios de salud.

- La ley Nº 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios.

- La ley Nº 19.640, establece la ley orgánica constitucional del Ministerio Público.

- La ley Nº 19.992, establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica.

- La ley Nº 20.032, que establece sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de la red de colaboradores del SENAME, y su régimen de subvención.

- La ley Nº 20.209, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, la ley N° 19.490; se delegan facultades para fijar y modificar las plantas de personal que indica y otros beneficios para el personal de los Servicios de Salud.

- La ley Nº 20.212, que modifica las leyes N°s 19.553, 19.882 y otros cuerpos legales, con el objeto de incentivar el desempeño de los funcionarios públicos.

- La ley Nº 20.250, que modifica las leyes N°s 19.378 y 20.157 y concede otros beneficios al personal de la Atención Primaria.

- La ley Nº 20.255, establece reforma provisional.

- La ley Nº 20.313, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica.

- La ley Nº 20.486, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica.

- La ley Nº 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y su fiscalización.

- El decreto ley Nº 249, de 1974, fija la escala única de sueldos para el personal que señala.

- El decreto ley Nº 3.058, de 1979, modifica sistema de remuneraciones del Poder Judicial.

- El decreto Ley Nº 3500, de 1980, que establece un nuevo sistema de pensiones.

- El decreto ley Nº 3.551, de 1981, fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.

- El decreto ley Nº 1.263, orgánico de administración financiera del Estado.

- El decreto ley Nº 1.953, de 1977, establece normas de carácter presupuestario y financieras.

- El decreto ley Nº 2.465, de 1979, crea el Servicio Nacional de Menores y fija el texto de su ley orgánica.

- El decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1968, del Ministerio del Interior, que establece el Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.

- El decreto con fuerza ley Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile.

- El decreto ley Nº 3.166, de 1980, autoriza entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica.

- El decreto ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior,  que reglamenta la aplicación del inciso segundo del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979.

- El decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, fija normas sobre financiamiento de las Universidades.

- El decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares y sistema de subsidios de cesantía para los trabajadores de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nº 307 y 603, ambos de 1974.

- El decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado.

- El decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.

- El decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del estado a establecimientos educacionales.

- El decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

- El decreto con fuerza de ley Nº 3, de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija planta de personal de la Superintendencia del Medio Ambiente y su régimen de remuneraciones.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República da cuenta, en primer lugar, de las consideraciones tenidas en cuenta para la fijación del reajuste para el año 2011. La primera de ellas, el contexto económico del país, que desde finales del año 2010, y tras la severa crisis económica global de 2009 y el terremoto y tsunami que azotó al país a comienzos del año pasado, ha mostrado una sorprendente capacidad de recuperación. En los primeros tres trimestres del año 2011 nuestra economía ha sido capaz de crecer en un 7%, y las proyecciones de variadas entidades sitúan el crecimiento del año 2011 en al menos un 6,5% anual. 

Sin embargo, el escenario para el año 2012 es sumamente incierto. Las dificultades financieras por las que atraviesan varios de los países del mundo desarrollado –Estados Unidos y países de Europa-, son un factor de riesgo con alcance global. Siendo Chile un país integrado internacionalmente, es altamente probable que una eventual crisis económica en esos países afecte el desempeño de nuestra economía.

Por otra parte, recientemente el Instituto Nacional de Estadísticas (INE) dio a conocer la variación de los precios del mes de octubre, la que da cuenta de un aumento en el costo de la vida de 3.7% en los últimos doce meses. Si bien la inflación ha ido en aumento en los últimos meses, aún se mantiene dentro del rango de tolerancia impuesto por el Banco Central, cuyo máximo es un 4% anual. Cuando se analizan medidas de inflación subyacente, es decir aquellas medidas que no consideran precios de bienes que son muy volátiles, se observa una inflación contenida de los precios. Las dos medidas de inflación subyacente más utilizadas son el IPCX y el IPCX1. Estas medidas de inflación registran una variación en 12 meses de 2.5% y 1.9% respectivamente. En consecuencia, las cifras revelan que las presiones inflacionarias se encuentran contenidas. Además las medidas de inflación esperada en los próximos meses también se mantienen bastante contenidas y dentro del rango meta del Banco Central. 

El reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público debe tomar en consideración el contexto económico del país aquí presentado, velando porque las remuneraciones no pierdan su poder adquisitivo, permitan seguir atrayendo a los y las mejores para trabajar en la administración pública. Sin embargo si dicho aumento no se condice con la realidad salarial del país, puede atentar gravemente contra la fortaleza de la creación de empleo observada durante más de un año.

En consecuencia, el reajuste de remuneraciones otorgado a los trabajadores del sector público debe realizarse en forma prudente, de modo tal de lograr un adecuado equilibrio y mantener una justa remuneración para nuestros servidores públicos.
La segunda consideración que debe tenerse en cuenta, añade el Mensaje, es la situación fiscal relativamente estrecha, en la que como Gobierno se han comprometido a rebajar el déficit estructural a 1% del PIB hacia el final del mandato.  Este desafío tiene que ser logrado conjuntamente con el financiamiento de la reconstrucción del daño ocasionado por el terremoto/tsunami, la eliminación de la pobreza extrema y el desarrollo del país. A esto se suma la necesidad de una austeridad preventiva dada la incertidumbre de que se genere en los próximos meses una crisis económica en grandes regiones del mundo. En este contexto, se enfrenta una situación en que el gasto público puede crecer solamente en forma moderada. Considerando este escenario, es que se hace aconsejable un reajuste prudente de los salarios del sector público.

Describiendo el contenido del proyecto de ley, alude inicialmente el Mensaje al reajuste general que se pretende otorgar, a contar del 1 de diciembre de 2011, un reajuste general del 4,5 % a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, tales como sueldos bases, asig​nación profesional, de zona, de fiscalización, municipal, de especialidades y otras similares, según la normativa que les sea aplicable, a los trabajadores del sector público, tanto de la Administración Civil del Estado, como al personal afecto a las escalas de remuneraciones del Congreso Nacional, de la Contraloría General de la República y demás instituciones fiscalizadoras, de las Municipalidades, de las Fuerzas Armadas, de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076.

Se indica, asimismo, cuáles son los trabajadores del sector público a los que, no obstante lo anterior, no se les aplica dicho reajuste, por contar con otros mecanismos de ajustes de sus remuneraciones:

- Aquellos cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias.

- Aquellos cuyas remuneraciones sean establecidas, conveni​das o pagadas en moneda extranjera.

- Aquellos cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Con todo, hace presente que las remuneraciones adicionales fijadas en porcentajes de los sueldos no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos reajustados, a contar del 1 de diciembre de 2011.

Enseguida, trata el Mensaje sobre el aguinaldo de navidad para el sector activo, diferenciando entre las siguientes tres categorías:

- Trabajadores del Sector Público. 

- Personal de las Universidades y de servicios traspasados. 

- Trabajadores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionados, de educación técnico-profesional, colaboradores del SENAME, Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia. 

El monto del aguinaldo será, respecto de los trabajadores señalados precedentemente, de $41.800.- para aquellos cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre del 2011, sea igual o inferior a $548.625.- y de $22.179.- para aquellos cuya remuneración líquida supere a tal cantidad, a esa misma fecha. Para efectos de calcular la remuneración líquida, se considerarán solamente las que tengan el carácter de permanentes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

Respecto de este mismo aguinaldo, los concedidos a los trabajadores del sector público y al personal de universidades y servicios traspasados, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados y de las empresas señaladas expresamente, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º del proyecto, se absorberá el gasto con los recursos de la respectiva entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos si no pueden financiarlos, en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al pago del beneficio. Consecuente con lo anterior, el proyecto dispone que el pago del aguinaldo de Navidad a que se refieren los artículos 3°, 5° y 6° del proyecto se efectúe por el respectivo empleador, quien recibirá los fondos pertinentes, cuando corresponda.

Prosigue el Mensaje dando cuenta del aguinaldo de fiestas patrias para el sector activo, por una sola vez, para el año 2012, a los trabajadores que al 31 de agosto del mismo año desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refieren los artículos 2°, 3º, 5º y 6º del proyecto. Su monto ascenderá a $53.818.- para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2012 sea igual o inferior a $548.625.- y de $37.489.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. El financiamiento de este aguinaldo se sujetará a las normas señaladas en el artículo 4º del proyecto.

Accederán, asimismo, a los aguinaldos precedentemente señalados, los trabajadores, referidos en la iniciativa, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Estos beneficios no se extenderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera y no son imponibles. Y en el caso de aquellos trabajadores que puedan impetrar el aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto, contemplándose sanciones para quienes perciban maliciosamente el beneficio.

El proyecto, agrega el Mensaje, otorga, por una sola vez, un bono de escolaridad no imponible a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de este proyecto de ley, y a otros que indica. El beneficio será entregado por cada hijo entre los cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida por la ley, que se encuentre cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza pre-básica del primer y segundo nivel de transición, educación básica o media, educación superior o especial en los establecimientos educacionales que se indican, con el objeto de paliar en parte los mayores gastos en que deben incurrir los funcionarios para financiar la educación de sus hijos.

El monto de este bono ascenderá a $52.478.-, que será pagado en dos cuotas iguales de $26.239.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012. Por razones prácticas, se establece que para su pago podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

A continuación, destaca el Mensaje que el proyecto concede a los trabajadores a que se refiere el artículo 13º, durante el año 2012, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $21.950.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $548.625. Dichos valores se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12º de la Ley N° 19.553, bonificación que es incompatible con la recientemente indicada.

Del mismo modo, se prevé un bono de escolaridad y la bonificación adicional a este beneficio, para los trabajadores no docentes que se señalan.

Se contemplan, además, los siguientes aportes:

- Aporte, para 2011, de $91.211.- para los Servicios de Bienestar, tomando como base para determinar el monto del aporte extraordinario del artículo 13º de la ley N° 19.553.

- Incremento para 2011, en $3.213.600 miles, del aporte a los establecimientos de Educación Superior que señala el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación. Este aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios de bono de escolaridad y bonificación adicional al personal no académico de las universidades estatales.

Considera el proyecto, también, incrementar la bonificación de nivelación establecida por el artículo 21º de la ley Nº 19.429, de modo que los funcionarios regidos por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1973, por los Títulos I y II del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y el personal clasificado en las categorías de las letras c), d), e) y f) del artículo 5º de la ley Nº 19.378, reciban a lo menos una remuneración bruta mensual de $233.625.-, $ 264.947.- y $284.985.-, respectivamente, cuyo monto dependerá de las plantas o escalafones correspondientes, a contar del 1 de enero del año 2012.

Enseguida, continúa el Mensaje señalando el tope de remuneraciones para aguinaldo de Navidad, de Fiestas Patrias y bono de escolaridad: aquellas brutas de carácter permanente en los meses que en cada caso correspondan, iguales o inferiores a $1.821.947.-, excluidas aquellas asignaciones asociadas a desempeño individual, colectivo o institucional. Da cuenta, del mismo modo, de los siguientes beneficios:

- Bono de invierno, por una sola vez en el año 2012, a los pensionados que se indica, en las condiciones que establece el artículo 20 del presente proyecto de ley, un bono de invierno de $47.025.- Este bono se pagará en el mes de mayo de 2012, a todos los pensionados antes señalados que el primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad y cuyas pensiones no superen cierto monto, que en cada caso se señala, a la fecha del pago del beneficio. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

- Aguinaldo de fiestas patrias, por una sola vez en 2012, a los pensionados que se indica, por la suma de $14.630.-, que se incrementará en $7.524.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aún cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, tendrán derecho quienes, al 31 de agosto del año 2012, tengan la calidad de beneficiarios de pensiones básicas solidarias y de quienes se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme el título VII del decreto ley N° 3.500 de 1980; del referido decreto de ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario, de las establecidas para las víctimas directas afectadas por las violaciones a los derechos humanos de la ley N° 19.992; de las establecidas en beneficio de los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos o de violencia política de la ley Nº 19.123, y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, a favor de los trabajadores del carbón.

- Aguinaldo de Navidad del año 2012 a todos estos pensionados que tengan algunas de las calidades señaladas precedentemente, al 30 de noviembre del año 2012, el que ascenderá a $16.825.- por cada pensionado, incrementándose en $9.510.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditada como causante de asignación familiar o maternal, aún cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987. Estos aguinaldos presentan las mismas características y condiciones establecidas para los aguinaldos de los trabajadores del sector público. El proyecto establece, asimismo, normas sobre el financiamiento de los aguinaldos concedidos.

El Mensaje reseña, enseguida, otras normas particulares contenidas en el proyecto:

- Concede, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2012, la bonificación extraordinaria trimestral de $ 193.318.- a que se refiere la ley Nº 19.536, a las enfermeras, matronas y enfermeras-matronas que se desempeñan en puestos de trabajo que requieren atención las veinticuatro horas del día en sistemas de turnos rotativos, nocturnos y en días sábados, domingos y festivos, en unidades de emergencia de neonatología y maternidades de los establecimientos asistenciales dependientes de los Servicios de Salud, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación. También tendrán derecho a esta bonificación los profesionales de las carreras mencionadas precedentemente que desempeñen cargos de la Planta de Directivos en las unidades ya referidas, y aquellos que cumplan funciones de supervisión, aunque no integren el sistema de turnos.

La cantidad máxima de profesionales que podrán tener acceso a esta bonificación será de 4.966 personas. En lo no previsto, la concesión del citado beneficio se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536.

- Establece en el artículo 24 una bonificación especial para el personal de los estamentos profesional y técnico del Instituto de Salud Pública que laboren directamente en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos. El monto mensual de esta bonificación será de $165.000 para los profesionales y de $60.000 para los técnicos
- Se modifica la ley N° 19.464, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para el personal no docente de establecimientos educacionales que indica, reemplazando los guarismos de sus artículos 7° y 9°, para los efectos del cálculo del aumento de remuneraciones, para el personal no docente de los municipios.

- Con el fin de precisar dudas en la interpretación de la norma, se establece un artículo especial que reconoce la reajustabilidad de la bonificación de zonas extremas, otorgada al personal Asistente de la Educación por la ley 20.313, estableciendo el derecho al reajuste general de remuneraciones del sector público desde el 1° de enero de 2011, para dicha asignación.

- Se propone dar una facultad al Presidente de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley expedido a través del Ministerio de Hacienda, modifique los requisitos para el ingreso y promoción  de la planta de profesionales del Consejo de Defensa del Estado.
- Se modifica la norma establecida en la ley sobre personal del Servicio Nacional de Turismo, dado que el decreto con fuerza de ley que creó la institución comenzó a regir en enero de 2011 razón por la cual no existió plazo para fijar las remuneraciones variables del personal.

- Se propone una norma que faculta al Presidente de la República para nombrar en forma provisional al Secretario Ejecutivo de la Agencia de la Calidad de la Educación y al Superintendente de Educación, jefes superiores de los servicios creados por la ley N° 20.529, hasta que se fije la planta de ambas instituciones y se concluya el proceso de selección que establece el Título VI de la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública. 

- Se plantea modificación al artículo 10 del Estatuto Administrativo. En el caso de las plantas de las Instituciones que no contemplaban grados intermedios se hace imposible contratar personal en tales grados al no contemplarse los requisitos respectivos. Se propone una norma que soluciona esta situación permitiendo que se exija los requisitos del grado inmediatamente  superior.

- La mayor parte del personal de Superintendencia del Medio Ambiente fue contratada a contar del mes de julio del año 2011 razón por la cual no cumplirá el requisito de contar con seis meses de antigüedad para percibir las remuneraciones variables. Durante el año 2011 la ley les asignó un 6,25% transitoriamente, esta asignación se prorroga para este personal para el año 2012.

- El proyecto señala, finalmente, cuál será el financiamiento del mayor gasto fiscal que represente para los años 2011 y 2012  la aplicación de esta iniciativa.

- - -

DISCUSIÓN 

El Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, efectuó una presentación del siguiente tenor:

“REAJUSTE REMUNERACIONES

SECTOR PÚBLICO

COYUNTURA

MACROECONÓMICA NACIONAL
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REAJUSTE REMUNERACIONES

SECTOR PÚBLICO
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CONSIDERACIONES SOBRE EL EMPLEO
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CONSIDERACIONES FISCALES
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En Resumen…

El reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público debe:

- Velar por mejorar el poder adquisitivo de los trabajadores.

- Evitar efectos perniciosos sobre la creación de empleo en el resto de la economía.

- Considerar la realidad fiscal y la necesidad de moderar el crecimiento del gasto público.
ACUERDO CON ORGANIZACIONES GREMIALES DEL SECTOR PÚBLICO

El Gobierno logró un acuerdo con las siguientes organizaciones que formaron parte de la mesa de negociación del sector público:

- Confederación Nacional de Funcionarios Municipales (ASEMUCH)

- Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud (CONFENATS)

- Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios Técnicos de los Servicios de Salud (FENTESS)

- Confederación Nacional de Funcionarios de la Salud Municipalizada(CONFUSAM)

- Asociación Nacional de las Juntas de Jardines Infantiles (AJUNJI)

- Federación nacional de Funcionarios Sub Secretaría de Salud Pública (FENFUSSAP)

- Confederación Nacional de Asociaciones de Funcionarios de Educación Municipalizada de Chile (CONFEMUCH)

- Federación Nacional de Asociaciones de Funcionarios de Universidades Estatales de Chile (FENAFEUCH)

- Agrupación Nacional de Federaciones de Funcionarios de las Universidades Estatales (ANTUE)

- Federación Nacional de Funcionarios de la Universidad de Chile (FENAFUCH)

- Federación nacional de Trabajadores de la Salud Unitaria (FENATS UNITARIA)

- Central unitaria de Trabajadores (CUT)

- Estas organizaciones del sector público tienen un total de más de 100.000 afiliados

- Este es el primer acuerdo de reajuste desde el año 2007
El acuerdo de Reajuste Remuneraciones

Incremento de remuneraciones de 5%

Beneficiarios: 586.490 personas

- Trabajadores del sector público (incluidos municipalidades y Salud Primaria)

- Profesionales ley N°15.076

- Personal Congreso Nacional

No rige para:

- Trabajadores sector público cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con disposiciones sobre negociación colectiva del Código del Trabajo

- Trabajadores sector público remunerados en moneda extranjera

- Trabajadores sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Otros Beneficios parte del acuerdo

Bono de éxito de negociación

- $230.000 para remuneraciones de hasta $600.000 de salario bruto

- $115.000 para salarios entre $600.000 y $1.830.000

- Total Beneficiarios: 810.393 personas

Aguinaldo de Navidad: 

- $42.000 para remuneraciones liquidas inferiores a $551.250. Beneficiarios: 519.125

- $22.285 para remuneraciones liquidas superiores a $551.250  pero inferiores a $1.830.308. Beneficiarios: 291.268

- Total Beneficiarios: 810.393 personas

Aguinaldo de Fiestas Patrias: 

- $54.075 para remuneraciones liquidas inferiores a $551.250. Beneficiarios: 519.125

- $37.669 para remuneraciones liquidas superiores a $551.250  pero inferiores a $1.830.308. Beneficiarios: 291.268

- Total Beneficiarios: 810.393 personas

Bono de escolaridad normal: 

- El monto del bono ascenderá a la suma de $52.730 para personas con remuneraciones liquidas inferiores a $1.830.308. 

- Será pagado en dos cuotas iguales de $26.365 cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012.

- Beneficiarios: 411.634 personas

Bono de escolaridad adicional:

- $22.055 Para trabajadores que perciban una remuneración líquida no superior a $551.250,

- Se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad. 

- Beneficiarios: 200.189

Aporte Bienestar: Aporte total por $979 millones.

Aporte a Instituciones de Educación Superior: Se incrementa en $3.214 millones.

Bono Invierno sector Pasivo:

- bono de invierno por $47.250, para los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez.

- Beneficiarios: 696.622 personas

Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Pasivo: 

- $14.700 por pensionado
- Se incrementa en $7.564 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal
- Número de Beneficiarios: 1.883.951

- Número de cargas: 234.310

Aguinaldo de Navidad Sector Pasivo: 

- $16.905 por pensionado

- Se incrementa en $9.555 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal
- Número de Beneficiarios: 1.914.454

- Número de cargas: 235.351
Otros Beneficios del acuerdo

Bonificación extraordinaria para enfermeras, matronas, enfermeras-matronas y otros profesionales de colaboración médica: 

- a contar del 1 de enero del año 2012, la bonificación extraordinaria trimestral de $ 194.243

- Beneficiarios: 4.966 profesionales de servicios de salud
Bonificación especial para profesionales y técnicos del Instituto de Salud Pública: El proyecto establece en el artículo 24 una bonificación especial para el personal de los estamentos profesional y técnico del Instituto de Salud Pública que laboren directamente en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos. El monto mensual de esta bonificación será de $165.000 para los profesionales y de $60.000 para los técnicos.
Reajustabilidad de la bonificación de zonas extremas para el personal Asistente de la Educación: artículo especial que lo reconoce la reajustabilidad de la bonificación de zonas extremas, desde el 1° de enero de 2011, para dicha asignación. 
	COSTO FISCAL
	MILLONES DE $

	1. COSTO FISCAL AÑO 2011

Reajuste Remuneraciones y Subvenciones 

Aguinaldo de Navidad Sector Activo 

Aporte a Instituciones de Educación Superior 

Bono Especial Bruto

Asistentes Educación Zona Extrema con valores reajustados al 4,2%

Atención Primaria Zona Extrema con valores reajustados al 4,2%
	202.349

35.115
28.309
3.214
135.444

179

88

	2. COSTO FISCAL AÑO 2012

Reajuste Remuneraciones y Subvenciones 

Bono de Escolaridad Normal 

Bono de Escolaridad Adicional 

Aporte a Bienestar
Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Activo 

Bono Invierno Sector Pasivo 

Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Pasivo

Aguinaldo de Navidad Sector Pasivo 

Bono Enfermera - Matrona Ley N° 19.536 

Subsecretaría de Turismo 

Asistentes de la Educación incremental 2012

Bonificación Zona Extrema Chiloé (Asistentes-Municipales-APS)
	603.979

436.575

21.707

4.421

979

39.057

32.915

29.465

34.613

3.858

11

222

156


	COSTO TOTAL EN MM$
	806.328


”.

Enseguida, el señor Ministro se refirió a diversas materias abordadas en las conversaciones con los gremios del sector público.

El denominado bono post-laboral, reseñó, asciende hoy a $54.000 mensuales para remuneraciones inferiores a $1.004.000, con una tasa de reemplazo inferior a 55%, y se puede postular a él hasta 12 meses después de la jubilación. Como las mujeres jubilan a los 60 años, y pueden en consecuencia hacer efectivo el bono hasta los 61, se propone permitir que conjuntamente con acceder al incentivo al retiro entre los 60 y los 65 años, puedan igualmente solicitar el bono post-laboral dentro de los 12 meses posteriores al retiro. En el mismo sentido, añadió, ya ha sido presentado a tramitación legislativa, un proyecto de ley orientado a que personas provenientes del mundo municipal rural que perdieron la oportunidad de hacerlo, puedan también acceder al citado bono.

Recordó, por otra parte, que en la discusión del reajuste que tuvo lugar el año 2010, asumió el compromiso de llevar a cabo un proceso de reconsideración de las desvinculaciones de personal del sector público. En esa dirección, dio a conocer la existencia de un universo de 268 revinculaciones luego del señalado proceso, en diversas reparticiones, como las Subsecretarías de Relaciones Exteriores, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, de economía, del Ministerio de Planificación, de Educación, del Trabajo, de Previsión Social, de Obras Públicas, de Salud Pública, de Redes Asistenciales, de Vivienda, de Agricultura, de Transportes, de Telecomunicaciones, de Bienes Nacionales y de medio Ambiente, y en instituciones como la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Instituto de Salud Pública, la Subdirección del Servicio Nacional de la Mujer y la Subdirección Nacional de Cultura. A todas estas, destacó, deben agregarse las reincorporaciones realizadas por otra serie de servicios a nivel nacional. Además de todo lo anterior, manifestó la voluntad del Gobierno para reinstalar los procesos de reconsideración, que estarán a cargo de los respectivos subsecretarios, con el objeto de enmendar los casos en que se hayan verificado desvinculaciones que no correspondían.

Puso en consideración de la Comisión, enseguida, que el Ejecutivo ya ha llegado a acuerdo con 6 gremios en relación con el incentivo al retiro, que ha de operar retroactivamente, cubriendo todo el período transcurrido desde  que una persona ha cumplido la edad de jubilación sin tener acceso a una ley de incentivo al retiro. Con todo, y con el objeto de evitar dilaciones indefinidas sobre esta relevante materia, dio a conocer el compromiso del Gobierno para, a más tardar al mes de junio de 2012, presentar las iniciativas de ley que aborden el incentivo al retiro para todos los gremios, incluyendo a aquellos con los que no se haya logrado acuerdo, de manera de no generar perjuicios en sus afiliados.   Adicionalmente, se ha contemplado que personas que habiendo tenido acceso a ley de incentivo al retiro, no se acogieron a ella, puedan hacerlo en el marco de estas nuevas propuestas.

Finalmente, expresó que con los mismos gremios con los que se suscribió un protocolo acordando un reajuste de 5% y un bono de éxito de $230.000, existe consenso también en constituir mesas de trabajo sobre temáticas como igualdad de oportunidades, igualdad de remuneraciones, código de buenas prácticas laborales, libertad sindical y prácticas antisindicales; así como mesas sectoriales para abordar la situación de los trabajadores a honorarios y el sistema de calificaciones para el personal de la administración pública.    

Posteriormente, se concedió la palabra a los representantes de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, cuyo Presidente, señor Raúl de la Puente, expuso que, en su momento, 14 gremios de la administración pública realizaron una presentación de reajuste general, que incluía también propuestas sobre condiciones laborales y la necesidad de iniciar un progresivo traspaso de personal desde la contrata a la planta. Esto último, atendida la existencia, hoy en día, de 113.889 cargos a contrata y 85.547 cargos de planta, en circunstancias que el Estatuto Administrativo prescribe expresamente que sólo el 20%  del personal puede ser contrata. Tal precaria situación, profundizó, se agudiza si se considera que son 15.000 los funcionarios a honorarios, quienes deben solventar además su previsión, con el consecuente impacto que eso supone sobre sus jubilaciones.

En tanto el aludido traspaso no se lleve a cabo, añadió, se ha propuesto que se produzca la renovación automática del personal a contrata bien calificado, de acuerdo con el sistema al efecto vigente que, de acuerdo con el artículo 32 del Estatuto Administrativo, debe evaluar el desempeño y las aptitudes de cada funcionario, atendidas las exigencias y características de su cargo, sirviendo de base para la promoción, los estímulos y la eliminación del respectivo servicio.

A mayor abundamiento, puso énfasis en las recomendaciones de la Comisión Interamericana contra la Corrupción, que ha declarado la conveniencia de que Chile considere complementar, desarrollar y adecuar ciertas previsiones que se refieren a los sistemas de empleo, entre ellas, la de los funcionarios a contrata. Esto ha sido, indicó, precisamente lo que en varias ocasiones ha dado lugar a que el personal a contrata o a honorarios sea presionado por sus jefaturas para no fiscalizar u obrar en un determinado sentido, deviniendo, a la postre, en funcionales para los gobiernos de turno.

A la fecha, prosiguió, la ANEF ha registrado 1.500 despidos en 50 de los más de 250 servicios públicos, lo que no resulta razonable tratándose de personal bien calificado, en el marco, como se ha señalado, del sistema legalmente en vigor y de acuerdo con las calificaciones realizadas por las actuales autoridades del Gobierno.

Por todo lo expuesto, demandó un compromiso, por parte del Ejecutivo, para efectivamente mejorar la situación de las contratas y honorarios del sector público, tal como lo prometiera el actual Presidente de la República durante la campaña electoral, lo que hasta ahora no ha acontecido. Por el contrario, muchas veces se ha argüido que cada caso debe ser resuelto por el respectivo Jefe de Servicio, cuestión que no hace sino aumentar el riesgo de arbitrariedades e injusticias.

Se debe cautelar, además, la situación previsional de un universo de trabajadoras y trabajadores que han dedicado toda una vida al servicio público, a través de incentivos al retiro que les posibiliten acceder a mejores tasas de reemplazo. En su momento, la ley 20.212 vino a cumplir ese objetivo, y así, por ejemplo, un auxiliar podía acceder a cerca de $16 millones; hoy, en la propuesta del Ejecutivo, sólo podría hacerlo a $13 millones. Se está en presencia, en este y en varios otros casos (administrativos, técnicos, profesionales, etc.), de una involución y de la pérdida de derechos legítimamente adquiridos en una negociación, en circunstancias que con ese dinero mucha gente deberá afrontar la última etapa de su vida.

Del mismo modo, en el caso de la gente que cuenta con asignación de zonas extremas y vive en esas zonas, se precisa que sea esa una asignación imponible, por la incidencia que tiene en materia previsional.

En relación con el reajuste propiamente tal, finalmente, sostuvo que no puede ser calificado de bueno, pues sólo corresponde a 1 punto real de incremento, teniendo en cuenta el IPC y el guarismo propuesto por el Gobierno. 
A continuación, se da cuenta del articulado del proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados:

"Artículo 1°.- Increméntase en $3.213.600.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2011. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2011.

Artículo 2°.- Sustitúyense, a partir del 1 de enero del año 2012, los montos de "$223.565”, “$253.538” y “$272.713”, a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.429, por “$234.743”, “$266.215” y “$286.349”, respectivamente.

Artículo 3°.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2012, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $194.243 trimestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.

En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.

Artículo 4°.- Establécese, a contar del día 1 de enero de 2012, una bonificación especial de carácter permanente para los profesionales y técnicos, sean de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública, que laboren directamente en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos.

Para tener derecho a la bonificación, los funcionarios que cumplan con las condiciones establecidas en el inciso anterior deberán ser individualizados mediante una o más resoluciones del Director del Instituto de Salud Pública.

La bonificación ascenderá a un monto mensual  de  $165.000  para  los  profesionales  y  de  $60.000 para los técnicos. Será imponible para fines de pensiones y salud, no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración y será incompatible con la bonificación a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.209.

La bonificación especial se podrá conceder a un máximo de diez profesionales y de diez técnicos. Será reajustable conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo … de la presente ley. 

Artículo 5°.- Establécese que la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 30 de la ley N° 20.313 al personal asistente de la educación, que actualmente se encuentre en funciones, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1° de la ley N° 20.486. 

Asimismo, la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 3° de la ley N° 20.250, aplicable al personal regido por la ley N° 19.378, sobre Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1°de la ley N° 20.486. 

Artículo 6°.- Establécese que las bonificaciones señaladas en los artículos 29 y 30 de la ley N°20.313, 13 de la ley N° 20.212, y 3° de la ley N°20.250, se reajustarán en lo sucesivo, conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo … de la presente ley. 

Con todo, respecto de la provincia de Chiloé, fíjanse los siguientes montos para las bonificaciones que establecen las leyes que en cada caso se indican, para los años que se señalan:

                      Año 2012         Año 2013          Año 2014         Año 2015
Ley N°20.313   121.575           133.150 
            144.725           156.300

Artículo 30


Ley N°20.198   109.410           152.040
            140.670           156.300

Ley N°20.250   109.410           125.040              140.670           156.300

A contar del año 2016, se aplicará la norma de reajustabilidad del inciso primero de este artículo. 
Artículo 7°.- Prorrógase para el año 2012 el artículo segundo transitorio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, respecto del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente que haya ingresado a prestar servicios durante el segundo semestre de 2011.

Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos …, …, … y … de la presente ley, un bono especial no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2011, y cuyo monto será de $230.000 para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $600.000, y de $115.000 para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.830.308. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo … de la presente ley.

Artículo 9°.- El mayor gasto que represente en el año 2011 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.

El gasto que irrogue durante el año 2012 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos …, …, …, … y … de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2012, y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2012. Todo lo anterior podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.".

Enseguida, la Comisión analizó la siguiente indicación de Su Excelencia el Presidente de la República:

“1) Para incorporar el siguiente artículo 1° pasando el actual artículo 1°, a ser Artículo 17:

“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2011 un reajuste de 5% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.

El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2011.”.

2) Para incorporar el siguiente artículo 2°, pasando el actual artículo 2°, a ser Artículo 18:

“Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.

El monto del aguinaldo será de $42.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $551.250.- y de $ 22.285.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.”.

3) Para incorporar el siguiente artículo 3°, pasando el actual artículo 3°, a ser Artículo 23:

“Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.”.

4) Para incorporar el siguiente artículo 4°, pasando el actual artículo 4° a ser Artículo 24:

“Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.”.

5) Para incorporar el siguiente artículo 5°, pasando el actual artículo 5° a ser Artículo 26:

“Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.

El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.”.

6) Para incorporar el siguiente artículo 6°, pasando el actual artículo 6° a ser Artículo 27:

“Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.

El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.

Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.”.

7) Para incorporar el siguiente artículo 7°, pasando el actual artículo 7°, a ser Artículo 29:

“Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.”.

8) Para incorporar el siguiente artículo 8°, pasando el actual artículo 8°, a ser Artículo 30:

“Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2012, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $54.075.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2012, sea igual o inferior a $551.250.-, y de $37.669.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.”.

9) Para incorporar el siguiente artículo 9°, pasando el actual artículo 9°, a ser Artículo 31:

“Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.”.

10) Para incorporar los siguientes artículos 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 21, 22, 25, y 28, nuevos:

“Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.

Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.

Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $52.730.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $26.365.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2012, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $22.055.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $551.250.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.

Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.

Artículo 15.- Concédese durante el año 2012, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.

Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.

Artículo 16.- Durante el año 2012 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $ 91.647.-

El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.

Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.830.308.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.

Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2012, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $47.250.

El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2012, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.

Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2012, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, de $14.700.- Este aguinaldo se incrementará en $7.560.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.

Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2012 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.

Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2012, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2012 de $16.905.- dicho aguinaldo se incrementará en $9.555.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.

En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.

Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.

Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el artículo anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes. 

Artículo 25.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2011" por " y enero del año 2012,", y

b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2012" por "2013".”

Artículo 28.- Los incrementos concedidos por las letras b) y c) del artículo tercero de la ley N° 19.553 y sus modificaciones, se otorgarán durante el año 2012 a los funcionarios de la Subsecretaría de Turismo que corresponda, en función del cumplimiento de los indicadores de desempeño formulados para esa Subsecretaría en el proceso presupuestario 2011. Para ello, durante enero de 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos evaluará su grado de cumplimiento. Tratándose del incremento de desempeño colectivo, podrá aplicarse lo dispuesto en la letra b) del artículo 7° de dicha ley.”.

11) Para reemplazar en el inciso final del actual artículo 4° que ha pasado a ser Artículo 24, el texto contenido entre las expresiones “contenido en el artículo” y “de la presente ley”, por el guarismo “1°”.

12) Para intercalar en el inciso final del actual artículo 5°, que ha pasado a ser Artículo 26, entre las expresiones “aplicable al personal” y “regido por la ley N° 19.378”, las expresiones “actualmente en funciones”.

13) Para reemplazar en el inciso primero del actual artículo 6°, que ha pasado a ser Artículo 27, el texto contenido entre las expresiones “al contenido en el artículo” y “de la presente ley” por el guarismo ”1°”.

14) Para reemplazar en el inciso segundo del actual artículo 6° que ha pasado a ser Artículo 27, el guarismo “152.040” por “125.040”.

15) Para reemplazar en el actual artículo 8°, que ha pasado a ser Artículo 30 el texto contenido entre las expresiones “mencionadas en los artículos” y “de la presente ley” por los siguientes guarismos: “2°, 3°, 5° y 6°”; y en la oración final, el texto contenido entre las expresiones “en el artículo” y  “de la presente ley”, por el guarismo “19”.

16) Para reemplazar en el inciso segundo del actual artículo 9°, que ha pasado a ser Artículo 31, el texto contenido entre las expresiones “dispuesto en los artículos” y “de esta ley,” por los siguientes guarismos: “1º,8°, 13, 14, 16”.”.

El Honorable Senador señor Escalona observó que del informe financiero acompañado se concluye que la cuarta parte del gasto total que significa la iniciativa se efectúa en el mes de diciembre de este año, y señaló no compartir dicha forma de ejecutar el gasto fiscal.

Además, entregó al señor Ministro una nómina publicada el día de hoy con 55 despidos concretados entre los años 2010 y 2011 en la Dirección del Trabajo, y refirió a una situación de un funcionario de la Tesorería General de la República que fue detenido y maltratado.

El Honorable Senador señor Lagos se refirió a los datos sobre desvinculaciones y reincorporaciones señalados precedentemente por el Ministro de Hacienda, indicando que aunque las cifras sean similares cree que las motivaciones son diversas.

Asimismo, expresó que en discusiones sobre reajuste de remuneraciones de años anteriores se utilizó como argumento que no podía ser superior al reajuste experimentado por el ingreso mensual mínimo, pero este año ni siquiera se iguala dicho reajuste. 

El Honorable Senador señor Escalona consultó al Ejecutivo por la factibilidad de la sugerencia formulada por los representantes de la ANEF en orden a transformar en imponibles las asignaciones de zona mencionadas.

El señor Ministro de Hacienda comprometió el estudio de la factibilidad de lo precedentemente expuesto.

Asimismo, observó que la modificación contenida en el numeral 14) de la indicación del Ejecutivo responde a que se produjo un error de escritura respecto de la cifra que se sustituye.
A continuación, se puso en votación la indicación del Ejecutivo.

- En primer lugar, se puso en votación el numeral 1) de la indicación, que agrega un artículo 1° al texto aprobado por la Cámara de Diputados. Se registraron el voto a favor del Honorable Senador señor Kuschel y las abstenciones de los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.

Repetida la votación, se verificó idéntico resultado. En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del reglamento de la Corporación, se dio por aprobado el numeral 1) de la indicación del Ejecutivo.

- Enseguida, fueron puestos en votación los numerales 2) a 16) de la indicación presentada por el Ejecutivo. Se registraron el voto a favor del Honorable Senador señor Kuschel y las abstenciones de los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.

Repetida la votación, se verificó idéntico resultado. En consecuencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del reglamento de la Corporación, se dieron por aprobados los numerales 2) a 16) de la indicación presentada por el Ejecutivo.

- Posteriormente, fue puesto en votación el articulado del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, que resultó aprobado con la misma votación antedicha y por aplicación del artículo 178 del Reglamento del Senado. 

- - -
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El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 28 de noviembre de 2011,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
El proyecto de ley otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, y concede aguinaldos y otros beneficios que indica.

Las características de los beneficios establecidos son las siguientes:

Artículo 1o, otorga, a contar del 1o de diciembre de 2011, un reajuste general de 4,5% a los trabajadores del Sector Público que se indica en esta norma.

Artículos 2o, 3°, 5o y 6o. Conceden, por una sola vez, un Aguinaldo de Navidad, no imponible ni tributable, a los trabajadores de las entidades a que hacen referencia estas normas, conforme a lo siguiente;

	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$41.800
	Tramo 1

	$22.179
	Tramo 2


Artículo 8o. Concede, por una sola vez, un Aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, no imponible ni tributable, a los trabajadores que se indica en este Proyecto de Ley, según el siguiente detalle;
	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$53.818
	Tramo 1

	$37.489
	Tramo 2


(1): Los beneficios se otorgarán de acuerdo a los rangos y criterios que establece este Proyecto de ley
Artículo 13°, 15°. Concede, por una sola vez, a los trabajadores mencionados en el artículo 1° de este Proyecto de Ley; a los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el título IV de la ley N°19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley N°3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre 4 y 24 años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El monto del bono ascenderá a la suma de $52.478.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $26.239.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012.

Artículo 14°. Otorga por una sola vez a los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior y que perciban una remuneración líquida no superior a $548.625, una bonificación adicional al bono de escolaridad, por la suma de $21.950.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad.

Artículo 16°. Fija el monto del aporte para Servicios de Bienestar a que se refiere el artículo 23 del decreto ley N° 249, de 1974 y el artículo 13 de la Ley  N° 19.553, por las sumas de $91.211 y $9.121, respectivamente.

Conforme lo establece el artículo 17° de este Proyecto de Ley, se incrementa en $3.213.600 miles, el aporte que establece el artículo 2o del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2011. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

El artículo 18° de este Proyecto de Ley, sustituye a partir del 1 de enero del año 2012, los montos de "$223.565.-", "$253.538.-" y "$272.713.-" a que se refiere el artículo 21° de la ley N° 19.429, por "$233.625.-", "$264.947.-" y "$284.985.-", respectivamente.

El artículo 20° otorga un bono de invierno por $47.025, no imponible ni tributable, para los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez.

El artículo 21° entrega por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley N°16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2012, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, de $14.630.- Este aguinaldo se incrementará en $7.524.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1o de la ley N° 18.987.

También tendrán derecho al aguinaldo de Fiestas Patrias, en las condiciones que estable el Proyecto de Ley, los beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la Ley N°19.123; del artículo 1o de la Ley N°19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11° de la ley N°19.129, y del subsidio a que se refiere el artículo 35° de la ley N°20.255.

Asimismo, otorga por una sola vez a los pensionados y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35° de la Ley N°20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11° de la ley N°19.129, un Aguinaldo de Navidad del año 2012 de $16.825. Dicho aguinaldo se incrementará en $9.510, por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1o de la Ley N°18.987.

Se otorga, a contar del 1o de enero de 2012, una Bonificación Extraordinaria trimestral, contemplada en la ley N°19.536 para enfermeras y matronas que se desempeñan en los establecimientos de los Servicios de Salud, por la suma de $193.318 (artículo 23°).

El artículo 24°, a partir del día 1o de enero de 2012, otorga una bonificación especial de carácter permanente para los profesionales y técnicos, del Instituto de Salud Pública, que laboren en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos, por la suma de $165.000 para funcionarios profesionales y de $60.000 para los técnicos. Esta bonificación no irroga mayor gasto fiscal.

En el artículo 26°, se concede una bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 30 de la ley N° 20.313 al personal asistente de la educación que actualmente se encuentre en funciones, se pagará respecto del año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1°de la ley N° 20.486, cuyo costo asciende $179.046 miles. -

En el artículo 28°, se faculta al Presidente de la República para que modifique, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por el Ministerio de Hacienda, los requisitos para el ingreso y promoción de la planta de profesionales, contenidos en el artículo 38 del decreto con fuerza de ley N°1, de 1993, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado.

El artículo 29° respecto a la Subsecretaría de Turismo establece que, los incrementos concedidos por las letras b) y c) del artículo tercero de la ley N° 19.553 y sus modificaciones, se otorgarán durante el año 2012 a los funcionarios de esta institución, en función del cumplimiento de los indicadores de desempeño formulados por esa Subsecretaría en el proceso presupuestario 2011. Para ello, durante enero de 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos evaluará su grado de cumplimiento. Tratándose del incremento de desempeño colectivo, podrá aplicarse lo dispuesto en la letra b) del artículo 7o de dicha ley. El gasto que irroga este artículo asciende a $11.224 miles.

En el artículo 30° se establece que, el Presidente de la República podrá nombrar, transitoria y provisionalmente, al Secretario Ejecutivo de la Agencia de la Calidad de la Educación y al Superintendente de Educación, jefes superiores de los servicios creados por la ley N° 20.529, en tanto se fije la planta de ambas instituciones y se efectúe el proceso de selección pertinente que establece el Título VI de la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, cuyo costo irroga la suma de $69.406 miles.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El costo que importará la ejecución de este Proyecto de Ley es de MM$63.156 para el año 2011 y de MM$559.104 para el año 2012.

El mayor gasto que represente en el año 2011 a los órganos y servicios la aplicación de esta Ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Por su parte, el gasto que irrogue durante el año 2012 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1°, 8°, 13°, 14°, 16° de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el párrafo anterior del presupuesto para el año 2012 y, en lo que faltare, mediante aumento de aporte fiscal, con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2012 (artículo 35°).

PROYECTO DE REAJUSTE, AGUINALDOS Y OTROS 2011-2012 
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	COSTO FISCAL
	MILLONES DE $

	1. COSTO FISCAL AÑO 2011

Reajuste Remuneraciones y Subvenciones 

Aguinaldo de Navidad Sector Activo 

Aporte a Instituciones de Educación Superior 

Asistentes Educación con valores reajustados al 4,2%
	63.156
31.604
28.159
3.214
179

	2. COSTO FISCAL AÑO 2012

Reajuste Remuneraciones y Subvenciones 

Bono de Escolaridad Normal 

Bono de Escolaridad Adicional 

Aporte a Bienestar
Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Activo 

Bono Invierno Sector Pasivo 

Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Pasivo.

Aguinaldo de Navidad Sector Pasivo 

Bono Enfermera - Matrona Ley N° 19.536 

Subsecretaría de Turismo 

Superintendencia de Educación y Agencia de la Calidad de la Educación
	559.104
392.918
21.602
4.394
881
38.857
32.759
29.325
34.448
3.840
11
69


	COSTO TOTAL EN MM$
	622.260


”.

Posteriormente, fue presentado un Informe Financiero Sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de noviembre de 2011, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.
El proyecto de ley otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, y concede aguinaldos y otros beneficios que indica. Las características de los beneficios establecidos son las siguientes:

Artículo 1o, otorga, a contar del 1o de diciembre de 2011, un reajuste general de 5% a los trabajadores del Sector Público que se indica en esta norma.

Artículos 2o, 3°, 5o y 6°, conceden, por una sola vez, un Aguinaldo de Navidad, no imponible ni tributable, a los trabajadores de las entidades a que hacen referencia estas normas, conforme a lo siguiente;

	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$42.000
	Tramo 1

	$22.285
	Tramo 2


Artículo 8o. Concede, por una sola vez, un Aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, no imponible ni tributable, a los trabajadores que se indica en este Proyecto de Ley, según el siguiente detalle;
	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$54.075
	Tramo 1

	$37.669
	Tramo 2


(1): Los beneficios se otorgarán de acuerdo a los rangos y criterios que establece este Proyecto de Ley
Artículo 13°, 15°. Concede, por una sola vez, a los trabajadores mencionados en el artículo 1° de este Proyecto de Ley; a los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el título IV de la ley N°19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley N°3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre 4 y 24 años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El monto del bono ascenderá a la suma de $52.730.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $26.365.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012.

Artículo 14°, 15°. Otorga por una sola vez a los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior y que perciban una remuneración líquida no superior a $551.250, una bonificación adicional al bono de escolaridad, por la suma de $22.055, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad.

Artículo 16°. Fija el monto del aporte para Servicios de Bienestar a que se refiere el artículo 23 del decreto ley N° 249, de 1974 y el artículo 13 de la Ley  N° 19.553, por las sumas de $91.647 y $9.165, respectivamente.

Conforme lo establece el artículo 17° de este Proyecto de Ley, se incrementa en $3.213.600 miles, el aporte que establece el artículo 2o del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2011. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

El artículo 18° de este Proyecto de Ley, sustituye a partir del 1 de enero del año 2012, los montos de "$223.565", "$253.538" y "$272.713" a que se refiere el artículo 21° de la ley N° 19.429, por "$234.743", "$266.215" y "$286.349", respectivamente.

El artículo 20° otorga un bono de invierno por $47.250, no imponible ni tributable, para los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez.

El artículo 21° entrega por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley N°16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2012, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, de $14.700. Este aguinaldo se incrementará en $7.560 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1o de la ley N° 18.987.

También tendrán derecho al aguinaldo de Fiestas Patrias, en las condiciones que estable el Proyecto de Ley, los beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la Ley N°19.123; del artículo 1o de la Ley N°19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11° de la ley N°19.129, y del subsidio a que se refiere el artículo 35° de la ley N°20.255.

Asimismo, otorga por una sola vez a los pensionados y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35° de la Ley N°20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11° de la ley N°19.129, un Aguinaldo de Navidad del año 2012 de $16.905. Dicho aguinaldo se incrementará en $9.555, por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1o de la Ley N°18.987.

Se otorga, a contar del 1o de enero de 2012, una Bonificación Extraordinaria trimestral, contemplada en la ley N°19.536 para enfermeras y matronas que se desempeñan en los establecimientos de los Servicios de Salud, por la suma de $194.243 (artículo 23°).

El artículo 24°, a partir del día 1o de enero de 2012, otorga una bonificación especial de carácter permanente para los profesionales y técnicos, del Instituto de Salud Pública, que laboren en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos, por la suma de $165.000 para funcionarios profesionales y de $60.000 para los técnicos. Esta bonificación no irroga mayor gasto fiscal.

En el artículo 26°, se concede una bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 30 de la ley N° 20.313 al personal asistente de la educación que actualmente se encuentre en funciones, se pagará respecto del año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1°de la ley N° 20.486, cuyo costo asciende $179.046 miles.

Asimismo, la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 3° de la ley N° 20.250, aplicable al personal regido por la ley N° 19.378 sobre Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1° de la ley N° 20.486, cuyo costo asciende $88.494 miles.

En el artículo 27°, se estable un aumento en el monto de la bonificación de zonas extremas en la Provincia de Chiloé para los asistentes de la educación, funcionarios municipales y personal de la atención primaria de salud, con una gradualidad de cuatro años, durante el período 2012-2015.

El artículo 28° respecto a la Subsecretaría de Turismo establece que los incrementos concedidos por las letras b) y c) del artículo tercero de la ley N° 19.553 y sus modificaciones, se otorgarán durante el año 2012 a los funcionarios de esta institución, en función del cumplimiento de los indicadores de desempeño formulados por esa Subsecretaría en el proceso presupuestario 2011. Para ello, durante enero de 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos evaluará su grado de cumplimiento. Tratándose del incremento de desempeño colectivo, podrá aplicarse lo dispuesto en la letra b) del artículo 7o de dicha ley. El gasto que irroga este artículo asciende a $11.224 miles.

En el artículo 29°, prorroga para el año 2012 el artículo segundo transitorio del Decreto con Fuerza de Ley N° 3, de 2010, del Ministerio Secretaría General de la República, relativo a la asignación de gestión respecto del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente que haya ingresado a prestar servicios durante el segundo semestre de 2011.

Se concede, por una sola vez, a los trabajadores de la instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, y que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2011, y cuyo monto será de $230.000 para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $600.000, y de $115.000 para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.830.308.- (artículo 30°)

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El costo que importará la implementación de este Proyecto de Ley es de MM$202.349 para el año 2011 y de MM$603.979 para el año 2012.

El mayor gasto que represente en el año 2011 a los órganos y servicios la aplicación de esta Ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Por su parte, el gasto que irrogue durante el año 2012 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1°, 8°, 13°, 14°, 16° de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el párrafo anterior del presupuesto para el año 2012 y, en lo que faltare, mediante aumento de aporte fiscal, con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2012 (artículo 31°).

PROYECTO DE REAJUSTE, AGUINALDOS Y OTROS 2011-2012 

INFORME FINANCIERO
	COSTO FISCAL
	MILLONES DE $

	1. COSTO FISCAL AÑO 2011

Reajuste Remuneraciones y Subvenciones 

Aguinaldo de Navidad Sector Activo 

Aporte a Instituciones de Educación Superior 

Bono Especial Bruto

Asistentes Educación Zona Extrema con valores reajustados al 4,2%

Atención Primaria Zona Extrema con valores reajustados al 4,2%
	202.349

35.115
28.309
3.214
135.444

179

88

	2. COSTO FISCAL AÑO 2012

Reajuste Remuneraciones y Subvenciones 

Bono de Escolaridad Normal 

Bono de Escolaridad Adicional 

Aporte a Bienestar
Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Activo 

Bono Invierno Sector Pasivo 

Aguinaldo de Fiestas Patrias Sector Pasivo

Aguinaldo de Navidad Sector Pasivo 

Bono Enfermera - Matrona Ley N° 19.536 

Subsecretaría de Turismo 

Asistentes de la Educación incremental 2012

Bonificación Zona Extrema Chiloé (Asistentes-Municipales-APS)
	603.979

436.575

21.707

4.421

979

39.057

32.915

29.465

34.613

3.858

11

222

156


	COSTO TOTAL EN MM$
	806.328


”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

- Incorporar el siguiente artículo 1°, pasando el actual artículo 1°, a ser Artículo 17:

“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2011 un reajuste de 5% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.

El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2011.”. (Uno a favor y tres abstenciones. Votación repetida. Artículo 178 del Reglamento del Senado. Indicación del Ejecutivo)
- Incorporar el siguiente artículo 2°, pasando el actual artículo 2°, a ser Artículo 18:

“Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.

El monto del aguinaldo será de $42.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $551.250.- y de $ 22.285.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.”.

- Incorporar el siguiente artículo 3°, pasando el actual artículo 3°, a ser Artículo 23:

“Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.”.

- Agregar el siguiente artículo 4°, pasando el actual artículo 4° a ser Artículo 24:

“Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.”.

- Incorporar el siguiente artículo 5°, pasando el actual artículo 5° a ser Artículo 26:

“Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.

El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.”.

- Agregar el siguiente artículo 6°, pasando el actual artículo 6° a ser Artículo 27:

“Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.

El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.

Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.”.

- Incorporar el siguiente artículo 7°, pasando el actual artículo 7°, a ser Artículo 29:

“Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.”.

- Agregar el siguiente artículo 8°, pasando el actual artículo 8°, a ser Artículo 30:

“Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2012, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $54.075.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2012, sea igual o inferior a $551.250.-, y de $37.669.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.”.

- Incorporar el siguiente artículo 9°, pasando el actual artículo 9°, a ser Artículo 31:

“Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.”.

- Agregar los siguientes artículos 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 21, 22, 25, y 28:

“Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.

Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.

Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $52.730.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $26.365.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2012, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $22.055.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $551.250.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.

Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.

Artículo 15.- Concédese durante el año 2012, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.

Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.

Artículo 16.- Durante el año 2012 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $ 91.647.-

El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.

Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.830.308.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.

Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2012, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $47.250.

El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2012, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.

Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2012, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, de $14.700.- Este aguinaldo se incrementará en $7.560.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.

Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2012 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.

Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2012, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2012 de $16.905.- dicho aguinaldo se incrementará en $9.555.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.

En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.

Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.

Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el artículo anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes. 

Artículo 25.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:

Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2011" por " y enero del año 2012,", y

Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2012" por "2013".”

Artículo 28.- Los incrementos concedidos por las letras b) y c) del artículo tercero de la ley N° 19.553 y sus modificaciones, se otorgarán durante el año 2012 a los funcionarios de la Subsecretaría de Turismo que corresponda, en función del cumplimiento de los indicadores de desempeño formulados para esa Subsecretaría en el proceso presupuestario 2011. Para ello, durante enero de 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos evaluará su grado de cumplimiento. Tratándose del incremento de desempeño colectivo, podrá aplicarse lo dispuesto en la letra b) del artículo 7° de dicha ley.”.

- Reemplazar en el inciso final del actual artículo 4° que pasa a ser Artículo 24, el texto contenido entre las expresiones “contenido en el artículo” y “de la presente ley”, por el guarismo “1°”.

- Intercalar en el inciso final del actual artículo 5°, que pasa a ser Artículo 26, entre las expresiones “aplicable al personal” y “regido por la ley N° 19.378”, las expresiones “actualmente en funciones”.

- Reemplazar en el inciso primero del actual artículo 6°, que pasa a ser Artículo 27, el texto contenido entre las expresiones “al contenido en el artículo” y “de la presente ley” por el guarismo "1°”, y en el inciso segundo, el guarismo “152.040” por “125.040”.

- Sustituir en el actual artículo 8°, que pasa a ser Artículo 30, el texto contenido entre las expresiones “mencionadas en los artículos” y “de la presente ley” por los siguientes guarismos: “2°, 3°, 5° y 6°”; y en la oración final, el texto contenido entre las expresiones “en el artículo” y  “de la presente ley”, por el guarismo “19”.

- Reemplazar en el inciso segundo del actual artículo 9°, que pasa a ser Artículo 31, el texto contenido entre las expresiones “dispuesto en los artículos” y “de esta ley,” por los siguientes guarismos: “1º, 8°, 13, 14 y 16”.”. (Uno a favor y tres abstenciones. Votación repetida. Artículo 178 del Reglamento del Senado. Indicación del Ejecutivo)

- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2011 un reajuste de 5% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.

El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2011.

Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.

El monto del aguinaldo será de $42.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $551.250.- y de $ 22.285.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.

El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.

El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.

Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.

Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2012, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $54.075.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2012, sea igual o inferior a $551.250.-, y de $37.669.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo  5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.

Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.

Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.

Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.

Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en  el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza prebásica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $52.730.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $26.365.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2012. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2012, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $22.055.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $551.250.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.

Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.

Artículo 15.- Concédese durante el año 2012, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.

Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.

Artículo 16.- Durante el año 2012 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $ 91.647.-

El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.

Artículo 17.- Increméntase en $3.213.600.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2011. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2011.

Artículo 18.- Sustitúyense, a partir del 1 de enero del año 2012, los montos de "$223.565”, “$253.538” y “$272.713”, a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.429, por “$234.743”, “$266.215” y “$286.349”, respectivamente.

Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8° y 13, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $1.830.308.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.

Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2012, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $47.250.

El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2012, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.

Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2012, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2012, de $14.700.- Este aguinaldo se incrementará en $7.560.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.

Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2012 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con  discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.

Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2012, y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2012 de $16.905.- dicho aguinaldo se incrementará en $9.555.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.

En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.

Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.

Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el artículo anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad  mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.
Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2012, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $194.243 trimestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 4.966 personas.

En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.

Artículo 24.- Establécese, a contar del día 1 de enero de 2012, una bonificación especial de carácter permanente para los profesionales y técnicos, sean de planta o a contrata, del Instituto de Salud Pública, que laboren directamente en la realización de exámenes de histocompatibilidad para trasplantes de órganos y tejidos.

Para tener derecho a la bonificación, los funcionarios que cumplan con las condiciones establecidas en el inciso anterior deberán ser individualizados mediante una o más resoluciones del Director del Instituto de Salud Pública.

La bonificación ascenderá a un monto mensual  de  $165.000  para  los  profesionales  y  de  $60.000 para los técnicos. Será imponible para fines de pensiones y salud, no se considerará base de cálculo para ninguna otra remuneración y será incompatible con la bonificación a que se refiere el artículo 5° de la ley N° 20.209.

La bonificación especial se podrá conceder a un máximo de diez profesionales y de diez técnicos. Será reajustable conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo 1° de la presente ley. 

Artículo 25.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:

Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase "y enero del año 2011" por " y enero del año 2012,", y

Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo "2012" por "2013".

Artículo 26.- Establécese que la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 30 de la ley N° 20.313 al personal asistente de la educación, que actualmente se encuentre en funciones, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1° de la ley N° 20.486. 

Asimismo, la bonificación de zonas extremas otorgada por el artículo 3° de la ley N° 20.250, aplicable al personal actualmente en funciones regido por la ley N° 19.378, sobre Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, se pagará durante el año 2011 con el reajuste señalado en el artículo 1°de la ley N° 20.486. 

Artículo 27.- Establécese que las bonificaciones señaladas en los artículos 29 y 30 de la ley N°20.313, 13 de la ley N° 20.212, y 3° de la ley N°20.250, se reajustarán en lo sucesivo, conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público con posterioridad al contenido en el artículo 1° de la presente ley. 

Con todo, respecto de la provincia de Chiloé, fíjanse los siguientes montos para las bonificaciones que establecen las leyes que en cada caso se indican, para los años que se señalan:

                      Año 2012         Año 2013          Año 2014         Año 2015
Ley N°20.313   121.575           133.150 
            144.725           156.300

Artículo 30


Ley N°20.198   109.410           125.040
            140.670           156.300

Ley N°20.250   109.410           125.040              140.670           156.300

A contar del año 2016, se aplicará la norma de reajustabilidad del inciso primero de este artículo.

Artículo 28.- Los incrementos concedidos por las letras b) y c) del artículo tercero de la ley N° 19.553 y sus modificaciones, se otorgarán durante el año 2012 a los funcionarios de la Subsecretaría de Turismo que corresponda, en función del cumplimiento de los indicadores de desempeño formulados para esa Subsecretaría en el proceso presupuestario 2011. Para ello, durante enero de 2012, el Ministerio de Hacienda, a través de la Dirección de Presupuestos evaluará su grado de cumplimiento. Tratándose del incremento de desempeño colectivo, podrá aplicarse lo dispuesto en la letra b) del artículo 7° de dicha ley. 
Artículo 29.- Prorrógase para el año 2012 el artículo segundo transitorio del decreto con fuerza de ley N° 3, de 2010, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, respecto del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente que haya ingresado a prestar servicios durante el segundo semestre de 2011.

Artículo 30.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2011, y cuyo monto será de $230.000 para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2011 sea igual o inferior a $600.000, y de $115.000 para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $1.830.308. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.

Artículo 31.- El mayor gasto que represente en el año 2011 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.

El gasto que irrogue durante el año 2012 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 8°, 13, 14 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2012, y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2012. Todo lo anterior podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.".

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 12 de diciembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Ricardo Lagos Weber. 


Sala de la Comisión, a 12 de diciembre de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de Comisión

_924333119

